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Con proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 1988, presentada por el Ejecutivo federal

<<Escudo Nacional. - Estados Unidos Mexicanos. - Secretaría de Gobernación. - Dirección General de Gobierno.

CC. secretarios de la H. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. Presentes.

Por instrucciones del C. Presidente de la República y en cumplimiento a lo dispuesto en la fracción IV del artículo 74 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, me permito enviar a usted, proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 1988.

Reitero a ustedes en esta oportunidad las seguridades de mi consideración distinguida.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

México, D. F., a 13 de noviembre de 1987. - El Secretario, licenciado Manuel Bartlett Díaz.>>

<<Escudo Nacional. - Estados Unidos Mexicanos. - Presidencia de la República.

CC. secretarios de la H. Cámara de Diputados. Presente.

Con fundamento en lo establecido en el artículo 74, fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Ejecutivo a mi cargo, por su digno conducto, somete a la consideración de esa H. representación nacional la iniciativa de decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación correspondiente a 1988 para su examen, discusión y, en su caso, aprobación.

Cumplo así con la obligación constitucional de informar al pueblo de México, a través de esa H. Cámara de Diputados, sobre el Proyecto de Presupuesto, que de merecer su aprobación, será ejercicio por la Federación durante 1988, Igual que en años anteriores, las prioridades, metas y asignaciones de este proyecto se derivan del Plan Nacional de Desarrollo 1983 - 1988 y de los programas sectoriales de mediano plazo, y reflejan los lineamientos expuestos en el documento de Criterios Generales de Política Económica para 1988, que se envía por separado a esa H. representación nacional.

Durante estos años, nuestro país ha sabido enfrentar la crisis y, al mismo tiempo, avanzar en un proceso de renovación nacional que se ha basado en la unidad y el consenso de los mexicanos. Ello ha implicado modificar sistemas y actitudes tanto en lo político, como en lo económico y en lo social.

Este proceso de renovación se basa en las dos líneas generales de estrategia definidas en el Plan Nacional de Desarrollo 1983 - 1988: el cambio estructural y la reordenación económica. De acuerdo al dicho plan, las dos líneas estratégicas deben proceder simultáneamente, reforzándose una a la otra . Por un lado, el fortalecimiento de la estructura económica y social sólo podrá darse plenamente en un contexto de certidumbre y estabilidad. Por el otro lado, una economía estructuralmente sana es el mejor punto de apoyo para superar las crisis y evitar su aparición recurrente.

En este contexto, la política de gasto público tiene tres funciones que desempeñar: apoyar el esfuerzo de reordenación económica, manteniendo las erogaciones en un nivel congruente con los recursos disponibles y con la evolución de la demanda y la oferta agregadas; contribuir al cambio estructural, a través de una asignación acorde con los objetivos del desarrollo; y apoyar la  protección y fortalecimiento del bienestar social como objetivo fundamental de la acción gubernamental.

En 1988, la política económica continuará persiguiendo los objetivos generales del Plan Nacional de Desarrollo, de manera congruente con la estrategia definida en dicho plan, y pondrá un énfasis especial en los objetivos específicos señalados en el documento Criterios Generales de Política Económica para el año.

I. Profundizar en las medidas de cambio estructural;

II. Lograr que la recuperación de la actividad económica continúe efectuándose de manera gradual y sostenida, en un contexto de equilibrio de balanza de pagos y de fortalecimiento del ahorro interno;

III. Intensificar los esfuerzos para combatir la inflación, y

IV. Asegurar un manejo honesto y eficaz de los fondos públicos.

Para apoyar la consecuencia de dichos objetivos, en Criterios Generales de Política Económica se fijan, entre otras cosas, las siguientes acciones que son de especial relevancia para el diseño y ejecución de política de gasto público:

- Mantener la disciplina presupuestal para apoyar la lucha continuada contra la inflación.

- Apoyar la recuperación económica gradual, manteniendo el gasto programable del sector público como proporción del producto interno bruto en el mismo nivel que en 1987.

- Continuar con el cambio estructural del presupuesto del sector público, para dar mayor prioridad al gasto de contenido social.

- Aumentar el gasto de inversión del sector público, sin que el gasto total programable aumente como proporción del producto interno bruto. Con base en estos señalamientos, la estrategia presupuestal para 1988 se caracteriza por las siguientes ocho líneas acción.

1. Apoyar la recuperación moderada de la economía, en un marco de continuada austeridad y disciplina presupuestal.

El mantenimiento del gasto público en un nivel de 22% del producto interno bruto, igual al estimado para el cierre de 1987, implica que esta variable será congruente con el crecimiento de la actividad económica, de poco más de 3% en base anual, ello, en un contexto de fortalecimiento de la balanza de pagos y del ahorro financiero. Como se explica en el documento de criterios, una aceleración forzada de la actividad económica sería contraproducente, al poner en peligro los avances en la reordenación económica, con lo que la recuperación sería de corta duración. Por otro lado, el mantener el gasto público programable en la misma proporción del producto, lo que implica un ligero incremento real, similar al crecimiento de la actividad económica, impedirá el estrangulamiento de la recuperación financieramente sana que ha empezado a registrarse desde el segundo semestre de 1987. En apoyo de una recuperación sostenida de la actividad económica, se plantea un crecimiento real de 13.0% de la inversión pública.

2. Continuar con el esfuerzo de saneamiento de las finanzas públicas.

No obstante que se espera un ligero crecimiento real del gasto público, éste continuará siendo reducido, en apoyo a la estrategia de reordenación económica. Ello implica que no habrá financiamiento para atender todas las demandas de gasto público que se presentan, sobre todo tomando en consideración que 1988 es el último año de la presente administración. Muchos proyectos prioritarios tendrán que ser propuestos y los de menor prioridad cancelados. El aumento propuesto de gasto social y de la inversión deberá ser compensado con una mayor austeridad y disciplina en el ejercicio del gasto corriente, lo que exige un esfuerzo de eficiencia y productividad. Asimismo, bajarán las transferencias a entidades fuera de control presupuestal directo, como efecto de las medidas de cambio estructural tomadas durante los primeros cinco años de esta administración.

3. Elevar la eficiencia y rentabilidad social de la inversión pública, a fin de aumentar su impacto en la actividad económica y, en general, en el logro de los objetivos prioritarios del desarrollo social.

La inversión del sector público será congruente con un programa de terminación de obras, en donde se dará prioridad a aquellos susceptibles de concluirse en 1988. Para cumplir con estos programas y dada la escasa disponibilidad de recursos, no se autorizará el inicio de nuevos proyectos, salvo en casos verdaderamente excepcionales.

Dentro del programa de terminación de obras se ha previsto un esquema de simplificación y agilización de trámites administrativos y presupuestales para apoyar a los ejecutores de obras prioritarias, eliminando obstáculos operativos innecesarios, tanto para la iniciación de los trabajos como para el pago de los mismos, pero reforzando la disciplina y el control presupuestal.

4. Asegurar la disciplina y el control presupuestal, evitando la ineficiencia y el dispendio.

Se reforzará las medidas de disciplina y control presupuestal en el ejercicio de todas las partidas de gasto, especialmente en aquéllas en donde es deseable una mayor restricción como las destinadas a viáticos, gastos de representación y congresos, etcétera, las que serán sujetas a un estricto control por parte de las contralorías internas, para reducir al máximo las erogaciones en dichas partidas. Por otra parte, no habrá aumento global de plazas y, mediante la política de no autorizar obras nuevas, se ayudará a evitar la dispersión e inefectividad del gasto público. En el caso de la obra pública, el programa de terminación de obras incluye un sistema de control y seguimiento físico y financiero para garantizar el estricto cumplimiento de las metas físicas y financieras.

5. Garantizar la prestación de los servicios básicos a la población, con un claro propósito de mejoramiento social y económico.

Como una política constante de este régimen y dentro del marco de las políticas de racionalización y austeridad en el quehacer público, se ampliará la cobertura de los servicios educativos, de salud y de impartición de justicia a la población mexicana. En consecuencia, la participación de estos sectores dentro del total de gasto programable pasará de 24.0% en 1987 a 26.8% en 1988.

6. Continuar con el esfuerzo de cambio estructural y modernización en el sector público paraestatal.

El proyecto de Presupuesto de Egresos de 1988 propone continuar los trámites en proceso para desincorporar empresas no prioritarias ni estratégicas, y avanzar en el logro de una planta productiva paraestatal más eficiente. El aumento autorizado en su programa de inversión, será enfocado a sustituir líneas obsoletas e ineficientes de producción y en general, a modernizar los procesos productivos. Por otra parte, dentro de los programas de saneamiento financiero, que exigen compromisos claros y realistas de cambio estructural y aumento de la productividad, el gobierno federal asumirá los pasivos de empresas prioritarias que requieren de este apoyo para alcanzar niveles óptimos de operación.

7. Consolidar el cambio estructural en el sector central.

El proyecto de presupuesto de 1988 propone continuar reduciendo el gasto corriente de las dependencias del sector central, mediante una mejor utilización y una adecuada reasignación de recursos entre los programas internos, dando prioridad a los sustantivos y reduciendo los de apoyo y administrativos. En el caso del número de puestos existentes, éste se mantendrá al mínimo indispensable y no habrá creación global de nuevas plazas en 1988. Con este último propósito las necesidades de nuevas plazas en los sectores educación, salud, defensa, marina, seguridad e impartición de justicia, deberá ser acomodadas dentro del número global de plazas existentes.

8. Atender el mantenimiento y conservación de la infraestructura básica y de la planta productiva.

Al no autorizar proyectos de inversión nuevos y limitar los recursos a los que se encuentran en proceso, dando preferencia a los prioritarios que se encuentran en una etapa avanzada de construcción, será posible destinar mayores recursos a la planta productiva existente del sector paraestatal, la que, en muchos casos, ha sufrido rezagos en su mantenimiento. Adicionalmente, se destinarán recursos a la conservación de la infraestructura carretera, hidráulica y, en general, a la conservación de los bienes que constituyen el patrimonio nacional.

Evolución del Gasto 1983 - 1987

Como se estableció en el Plan Nacional de Desarrollo, la política de gasto público de esta administración fue diseñada con dos objetivos: convertir las exigencias de la crisis en motor para romper inercias y llevar a cabo un proceso de cambio estructural; y atender las demandas de la población por servicios básicos para proteger el bienestar de las mayorías ante la crisis.

Resolver de manera duradera las deficiencias estructurales que aquejaban a nuestra economía, ha requerido de un gran esfuerzo por parte de la sociedad mexicana. El balance, después de cinco años, demuestra tanto lo acertado de la estrategia, como la necesidad de perseverar para superar los problemas que aún enfrentamos.

La estrategia de reordenación económica, implicó una corrección, en las tendencias de la política de gasto público, pues en años precedentes las erogaciones habían crecido sin guardar proporción con los ingresos y sin cuidar al grado deseable, su productividad y eficiencia.

Por ello, el gobierno de la República decidió racionalizar la política de gasto a la vez que revisaba las prioridades y fortalecía la disciplina y el orden en su ejercicio. Asimismo, se instrumentaron políticas que permitieran que las empresas públicas fueran procurando su propio ahorro y capitalización, a la vez que se fortaleció la rectoría económica del Estado, retirándose éste de las áreas no estratégicas ni prioritarias y concentrando sus esfuerzos en aquéllas que sí lo son.

El mayor ajuste en el gasto público se realizó en los tres primeros años del régimen, cuando se redujo el gasto programable de 28.2% del PIB en 1982 a 23.0% en 1985, lo que, aunado al esfuerzo efectuado por el lado de los ingresos, logró convertir el déficit primario de 7.6% del PIB en 1982 a un superávit primario de 5.0% en 1987.

El esfuerzo de racionalización en el gasto, se concentró en las transferencias a entidades públicas fuera del control presupuestal directo, que se redujeron en 1.6 puntos del PIB, y en los renglones de servicios personales, que disminuyeron 1.7 puntos. Hay que reconocer, sin embargo, que una parte importante del ajuste recayó en el programa de inversiones públicas, que pasó de 7.7% del PIB en 1982 a 5.0% en 1985, lo que significó disminuir el alcance de los diversos proyectos iniciados en el período de expansión económica.

En materia de gasto corriente, se avanzó en el proceso de racionalización de la administración pública. El gobierno federal eliminó 146 áreas organizacionales (direcciones generales a subsecretarias) de su estructura orgánica básica, y se cancelaron 20 mil 550 plazas de confianza.

En el sector paraestatal, el proceso partió del reconocimiento de la necesidad de modernizar, reestructurar y depurar las entidades públicas, siguiendo dos vertientes: la desincorporación de entidades no prioritarias ni estratégicas y la rehabilitación y reestructuración de las que sí lo son para que el Estado cumpla con sus responsabilidades en materia de rectoría económica.

En los cinco primeros años de esta administración, se decidió liquidar, fusionar, extinguir, transferir o enajenar empresas y entidades, de tal forma que el tamaño del sector paraestatal se reducirá de 1 mil 155 entidades en 1982 a 502 al concluirse dichos procesos de desincorporación. También se suprimieron el 21% de las áreas organizacionales y 5 mil 500 plazas de confianza. Además se desarrollaron programas de modernización en las empresas prioritarias y estratégicas, eliminando líneas de producción obsoletas, incorporando tecnologías nuevas, reestructurando cadenas productivas y estableciendo compromisos precisos de productividad.

Estas acciones fueron complementarias con programas de saneamiento financiero, que buscan ajustar la estructura de precios y tarifas para recuperar el rezago frente a la inflación, y reducir la carga del servicio de la deuda en la estructura de costos, mediante la capitalización de pasivos.

En 1986 y ante el desplome de los precios del petróleo y la escasez de recursos crediticios del exterior, se consideró que dando el esfuerzo ya realizado durante los tres primeros años de gobierno, no era posible ni conveniente absorber toda la pérdida en los ingresos del sector públicos, ajustando el gasto en la misma proporción. Sin embargo, se revisaron los presupuestos para mantener las actividades prioritarias y se acomodó el crecimiento de las plantillas de personal en los sectores de educación, salud, seguridad nacional e impartición de justicia, mediante reducciones en áreas administrativas. Los subsidios y transferencias también fueron sujetos a revisión, y se intensificaron las acciones de cambio estructural en el sector paraestatal.

De esta manera, mediante un esfuerzo de disciplina y austeridad, no se perdió el terreno ganado durante los tres años anteriores en materia de reducción del gasto público, aunque debe reconocerse que la inversión pública sufrió una disminución adicional.

Así, el gasto programable presupuestal del sector público en 1986 se redujo en casi un punto en relación al PIB, como resultado de una disminución de 0.3 puntos en el gasto corriente del gobierno federal, de 0.7 puntos en el de inversión pública en presupuesto y 0.2 puntos en transferencia a entidades públicas fuera de presupuesto, así como de un aumento de 0.3 puntos en el gasto de operación y otros de las empresas paraestatales controladas. De esta manera, el superávit primario presupuestal alcanzó 4.9% del PIB, solamente 0.9 puntos menor al de 1985, a pesar de la caída en los ingresos petroleros.

Paralelamente al esfuerzo interno para amortiguar el choque externo, el gobierno inició negociaciones con la comunidad financiera internacional, para que aceptara que el problema de la deuda externa requiere la corresponsabilidad entre acreedores y deudores. En un convenio sin procedentes, México logró establecer el compromiso de que el crecimiento económico determinará la capacidad de pago y no a la inversa.

En materia de gasto público, durante 1987 se profundizó la disciplina característica de los primeros cuatro años, con el fin de seguir apoyando el saneamiento de las finanzas públicas, bajar la presión del sector público sobre las disponibilidades financieras y avanzar en el proceso de cambio estructural. Se restringió el crecimiento de plazas, se prosiguió con el proceso de cambio estructural, se revisaron subsidios y transferencias y se desincorporaron entidades públicas no estratégicas ni prioritarias. Por otro lado y por primera vez en la presente administración, se reactivó la inversión pública en términos reales, como parte de la recuperación moderna que se pretendía.

El presupuesto de 1987, se ejerció en el contexto de una tasa de inflación y un tipo de cambio superiores a los niveles incorporados al presupuesto original y de mayores ingresos petroleros.

Por ello se, efectuaron modificaciones en términos nominales como en el caso de sueldos, tanto del sector central como del paraestatal.

Al cierre del año el gasto programable estimado, que asciende a 40.3 billones de pesos, representa un crecimiento nominal de 134.6% respecto al ejercido en 1986, lo que significa un aumento de 0.7% en términos reales. El gobierno federal absorbe el 41.1% y su gasto crece respecto a 1986 en 158.4% nominal y 10.9% real. Este crecimiento en términos reales, se explica por tres razones: la asunción de pasivos de Banrural, que de hecho constituye un gasto virtual, una aportación de capital a Teléfonos de México para apoyar el programa de inversiones, y por las modificaciones que se autorizaron para proteger del impacto inflacionario, los programas de inversión de los sectores prioritarios, principalmente comunicaciones, transportes, agropecuario y salud.

El gasto de los organismos y empresas en presupuesto que absorbe el 58.9% restante, creció en 120.4%, lo que significa una caída en términos reales del 5.4%. Esta disminución se explica sobre todo por los menores crecimientos reales del gasto realizados por el IMSS y Pemex, y los menores niveles de importaciones de Conasupo.

En cuanto a la estructura del gasto estimado al cierre, se observa que el renglón de mayor dinamismo lo constituye la inversión de los organismos y empresas, al crecer 5.1% en términos reales. Es importante destacar que ésta es la primera vez en este sexenio que la inversión aumenta en términos reales, recuperando así parte del rezago acumulado. En el caso de la inversión directa del gobierno, el esfuerzo realizando en el gasto permitió que también aumentara en términos reales, contra caídas en años precedentes. En lo que respecta a los servicios personales, las adecuaciones autorizadas permitieron atenuar el deterioro real en el año, de acuerdo con la política fijada.
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Política de Gasto 1988

En este último año de gobierno y en el marco del Sistema Nacional de Planeación Democrática, la política de gasto busca consolidar los avances obtenidos en materia de cambio estructural y descentralizado de la vida nacional.

La línea fundamental de la estrategia de gasto, será la de atender de manera prioritaria, el mantenimiento y conservación de la infraestructura básicas y de la planta productiva estatal; la de concluir el máximo número de obras y proyectos de inversión, factible de acomodar dentro de las disponibilidades financieras; y de la de continuar con la disciplina y control presupuestal, evitando el desbordamiento presupuestal. Sólo en el caso de verdaderas excepciones, se autorizará el inicio de obras y proyectos nuevos.

Asimismo, la estrategia del gasto continuará apoyando la recuperación moderada de la economía, el combate a la inflación y la generación de empleos, al mantener el gasto programable en 22.0% del PIB, con un crecimiento de 13% real de la inversión, y manteniendo el gasto corriente en el mismo nivel real de 1987.

El gasto de contenido social recibirá atención especial dentro de la política de gasto para 1988; destaca el esfuerzo de gastos destinados a satisfacer los consumos básicos de la población de escasos recursos, así como a los programas nacionales de salud, educación y vivienda. En el sector educación, una parte importante del apoyo presupuestal se canaliza hacia el magisterio nacional, debido a la importancia que tiene la educación para lograr los objetivos nacionales.

En materia de cambio estructural, se continuarán las acciones prioritarias en las industrias siderúrgicas, de fertilización, de azúcar, de autotransporte, entre otras; asimismo, se proseguirá con el sancionamiento y rehabilitación financiera de las empresas públicas. Así, el gobierno federal se propone asumir en 1988 los pasivos de Dina, Fertimex y Astilleros, entre otros, previa aprobación de la Comisión Intersecretarial Gasto - Financiamiento, de programas y metas de productividad y eficiencia.

En 1988 y por segundo año consecutivo, se pretende compatibilizar un crecimiento real de la inversión pública de 13.0%, con un esfuerzo de racionalización del gasto corriente. Para asegurar eficacia y eficiencia en el impacto social y económico de la inversión, el programa de inversión pública se ejercerá de acuerdo con un programa de terminación de obras, que incorpora de manera específica un sistema de seguimiento y control del avance físico y financiero de las mismas.

En el gasto del sector paraestatal, se otorgará atención especial al gasto, tanto de operación como de inversión de las entidades que se han comprometido en el cambio estructural, y que son las consideradas estratégicas y prioritarias para el desarrollo económico y social del país.

En este contexto, el proyecto de presupuesto para 1988 asciende a 235.7 billones de pesos; se propone que el gasto programable sea de 89.4 billones de pesos, lo que representa un incremento de 121.8% respecto al estimado al cierre de 1987. Este monto implica que el gasto programable siga representando 22.0% del producto interno bruto, porcentaje similar al estimado para 1987. Su estructura y composición reflejan la decisión de la administración de apoyar el crecimiento moderado de la economía con estabilidad financiera, y mantienen la alta prioridad del gasto de contenido social.

El gasto no programable asciende a 146.3 billones de pesos, correspondientes a 132.2 billones al pago del servicio de la deuda; 12.5 billones a las participaciones y estímulos; y 1.6 billones a las Adefas.

En 1988, las acciones sectoriales tratarán de consolidar los logros alcanzados, y continuar la lucha contra los problemas y desequilibrios que persisten tanto de orden estructural como coyuntural.

De esta manera y dentro del presupuesto, la línea básica de asignación será la reorientación del gasto, contrarrestando los aumentos en la inversión y servicios personales, con reducciones en el gasto corriente y de operación; realizando esfuerzos de optimización que aseguren la ampliación en la cobertura de los servicios de educación, salud, seguridad y justicia; y el apoyo a las prioridades en materia de desarrollo rural, desarrollo regional, comunicaciones y transportes, comercio y abasto.

En este contexto, se dará un mayor impulso al sector educación durante 1988. Su asignación presupuestal contempla como acción primordial, la de seguir mejorando la calidad de la educación y ampliar su cobertura, dando especial énfasis a los aspectos sustantivos del quehacer educativo.

En el sector salud y seguridad social, se dará prioridad a la terminación de las obras en proceso de hospitales y clínicas, para ampliar la atención y mejorar la calidad de los servicios, en especial aquéllos dirigidos a los grupos de mejores ingresos.

En el sector desarrollo rural, también se dará especial atención a la conclusión de obras en proceso. Paralelamente, se profundizarán las acciones que faciliten la transformación integral de la estructura productiva y social del campo, para avanzar en el logro de la soberanía y en el mejoramiento de los niveles de vida de los trabajadores del campo.

En el sector pesca, las acciones se orientarán al fortalecimiento del uso de tecnologías adecuadas a los procesos de captura e industrialización, así como a la capacitación y organización de los productores.

El sector desarrollo regional, encauzará sus acciones de manera prioritaria al impulso de los programas que propicien la ampliación y conservación de las infraestructura social y básica, la integración de las economías regionales y la generación empleos. Asimismo, la política de gasto regional, se sustentará en la consolidación de los sistemas estatales de planeación democrática.

Para 1988, el programa de comunicaciones y transportes se orientará al mantenimiento y conservación de la infraestructura carretera, de vías férreas y aeroportuaria, y a concluir obras que permitan consolidar los avances de modernización y conservación de los sistemas, a fin de apoyar la integración y el desarrollo del medio rural, que constituye un aspecto fundamental del cambio estructural.

Las acciones del sector comercio y abasto, darán prioridad a la promoción del equilibrio y articulación entre los procesos y fases de la producción y el consumo. Asimismo, se proseguirá con la consolidación de la infraestructura, que asegure el abasto nacional de productos básicos; se avanzará en la racionalización de la política de comercio exterior, mediante la sustitución del permiso previo por el arancel; y se propiciará la modernización del sistema de acopio y almacenamiento.

El sector industrial plantea continuar con el proceso de desincorporación de entidades públicas no estratégicas ni prioritarias, avanzar en el saneamiento financiero de las entidades, promover el crecimiento de la oferta de bienes y servicios básicos; fomentar nuevas cadenas de producción, y ampliar los mercados de productos de exportación.

Por lo que se refiere al sector energético, se continuará con la aplicación del Programa de Ahorro y Uso Eficiente de Energía, alentando la diversificación de fuentes compatibles con la disponibilidad de recursos escasos y no renovables. Asimismo, en un panorama internacional de mayor competencia, se aplicará estrategias comerciales de coinversión, para fortalecer geográficamente las exportaciones de petróleo y asegurar mercados en un horizonte de largo plazo, sin afectar el abasto interno.

La acción del sector turismo, se orientará a promover el uso intensivo de la capacidad instalada y una política de precios competitivos en el mercado internacional, para generar divisas y mejorar nuestra balanza comercial. También se desarrollarán las opciones de esparcimiento que ofrecen los centros turísticos y regiones del país.

Las dependencias y entidades del sector administración, concentrarán sus esfuerzos en aquellos programas que permitan avanzar en los aspectos de modernización, simplificación, descentralización y desconcentración de la administración pública, consolidando las medidas de racionalización del gasto.
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ANÁLISIS SECTORIAL DEL GASTO PROGRAMABLE

Desarrollo social

Dentro del sistema político, social y económico de México, juegan un papel determinante la educación, la salud y la seguridad social. Por ello y no obstante la escasez de recursos que ha caracterizado estos últimos cinco años, la presente administración ha sostenido el carácter prioritario de los programas, proyectos y acciones dirigidos a ampliar y mejorar la cobertura de los servicios de educación y salud.

Igualmente, en 1988 la política presupuestal se orientará a proteger el empleo y el consumo básico, impulsar los servicios de educación, ampliando los programas en todos sus niveles y mejorando las condiciones de trabajo del magisterio nacional, así como los de salud, con énfasis en los programas dirigidos a los grupos poblacionales más rezagados.

Educación

Dentro del marco del Plan Nacional de Desarrollo y el Programa Nacional de Educación, Cultura, Recreación y Deporte las acciones del sector educativo en el período 1983 - 2987, han tenido como objetivo mejorar la calidad y satisfacer la demanda de educación del mayor número de mexicanos, registrando avances sustanciales, entre los que destacan los siguientes:

Se alfabetizaron a 3 millones 844 mil personas, con lo que el índice de analfabetismo pasó de 14.3% a 6.0%. En el nivel preescolar en el ciclo 19887 - 1988, se atienden a 2 millones 718 mil 600 alumnos, que en relación al ciclo 1983 - 1987 representa un incremento promedio anual de 11.6%; en primaria se ha mantenido la oferta a todos los niños que la demandan; se ha avanzado en la conversión de escuelas primarias de organización incompleta y unitarias en bidocentes y tridocentes; en secundaria se absorbe 85% de los egresados de primaria, atendiéndose en el ciclo escolar 1987 - 1988 a 4 millones 465 mil alumnos, un aumento en el período de 25%. Además, se ha introducido el uso de computadoras micro SEP en más de 2 mil 800 escuelas.

En educación media superior, se atienden en el ciclo escolar 1987 - 1988 a 2 millones 266 mil alumnos, superior en más de 730 mil alumnos a la del ciclo escolar 1982 - 1983. Sobresalen el apoyo a la educación profesional media, que tuvo un crecimiento durante estos cinco años del 55%, y la creación del bachillerato pedagógico para elevar el nivel académico de los docentes.

En la educación superior para el ciclo escolar 1987 - 1988, están inscritos 1 millón 80 mil alumnos en licenciatura y más de 50 mil en posgrado, es decir, más de 100 mil y 22 mil, respectivamente, que en el ciclo 1982 - 1983. El mayor crecimiento lo ha experimentado la educación técnica con un 17%.

En la descentralización de la educación básica y normal, se convino con los 31 gobiernos estatales la coordinación de los servicios educativos, federales y estatales, y la creación de los consejos estatales de educación.

Asimismo, se construyeron 158 mil espacios educativos, 56% de lo construido por el Capfce desde su fundación y se estableció la red nacional de bibliotecas, instalándose cerca de 1 mil 422 bibliotecas adicionales a las 351 existentes en 1983.

Se puso en marcha el Programa Cultural de las Fronteras, que propició la descentralización, el rescate y estímulo de las manifestaciones culturales regionales. Además, se inició el Programa de Seguridad en 36 museos y una zona arqueológica.

Considerando estos logros, para 1988 se mantendrán vigentes los objetivos del sector, consistentes en: elevar la calidad de la educación; ampliar el acceso a los servicios educativos, con atención prioritaria a las zonas y grupos desfavorecidos; vincular la educación y la investigación científica y tecnológica con los requerimientos del país; avanzar, mejorar y ampliar las áreas sustantivas de la educación, cultura, recreación y deporte, para continuar con los cambios estructurales.

De esta manera, en el ciclo escolar 1988 - 1989 se atenderán 2 millones 132 mil niños en preescolar, 6% más respecto al año anterior; se dará prioridad a las comunidades rurales e indígenas y a las zonas urbano - marginadas. En educación especial se atenderán 201 mil 300 alumnos; la matrícula en primaria continuará descendiendo, como consecuencia de un menor índice de crecimiento de la población y una mejor atención del rezago educativo; se atenderán 10.6 millones de alumnos en el sistema federal. Con el proyecto de lector - escritura, se atenderá a 23 mil 210 grupos de primero y segundo grados, beneficiando a una población de 742 mil alumnos en el país. Asimismo, se imprimirán 70.7 millones de libros de texto gratuitos.

En educación secundaria en todas sus modalidades (general, técnica, telesecundaria y para trabajadores), la matrícula por atender será de 3 millones 286 mil 400 alumnos, 132 mil 500 más que en el ciclo anterior. Se continuará apoyando preferentemente las secundarias técnicas en las zonas urbanas y suburbanas marginadas, y a la telesecundaria en el medio rural, en zonas que reciben la señal vía del sistema Morelos. Se continuará con el proyecto micro - SEP, con el suministro de 5 mil microcomputadoras para equipar a 2 mil 585 planteles.

En educación universitaria y tecnológica, se atenderán 2 millones 639 mil 348 alumnos, de los cuales 1 millón 707 mil 966 corresponden al nivel medio superior y 931 mil 382 al nivel superior. Del total de alumnos, 1 millón 725 mil 948 se matricularán en el área universitaria y 915 mil 400 en el área tecnológica. En educación media, el 33% lo hará en la modalidad terminal, preferentemente en planteles del Conalep, y se dotará de 2 mil computadoras a 83 planteles de educación media superior tecnológica.

Se continuará con la desconcentración de la investigación y los estudios de posgrado, y se atenderá una matrícula de 44 mil 96 alumnos de ese nivel. Asimismo, se promoverá la coordinación entre las instituciones de educación superior y la vinculación entre docencia e investigación, apoyando los proyectos que constituyen tecnologías de punta.

Con la modulación en la formación de maestros, la matrícula de licenciatura en las normales será de 21 mil 700 alumnos; se continuará ofreciendo al mayor número de maestros la posibilidad de cursar la licenciatura, así como acceder a cursos de actualización y mejoramiento profesional.

Para 1988, se espera alfabetizar a 850 mil adultos, reduciendo así el índice nacional de analfabetismo o aproximadamente 4.4%; se ofrecerá primaria y secundaria a 1.7 millones de adultos y capacitación para el trabajo a 550 mil personas.

En la preservación y difusión del patrimonio cultural, se seguirán apoyando en los museos las acciones de rescate, fortalecimiento, formación de personal, investigación y de seguridad y vigilancia. Se fortalecerá el contenido cultural en la enseñanza y se impulsará la difusión de la educación y la cultura, a través de los medios de comunicación y el Programa Cultural Fronterizo.

En materia de deporte, destaca el apoyo para la participación de México en los Juegos Olímpicos de Seúl, Corea, y la formación de entrenadores deportivos.

Para atender adecuadamente el crecimiento de los servicios educativos, se construirán y equiparán 26 mil 814 espacios educativos; se continuarán los programas de mantenimiento preventivo, correctivo y de reforzamiento de planteles, y se instalarán 414 bibliotecas para llegar a 2 mil 184.

En congruencia con los objetivos, la estrategia y las metas planteadas, el presupuesto sectorial propuesto asciende a 13 mil 897.8 millones de pesos.

Salud y Seguridad Social

En el período 1983 - 1987, el sector consolidó esfuerzos que le permitieron avanzar en la atención de la salud de la población, a fin de materializar la garantía constitucional del derecho a la salud y ampliar la seguridad social. En este sentido, se emprendieron acciones encaminadas a lograr una mayor cobertura nacional de los servicios, así como a mejorar el nivel de salud, particularmente de los sectores rural y urbano rezagados; a contribuir con la voluntad de la pareja, a un crecimiento demográfico concordante con el desarrollo económico y social del país, y a promover la protección social, especialmente de los menores, ancianos y minusválidos.

Por otra parte, el Programa de Reconstrucción obligó ala rehabilitación de 54 unidades de primer nivel 23 hospitales generales de zona, siete hospitales de segundo nivel y 12 unidades médicas de alta especialidad. Asimismo, se concluyó la construcción de un hospital de 60 camas, un albergue de cancerología y seis hospitales generales de 144 camas cada uno.

También se iniciaron los trabajos para la construcción de cinco centros médicos foráneos, la consolidación de anillo de contención de IMSS con cinco hospitales general el Centro Médico Nacional Siglo XXI con 716 camas y el nuevo Hospital Juárez con 400 camas, obras que se estima concluir en 1988.

Con lo anterior, se dispondrá en la zona metropolitana de la Ciudad de México de 5 mil 572 camas, con un incremento de 1 mil 149 camas de alta especialidad, en relación a los que prevalecían antes del sismo de 1985.

La cobertura del sector subió de 78 a 88% en los años extremos del período, al incorporarse 13.2 millones de personas más a los servicios de salud.

En su programa normal, la Secretaría de Salud concluyó la construcción de 16 hospitales generales, dos centros de salud y un instituto. La cobertura del IMSS se incrementó en 837 consultorios y 2 mil 263 camas, mientras que el Programa IMSS - Coplamar contribuyó con 122 unidades médicas y ocho hospitales rurales. La cobertura del ISSSTE aumentó en 293 unidades de medicina general de primer nivel y 32 unidades de segundo nivel, en beneficio de 1 millón de derechohabientes.

El Fovissste en el período 1983 - 1987, construyó 23 mil 603 viviendas con prototipos regionalizados, y puso en marcha el Programa Especial de Vivienda con 6 mil 500, que se terminarán en 1988.

Asimismo, de acuerdo a las estrategias básicas para la consolidación del Sistema Nacional de Salud, se avanzó en el proceso de descentralización, con los apoyos para la operación de los primeros 13 estados descentralizados que cubren el 50% de la población. Por su parte el IMSS y el ISSSTE continuaron con su programa de regionalización, estableciendo esquemas escalonados de atención del primero, segundo y tercer nivel.

En materia de modernización administrativa, se modificó la estructura de la Secretaría de Salud, para fortalecer su carácter normativo y coordinación y se cambio el funcionamiento de las unidades hospitalarias para atender a la población abierta. Asimismo, se avanzó en la homologación salarial y la capacitación de su personal.

En materia de seguridad social, destacan las reformas jurídicas y administrativas introducidas para el pago de pensiones en el IMSS e ISSSTE, así como el incremento en su cuantía. A este respecto, se modificó la Ley del ISSSTE disminuyendo el límite de jubilación a 28 años de servicio para la mujer y de tres a un año el promedio de salarios base para la pensión.

Para el 1988, la estrategia del sector estará orientada a avanzar en la desconcentración y descentralización administrativa, la reordenación y modernización del aparato distributivo de los servicios de salud, a estimular la participación social desarrollar el potencial de los recursos humanos.

En esta forma, los objetivos del sector se orientarán a la ampliación de la cobertura y mejoramiento de la calidad de los servicios de salud; a la continuación de las acciones de regularización y control sanitario; al impulso de los servicios de planificación familiar; al apoyo al desarrollo científico y tecnológico en colaboración con instituciones relacionadas con la salud, tanto nacionales como extranjeras; a la distribución de relaciones alimenticias; a la ampliación de las prestaciones económicas y sociales y a la intensificación del control y vigilancia sobre la seguridad e higiene en los centros laborales.

Entre las metas más importantes para 1988, están las de aplicar 78.1 millones de dosis de vacunas, 12.2 millones más que en 1987; otorgar 110.2 millones de consultas médicas, tanto generales como especializadas, así como 56.0 millones de consultas en diversos niveles de atención, y producir 94.7 millones de biológicos. Asimismo, se brindará asistencia social a 37.8 millones de personas, incluyendo servicios culturales, deportivos y turísticos, así como asistenciales a niños, ancianos, personas en estado de abandono y minusválidos; se otorgarán 1 mil 156.3 millones de raciones alimenticias y se atenderán 6.4 millones de consultas de planificación familiar voluntaria.

Con lo anterior, se disminuirá la tasa de morbilidad por 100 mil habitantes en 1988 para llegar en poliomielitis a 0.10, en sarampión a 5.11, en tos ferina a 1.23 y en tétanos a  0.31. Se disminuirá la tasa de morbilidad por tuberculosis en todas sus formas a 7.20 y la prevalencia de lepra a 19.0.

Se abatirá la mortalidad por diarrea por 100 mil habitantes a 38.0 y se sostendrán las tasas de 0.027 por brucelosis, de 0.0534 por rabia y de 0.075 por fiebre reumática.

En materia de seguridad social, se fortalecerán los programas orientados a garantizar al trabajador y a su familia las atenciones básicas en salud y prestaciones, ampliando su cobertura. Se otorgarán subsidios y ayudas a 5.1 millones de personas, 6.1% más que en 1987; se pagarán pensiones y jubilaciones a 1.2 millones de personas, 9.8% superior a 1987, aumentando la cuantía mínima de las pensiones.

Por último, se otorgarán 610 mil préstamos a corto plazo y mediano plazo, así como 8.7 mil créditos hipotecarios; se llevarán a cabo 84.7 millones de operaciones en tiendas y farmacias y se dará cabal terminación a 9.7 mil viviendas para los trabajadores.

Para alcanzar estas metas, se propone un presupuesto para el sector de 9,803.1 mil millones de pesos.

Trabajo y Previsión Social.

Las acciones del sector durante el período 1983 - 1987, se orientaron a la impartición y procuración de justicia laboral, a la capacitación y productividad para y en el trabajo, a promover el empleo y la organización social para el trabajo y a procurar el bienestar de los trabajadores y sus familias.

De esta forma, mediante la acción conciliadora sedujo de manera considerable el número de estallamientos de huelga. Asimismo, a través del Programa Nacional de Capacitación y Productividad, se definió una política clara en la materia, lo que benefició a un amplio sector de la población trabajadora.

De igual manera, el servicio nacional de empleo permitió regular los mercados regionales de empleo, y propició la colocación masiva de trabajadores en la industria y en la agricultura.

En materia de bienestar para los trabajadores y sus familias, por medio del Fondo de Fomento y Garantía para el Consumo de los Trabajadores (Fonacot), se ha beneficiado a 8 millones de trabajadores con el otorgamiento de 1 millón 100 mil créditos.

Respecto a la política de salarios, la Comisión Nacional de Salarios Mínimos ha venido efectuando revisiones trimestrales a los salarios mínimos en los últimos meses, buscando impedir un mayor deterioro en la capacidad de compra de los trabajadores de ingresos bajos.

En concordancia con la estrategia adoptada para el período 1983 - 1987, los objetivos del sector para 1988 se encamina a procurar e impartir justicia laboral en las relaciones productivas; ampliar la cobertura de las acciones de capacitación y adiestramiento; promover la generación de empleos y proteger los existentes; fomentar y promover la organización cooperativa e incrementar los niveles de bienestar de la población trabajadora.

Las líneas prioritarios del sector, estarán orientadas a reforzar los programas de impartición de justicia y vigilancia de la legislación laboral, de empleo y organización social para el trabajo. Se llevarán a cabo acciones que tiendan a abatir el desempleo y subempleo, a través del programa de becas y la operación del servicio nacional de empleo; a incrementar la productividad las empresas, mediante la capacitación y productividad; y a garantizar un mejor nivel de vida a los trabajadores, con el otorgamiento de créditos para adquirir bienes de consumo duradero y perecedero.

En lo que corresponde al Programa de Defensa del Trabajo y del Cooperativismo, se pondrá al alcance de los trabajadores y sindicatos, mecanismos y acciones de tutela y protección que les permitan preservar sus derechos.

En el Programa Político de Salarios, se vigilará la observancia y aplicación de las disposiciones contenidas en el artículo 123 constitucional al fijar los salarios mínimos. Por último, en el Programa de Seguridad e Higiene en el Trabajo, se fortalecerá la investigación que contribuya a disminuir los altos índices de riesgos en el trabajo.

En cumplimiento a sus objetivos el sector, ha programado alcanzar las siguientes metas: resolver a través de la conciliación el 100% de los conflictos obrero - patronales, y realizar 13 mil visitas de inspección; proporcionar capacitación a 900 mil personas; atender 200 mil solicitudes y captar 170 mil vacantes mediante el Servicio Nacional de Empleo; otorgar 40 mil becas de capacitación para trabajadores desempleados; organizar 300 sociedades cooperativas de consumo para el beneficio de 13 mil socios, y proporcionar 300 mil créditos para productos básicos de consumo duradero y otros servicios.

Desarrollo Rural.

Con base en la política de desarrollo rural integral, plasmada en el Plan Nacional de Desarrollo, el gobierno federal lleva a cabo un conjunto de acciones orientadas a lograr la soberanía alimentaría, aumentar el número de empleos y el ingreso en zonas rurales, reducir las importaciones de productos agropecuarios y forestales, elevar el nivel de vida de los trabajadores del campo y mejorar las condiciones de intercambio con los sectores industriales y de servicio, en beneficio de los campesinos.

Los resultados de las acciones emprendidas, permitieron que durante el período de 1983 - 1987, el PIB sectorial creciera en promedio cerca del 2.0% en términos reales.

En cuanto a los niveles de producción, la agricultura tuvo avances significativos de 1982 espacio 1986; la superficie total cosechada pasó de 17.7 a 20.4 millones de hectáreas, mientras que la producción se incrementó de 114.4 a 122,7 millones de toneladas. La superficie de granos básicos (maíz, frijol, arroz y trigo) creció de 8.4 a 9.9 millones de hectáreas, en tanto que la producción aumentó de 16.0 a 18.6 millones de toneladas. Esta producción ha permitido alcanzar y mantener la autosuficiencia en arroz y trigo y prácticamente eliminar las importaciones de frijol.

Para 1987, la superficie sembrada ascenderá a 11.9 millones de hectáreas y la producción se espera sea de 19.7 millones de toneladas de granos básicos, lo que representa un incremento del 6% con respecto a la producción de 1986.

En materia pecuaria y forestal, se han registrado disminuciones en la producción, debido principalmente a la contracción de la demanda final, condiciones climatológicas desfavorables y elevación de costos.

En relación a la balanza comercial de 1983 - 1986, se han logrado reducir las importaciones de granos básicos, forrajes, oleaginosas, leche en polvo y aceite crudo, al pasar de 10.5 a 6.2 millones de toneladas. En las exportaciones se ha revertido el saldo negativo de un déficit de 512 millones de dólares en 1983 a un superávit de 1 mil 169 millones en 1986. Para agosto de 1987, el superávit asciende a 360 millones de dólares.

La estrategia de gasto para 1988, estará dirigida hacia la consolidación de los logros alcanzados, con especial énfasis en la terminación de obras en proceso, y la profundización de las acciones que propicien la transformación integral de la estructura productiva y social del campo.

Para poder cumplir con las acciones programadas para 1988, se propone un presupuesto de 6,969.7 mil millones de pesos para el sector desarrollo rural integral.

En el ámbito del sector paraestatal, se acelerará su proceso de rehabilitación apegándose a criterios de eficiencia operativa y de saneamiento de sus estructuras financieras.

El logro de los objetivos y metas de resultados, demandan la participación corresponsable de las diversas instancias de la administración pública y postula la incorporación de los sectores sociales y privados en la toma de decisiones. Para ello, se ha promovido la celebración de convenios de concertación de desarrollo rural, los cuales vinculan a los productores con el Estado en función de actividades concretas.

También se fortalecerán los mecanismos de consulta y concentración para la planeación del desarrollo rural integral, entre los que destacan el Convenio de Concertación Intergubernamental para el Desarrollo de la Comarca Lagunera, el de Apoyo Operativo al Sistema Nacional para el Abasto y el Combate a la Abeja Africana.

Agrícola

Durante 1988 se mantendrán los límites de soberanía alimentaria alcanzada, y el abastecimiento de los requerimientos de materias primas para la industria nacional, continuando las acciones de fomento a la producción y productividad de granos alimenticios básicos, oleaginosas y sorgo.

Las acciones a desarrollar, contribuirán a la producción de 20.4 millones de toneladas de granos básicos, 1.4 millones de toneladas de oleaginosas y 6.5 millones de toneladas de otros granos de uso industrial y forrajero.

Para ello, se otorgará asistencia técnica y crediticia de acuerdo a las demandas de los productores, dando preferencia a las áreas de temporal y a la producción de granos básicos. Complementariamente, se promoverá el cambio tecnológico que apoye el incremento de la productividad.

Se dará particular a la construcción, conservación y operación de obras de infraestructura hidráulica, para la incorporación de nuevas superficies a la agricultura y el mantenimiento de las ya incorporadas. Entre los proyectos prioritarios que se concluirán en 1988, destacan las presas de almacenamiento: Trojes, Colima; Santiago Bayacora, Durango; Chilatán, Michoacán; Trigomil y La Pólvora, Jalisco; Centro de Oro, Oaxaca; Peña Colorada, Puebla; Jesús María, Guanajuato; Los Carros y Cayehuacan, Morelos; Las Agujas, Huiscolco y Mal Paso, Zacatecas.

En el desarrollo de áreas de temporal, se concluirá el proyecto San Fernando, Tamaulipas; y se avanzará en los proyectos en proceso: Plan Chiapas y Proderith Ometepec, Guerrero.

Con estos proyectos, se incorporan 280.0 mil hectáreas al cultivo de temporal y 60.7 mil al riego, y se realizarán 167 obras de infraestructura agrícola. Los servicios básicos de asistencia técnica, organización y capacitación, atenderán 9.3 millones de hectáreas agrícolas de temporal y 4.0 millones de hectáreas de riego y fomentarán la integración de 9 mil 413 agrupaciones.

Para el fomento agroindustrial, se dará asesoría y se organizará a 95 personas para la operación y administración de plantas agroindustriales, así como establecer y rehabilitar 758 plantas.

Por su parte, Inmecafé comercializará 2.3 millones de quintales de café; Albamex producirá 323.2 millones de toneladas de alimentos balanceados; Pronase comercializará 127.2 millones de toneladas de semillas certificada, y Conafrut apoyará la comercialización de 42 mil toneladas de fruta fresca.

Pecuario

Las acciones fundamentales del subsector se orientarán hacia el abatimiento de los costos de producción y al incremento de su contribución, para satisfacer la demanda alimentaria de la población.

Para ello, se inducirá una mayor complementariedad con las actividades agrícolas relativas al aprovechamiento de pastizales, forrajes y esquilmos. Se fortalecerán las actividades de investigación científica y tecnológica, para encontrar fuentes alternas de alimentación porcina y avícola. En cuanto a infraestructura, se enfatizarán las acciones de conservación.

Se atenderá 2.4 millones de hectáreas de agostadero con servicios de asistencia técnica y 30 agrupaciones para consolidar su organización; en materia de sanidad pecuaria, se proseguirá la campaña contra el gusano barrenador en el Istmo de Tehuantepec y Península de Yucatán, así como los programas coordinados con los gobiernos de Guatemala y Belice, y los relativos a la detección de enfermedades epidémicas. Se proporcionará protección zoosanitaria a 74.2 millones de cabezas: se asesorará a 2 mil 830 personas; en la operación de plantas agroindustriales; se producirán 446 mil dosis de semen, y se distribuirán 297 mil paquetes familiares de especies menores. El sector paraestatal contribuirá con la producción de 28.8 millones de dosis de biológicos veterinarios.

La actividad pecuaria participará con un volumen de producción de 7 mil 800 millones de litros de leche, 3 millones de toneladas de carne en canal, 1.1 millones de toneladas de huevo y 64 mil toneladas de miel, consolidando el papel de México como exportador de este producto.

Forestal

En este subsector, durante 1988 se promoverá la construcción, conservación y mejoramiento de obras de infraestructura que apoyen el desarrollo de las zonas forestales e incrementen su productividad.

Se acentuará el aprovechamiento racional de bosques el aprovechamiento racional de bosques, selva y zonas áridas, mediante la prestación de servicios técnicos y de apoyo a la producción.

Se consolidará las acciones para la transferencia de viveros y prevención y combate de plagas, enfermedades e incendios forestales en los estados  de Guerrero, Oaxaca Sonora, Jalisco, México y Veracruz.

Se otorgará asistencia técnica  en 2.4 millones de hectáreas forestales; se promoverá la organización de 540 agrupaciones; se asesorará a 3 mil 500 personas en la operación de plantas agroindustriales y se producirá 29.7 millones de plantas en vivero para reforestación.

Con lo anterior, se espera obtener un volumen de producción maderable de 6.1 millones de metros cúbicos de escuadría y 3.2 millones de metros cúbicos de madera para celulosa. Por lo que corresponde a los productos no maderables, se producirán 75.6 mil toneladas, de las cuales 41.6 son resinas. Las empresas forestales extraerán 1.1 millones de metros cúbicos de madera en rollo y producirán 37.8 millones de pie tabla de madera aserrada.

Captación y Conducción de Agua

Para el abastecimiento de agua potable en bloque, sobresale la terminación de los acueductos: Yosocuta - Huajuapan, Oaxaca; El Vízcaino, segunda etapa, Baja California Sur, Linares - Monterrey, primera fase y segunda etapa, la Comarca Lagunera; Valle de Sauz, primera etapa, Chihuahua; Chapala - Guadalajara, primera fase, primera etapa; el Sistema Río Presidio - Mazatlán, obras que permitirán la captación que permitirán la captación y conducción de agua en bloque de por 7.5 metros por segundo.

Reforma Agraria Integral

Para lograr el desarrollo rural, es necesario garantizar la propiedad y usufructo de la tierra en todas las formas de tenencia existentes, distribuir la superficie legalmente afectable y promover la organización y capacitación de los productores.

Por ello, el subsector reforma agraria orientará su actividad hacia el mejoramiento de los mecanismos de coordinación y concertación, entre las diferentes instancias que participan en los ámbitos federal y estatal.

En este sentido, se concluirá la última etapa del reparto masivo de tierra y el Proyecto Especial de Catastro Rural y Regularización de la Tenencia de la Tierra.

En cuanto a las tareas de organización y capacitación, se reforzarán los diferentes tipos de agrupación existentes, con el propósito de convertirlos en unidades de desarrollo rural eficiente y productivas; por lo que se intensificará la impartición de cursos de capacitación agraria básica, administración rural, fomento cooperativo y promoción del desarrollo rural.

Las principales metas para 1988, se resumen en ejecutar resoluciones presidenciales dotatorias en 750 mil hectáreas, integrar y consolidar 2 mil 500 unidades de desarrollo rural y graficar 73 mil millones de hectáreas.

Desarrollo Regional y Urbano

Durante la presente administración, la política regional y urbana se ha orientado a impulsar la descentralización de la vida nacional, propiciar un desarrollo regional más equilibrado y apoyar un proceso de urbanización gradual y ordenado. Para ello, se ha promovido el crecimiento de las economías estatales y municipales, el fortalecimiento de los servicios en las ciudades medias, una mayor integración de las diversas regiones del país al desarrollo nacional y el mejoramiento de los niveles de bienestar e ingresos de la población.

Para continuar estos esfuerzos en 1988, se propone un presupuesto de 3,880.1 mil millones de pesos, de los cuales 850 mil millones se ejercerán a través del ramos de desarrollo regional y 959.4 mil millones por la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología.

Desarrollo Regional

Como eje de la renovación nacional, la política regional del gobierno federal se ha sustentado en la consolidación de los sistemas de planeación democrática; su institucionalización en los ámbitos nacional, estatal y municipal ha configurado cambios cualitativos que mejoran la coordinación entre los tres niveles de gobierno, otorgando mayor eficiencia a los programas gubernamentales. Asimismo, se ha enriquecido el Convenio Único de Desarrollo y se han instrumentado prácticas de concertación que estimula la participación de los sectores social y privado en los proyectos de desarrollo.

Igualmente, el mejoramiento de los procesos de programación - presupuestación del gasto regional ha permitido aumentar el impacto en la reactivación y diversificación de las actividades productivas en los estados, la ampliación de la cobertura de los servicios sociales básicos, principalmente en las áreas urbanas y rurales con mayores desequilibrios y una mejor ordenación de la actividad económica en el territorio nacional.

Mediante los programas de desarrollo regional, regionales de empleo y coordinación especial se ha atendido la ampliación y conservación de la infraestructura educativa y de salud de los sistemas de agua potable y alcantarillado; la construcción y modernización de carreteras y caminos rurales, que contribuyen a la integración territorial de las regiones estratégicas y al fortalecimiento de los grandes ejes de comunicaciones; el desarrollo de áreas de riego, la tecnificación de zonas temporales y el incremento a la productividad agrícola y pecuaria, y la generación de empleos.

Asimismo, los programas regionales estratégicos en ejecución han propiciado una gradual integración de los mercados regionales, constituyéndose en una de las principales vertientes para propiciar la descentralización de la vida nacional, la reordenación de la actividad económica del país, la atención de regiones prioritarias para el desarrollo y la soberanía nacional.

Durante 1988, la política regional continuará impulsando la política de desarrollo social del gobierno federal y el cambio estructural de las economías estatales y municipales, para consolidar los avances alcanzados en la descentralización de la vida nacional y apoyar la recuperación de la economía del país.

Para lograr estos propósitos, se dará especial atención a los programas que propicien la diversificación de las actividades productivas, amplíen la participación de los municipios en el mejoramiento de los servicios básicos y se alentarán las acciones de descentralización de la administración pública federal y de reordenación territorial de la actividad económica. Igualmente, se privilegiarán los proyectos que se protejan los niveles de empleo e ingresos de la población y atiendan el mejoramiento de los servicios sociales básicos en las áreas rurales y urbanas.

El gasto regional se aplicará con estrictos criterios de selectividad y jerarquización. Dará alta prioridad a las obras de uso intensivo de mano de obra, a la conclusión de las que están en proceso para aprovechar las inversiones realizadas, y al mantenimiento y rehabilitación de la infraestructura existente, con énfasis en escuelas, caminos, clínicas, hospitales, obras hidráulicas de usos agrícolas y urbanos, almacenes, tiendas rurales y centros de seguridad social.

La política de gastos regionales se sustentará en la consolidación de los sistemas estatales de planeación democrática. Se mejorarán los procedimientos de programación - presupuestación para dar un uso más eficaz a los recursos, atender puntualmente las prioridades estatales y municipales, reforzar el control en la aplicación del gasto y promover una mayor participación de los sectores social y privado en la ejecución de los programas de servicios comunitarios y de fomento económico.

Para seguir impulsando y consolidando los avances de la descentralización y el reordenamiento territorial de la actividad económica, en 1988 se destinarán recursos fiscales que permitirán consolidar el proceso de transferencia a los gobiernos estatales, de empresas y organismos, de servicio educativos, de salud y de la operación de las juntas locales de caminos, así como la relocalización de organismos y empresas públicas.

Mediante las inversiones regionales, se continuará impulsando el fortalecimiento de la infraestructura social, urbana, industrial y de servicios de las ciudades medias del país, en especial del sistema de ciudades seleccionadas para la relocalización de la actividad industrial y la reubicación de entidades públicas.

En 1988, los recursos del ramo XXVI se ejercerá mediante los programas de Desarrollo Regional, Regionales de Empleo y Coordinación Especial, de acuerdo a los siguientes lineamientos:

- Ampliar la cobertura y mejorar los servicios de educación , cultura, recreación y salud, mediante la construcción de espacios educativos, bibliotecas, casas de cultura, centros deportivos, parques públicos, centros de salud, clínicas y hospitales.

- Apoyar el fortalecimiento de la infraestructura urbana, principalmente en las cabeceras municipales y ciudades medias, con la construcción, ampliación y rehabilitación de sistemas de agua potable de drenaje, la ejecución de obras de equipamiento urbano, acciones de vivienda y de electrificación de poblados.

- Impulsar la modernización del sistema de abasto y comercialización de productos básicos, con la instalación y equipamiento de almacenes, bodegas y tiendas rurales.

- Mejorar la seguridad pública en los estados y municipios mediante programas de prevención social, la construcción y remodelación de centros de readaptación social y la modernización y capacitación de los cuerpos de protección ciudadana

- Coadyuvar a mantener los niveles de empleo en los principales centros urbanos y áreas rurales, con la ejecución de proyectos de uso intensivo de mano de obra, los proyectos de becas de servicio social, de capacitación de trabajadores, de estímulos a hijos de obreros, campesinos, y de incorporación a jóvenes y mujeres a las actividades productivas.

- Fortalecer la ejecución de proyectos para consolidar la infraestructura agropecuaria, agroindustrial y pesquera con el fin de incrementar los niveles de productividad, alentar una adecuada oferta de productos básicos y contribuir a mejorar los hábitos alimentarios de la población.

- Impulsar la conclusión de las obras hidráulicas en proceso, para ampliar las áreas de cultivo bajo riego y satisfacer los requerimientos de agua potable en los centros urbanos que han registrado un acelerado crecimiento.

- Profundizar en el fortalecimiento de la infraestructura de comunicaciones y transportes que faciliten el desarrollo de los mercados locales y regionales, y su vinculación con los principales centros consumidores del país. Por ello, se continuarán las obras de construcción y rehabilitación de caminos rurales; de conservación en las redes carreteras de los estados, y de consolidación de la infraestructura aérea y portuaria.

- Continuar protegiendo el equilibrio ecológico mediante la realización de obras para el tratamiento y alojamiento de aguas negras; la construcción y puesta en operación de plantas de tratamiento de desechos sólidos; la protección de parques y reservas ecológicas y el control de la contaminación del medio ambiente.

- Enfatizar en la incorporación de los municipios a los sistemas de planeación y fortalecer su capacidad de ejecución de la obra pública. Se reforzará la transferencia de programas y recursos hacia de los ayuntamientos y se mantendrá la capacitación de los empleos municipales.

- Mantener el apoyo a programas especiales para la atención de emergencias derivadas de contingencias naturales.

Para continuar avanzando en el cumplimiento de las acciones previstas en los programas regionales estratégicos de la zona metropolitana de la ciudad de México y región centro, frontera norte, Mar de Cortés, zona áridas, sureste, acciones para la frontera sur, así como en los 17 planes estatales convenidos, con recursos del gasto regional se impulsarán proyectos estratégicos de fomento a las actividades productivas y de fortalecimiento de la infraestructura básica de apoyo y de desarrollo social.

En los estados de la región centro se continuará dando prioridad al desarrollo rural integral, mediante el fortalecimiento de la infraestructura hidráulica y la ejecución de proyectos de diversificación agropecuaria, agroindustriales, piscícolas, y de electrificación rural, que mejoren las condiciones de bienestar de la población e incrementen la producción de alimentos.

Igualmente, con el propósito de reducir las migraciones al Valle de México, se apoyará la realización de obras de equipamiento urbano en las principales ciudades de la región. En la zona metropolitana de la ciudad de México, se proseguirá con la ampliación de los sistemas de transporte, agua potable, drenaje profundo y con los programas de empleo.

Mediante el Programa de Desarrollo de la Frontera Norte, se atenderá el fortalecimiento del equipamiento urbano de los principales municipios fronterizos, el mejoramiento de los sistemas de abasto de productos de consumo popular, la construcción de escuelas, clínicas y hospitales, y se continuarán las importantes acciones de protección al medio ambiente que se realizan en la región.

Asimismo, se dará un especial impulso a la conclusión de los sistemas hidráulicos de usos múltiples que permitan mantener el dinamismo de las actividades agrícolas y el suministro de aguas a las principales zonas fronterizas, y se mantendrá el apoyo a los programas de modernización de carreteras y de construcción de caminos rurales.

En la región del Mar de Cortés se concluirán obras portuarias, aeroportuarias y carreteras, que ampliarán los enlaces de los estados de la península con los del macizo continental, y de la región con el resto del país. Se continuarán los sistemas de conducción y distribución de agua potable para incrementar el abastecimiento de recursos en los principales centros urbanos, turísticos y comerciales de la región. También se ejecutarán programas de fomento agropecuario, pesquero turístico para aprovechar su potencial productivo.

Para impulsar el desarrollo integral de las zonas áridas, se otorgará prioridad a la diversificación del sector agropecuario y al aprovechamiento óptimo del agua, mediante la rehabilitación y tecnificación de distritos de temporal, la construcción de sistemas de pequeña irrigación, la perforación y electrificación de pozos y el saneamiento de las cuencas hidrológicas de la región.

En el sureste, se apoyará la ampliación y diversificación de su estructura productiva y el mejoramiento de los servicios sociales básicos, para continuar abatiendo los rezagos existentes. En Chiapas se concluirán los hospitales y clínicas en proceso y se proseguirá con los proyectos de irrigación y tecnificación de áreas de temporal en la zona de la costa.

En Yucatán se concluirán de modernización del Puerto Progreso y se profundizará la diversificación agropecuaria en la zona henequenera y en el sur del estado.

En Campeche se continuará el programa de desarrollo rural integral, dando énfasis a la producción de arroz, actividades piscícolas y la construcción de caminos rurales. En Quintana Roo tendrá prioridad los programas lechero, de apoyo al campo y a la conclusión de caminos rurales. Asimismo, se apoyará el desarrollo de las mixtecas y de la región chatina en el estado de Oaxaca, así como los programas de electrificación y caminos rurales y los proyectos productivos en zonas marginadas del estado de Veracruz.

Igualmente, durante 1988, el gasto regional continuará impulsando el desarrollo de las comunidades de la frontera sur del país. En esta zona se ejecutarán proyectos productivos, se reforzará la infraestructura caminera regional, se realizarán acciones para la protección de la selva lacandona y se dará prioridad a los programas de nutrición, salud pública y etno - desarrollo.

Desarrollo Urbano, Vivienda y Ecología

Lograr un mayor equilibrio en el proceso de desarrollo urbano, la protección del medio y la dotación de vivienda ha sido uno de los renglones prioritarios atendidos entre 1983 y 1987. Esto se ha traducido en dotación de agua potable, alcantarillado y otras obras de infraestructura básica y se ha dado especial apoyo al crecimiento de ciudades medias y áreas con problema críticos.

En materia de vivienda se instrumentaron los programas de Renovación Habitacional Popular y los emergentes fase I y II como una respuesta inmediata a los damnificados por el sismo; se crearon las reservas territoriales de vivienda y se estableció la normatividad en lo referente a ecología. Estas acciones propiciaron que se construyeran y mejoraran un número mayor de viviendas que en cualquier otra administración, beneficiando a más de 939 mil familias, a través de los programas de vivienda terminada, progresiva, mejoramiento, lotes con servicios y créditos hipotecarios.

Durante 1988, se continuarán las acciones relativas a la consolidación e instrumentación de normatividad urbana que propicie un incremento ordenado y la dotación de infraestructura, equipamiento y servicios básicos; la normalización de asentamientos humanos irregulares para atender los problemas más urgentes y la consolidación de ciudades medias, a fin de disminuir la migración hacia las grandes metrópolis.

De igual modo, se utilizarán al máximo las instalaciones y propiedades de la administración pública, se impulsarán las acciones de vivienda, se fortalecerán las medidas para abatir y controlar la contaminación ambiental en los grandes centros urbanos y se preservará el equilibrio ecológico en el territorio nacional.

El carácter normativo de la acción federal obliga a estrechar la coordinación de acciones con las demás instancias de gobierno, para resolver los principales problemas del sector.

Desarrollo Urbano

Para 1988 las acciones en esta área se dirigirán fundamentalmente a: vigilar la aplicación de la normatividad en materia de urbanización y ordenamiento territorial en los centros de población; y fomentar la dotación de infraestructura y equipamiento urbano e industrial para impulsar la descentralización hacia ciudades medias e intermedias.

Se continuará con la constitución de reservas territoriales urbanas.

Asimismo, se conservarán y mantendrán los sitios históricos y monumentos nacionales; se fortalecerán las acciones de aprovechamiento y administración de los bienes inmuebles y el mantenimiento de los edificios públicos.

Vivienda

En 1988 se profundizará la búsqueda de nuevos instrumentos y mecanismos de aplicación de la política habitacional, con base en la concertación con la sociedad, retomando las experiencias obtenidas en el proceso de reconstrucción para los organismos ejecutores.

En este sentido, se adecuarán los instrumentos financieros para ampliar su cobertura y en los organismos de vivienda se introducirán procedimientos que expresen el valor real de la vivienda y los montos de crédito a requerir en términos de salarios mínimos, fomentando la construcción de viviendas para arrendamiento.

En este contexto, para 1988 se apoyará mediante nuevos financiamientos la dotación de 17 mil 80 lotes con servicios, 32 mil 323 acciones de vivienda progresiva y 18 mil 843 de mejoramiento de vivienda.

Estas acciones se complementarán con las que se realicen dentro del Programa de Reconstrucción, entre las que destacan la reconstrucción del conjunto habitacional de Tlatelolco.

Ecología

Las acciones durante 1988, estarán orientadas a optimizar la gestión ambiental, mediante un esfuerzo de coordinación con Pemex, Azúcar, S.A., C.F.E., Fertimex y las entidades federativas y municipios.

Se propiciará la participación del sector privado mediante convenios para la reubicación de las fundadoras de la zona metropolitana de la ciudad de México, y contratos convenidos para verificación y reparación de automóviles.

Se incorporará al sector social, a través de acuerdos y convenios con grupos y asociaciones ecologistas, para participar en la planeación y ejecución de programas de mejoramiento ambiental.

Se integrará al sector obrero y campesino, para prevenir el deterioro de los recursos naturales, mediante la participación en el manejo y uso adecuado de los mismos.

Asimismo, se acelerarán los trabajos sobre normas y legislación en materia de contaminación ambiental; se desarrollarán preferentemente los sistemas de control de la contaminación en los ríos Blanco, Zacahuapan, Pánuco y Balsas.

Pesca

De conformidad con las orientaciones establecidas en el Programa Nacional de Pesca y Recursos del Mar, la política pesquera se ha dirigido a instrumentar las acciones necesarias para contribuir a la oferta de alimentos, generar más empleos productivos, captar mayor volumen de divisas y promover un desarrollo regional más equilibrado en el país.

En congruencia con estos objetivos, la presente administración ha logrado avances sustanciales que se reflejan en una mayor oferta de productos pesqueros, así como en el aumento de la productividad y eficiencia en la captura, industrialización y comercialización.

De esta manera, durante el período 1983 - 1987, el sector creció a una tasa media anual de 8.6%; la industrialización de materia prima en 10.6%, destacando los procesos de congelado y enlatado; la comercialización de productos pesqueros en 12.1%, resaltando las presentaciones de fresco, congelado y enlatado; y la estructura ocupacional en 7.2%.

Durante este lapso, el sector ha tenido un saldo superavitario en su balanza comercial, habiéndose exportado especies de alto valor comercial a cambio de importar mínimas cantidades de harina de animales marinos y otros productos. A estos logros han contribuido las acciones de simplificación, modernización y reestructuración, emanadas del cambio estructural para abatir las ineficiencias organizacionales y la deficiente utilización tanto de la infraestructura portuaria, como de las instalaciones de transformación y procesamiento.

Dentro de este marco, las acciones del sector en 1988 se orientarán a fortalecer el uso de tecnologías apropiadas a los procesos de captura e industrialización; fortalecer la capacitación y organización de productores en cooperativas; reforzar el financiamiento a la actividad, y continuar con el programa de reestructuración del consorcio Propemex, para sanear sus finanzas y cumplir con los objetivos de modernización y rehabilitación.

En cuanto a la captura, se estima obtener 1 millón 630 mil toneladas, de las que se destinará el 48.1% a consumo directo y el 51.9% a consumo indirecto y uso industrial, representando este último un volumen semejante al alcanzado en 1987; estos niveles de producción generarán empleos para cerca de 13 mil 780 trabajadores de la pesca en las diversas regiones del país.

En la fase de comercialización, se prevé alcanzar un volumen de 897 mil 250 toneladas, compuesto por 589 mil 400 toneladas de producto fresco y 307 mil 850 en otras presentaciones. De este volumen se prevé colocar 699 mil 900 toneladas en el mercado interno y 197 mil 350 toneladas en el mercado exterior, con una captación de divisas de alrededor de los 566.4 millones de dólares.

La disponibilidad de productos pesqueros, apoyará un consumo per capita de 14.8 kilogramos para 1988, que se integra con 9.4 kilogramos de consumo humano directo.

En materia de acuacultura, se dará énfasis a la terminación de obras de infraestructura que aseguren la puesta en marcha de los centros acuícolas y granjas piscícolas destinadas al cultivo de especies para el consumo local y regional y de beneficio directo a grupos de población de escasos recursos.

Se consolidarán las acciones de modernización y rehabilitación de las líneas de producción y de renovación tecnológica en el tratamiento de productos congelados y se continuará el proceso de reubicación e instalación de la planta industrial.

En el sistema de comercialización, se buscará lograr una mejor integración de la distribución, para poner al alcance de las mayorías los alimentos de origen pesquero, mediante el fortalecimiento de los centros de acopio y abasto y revisiones de precios que aseguren el consumo.

Para el logro de estas acciones, se prevé un presupuesto de 1,269.2 mil millones de pesos.

Comunicaciones y Transportes

La conformación de modelos y eficientes sistemas de transporte y de comunicaciones se definió en el Plan Nacional de Desarrollo cono un propósito fundamental de cambio estructural para la modernización del aparato productivo y distributivo, para facilitar la descentralización del país y apoyar la integración y desarrollo del medio rural. En apoyo a este propósito, el sector Comunicaciones y Transportes ha recibido atención prioritaria en la asignación presupuestal. manteniendo sus niveles de participación en el gasto entre 1983 - 1987. Para 1988, se le ha asignado un presupuesto total de 7 mil 993.6 millones de pesos, considerando que jugará un papel fundamental en la reactivación económica.

Los avances de los últimos cinco años han sido sustanciales. Mediante intensos programas de modernización y conservación, se han reducido los rezagos más graves en infraestructura, lo que aunado a la conclusión de obras en proceso, permitió ampliar la cobertura del sistema. De esta manera, se cuenta actualmente con 230 mil kilómetros de carreteras, 25 mil kilómetros de vías férreas; 58 aeropuertos en operación y 18 puertos de altura; además de una extensa red de telecomunicaciones que incluye la puesta en operación del sistema de Satélites Morelos y una red telefónica que llegará en 1987 a 8 millones de aparatos. Se han logrado asimismo, mejoras significativas en la operación mediante acuerdos de concertación con los diversos prestadores de servicios.

En materia de modernización administrativa destacan: la organización sectorial de todos los medios de transporte y comunicación bajo la responsabilidad de una sola secretaría; la integración de las seis entidades ferroviarias en un solo organismo, Ferrocarriles Nacionales de México; la constitución de los servicios postal y telegráfico como organismos descentralizados; la transferencia a los gobiernos estatales de 14 juntas locales de caminos y la creación de los institutos de Transporte y Comunicaciones para fomentar la investigación y el desarrollo tecnológico.

En relación al saneamiento financiero de las empresas públicas del sector, se ha logrado que Caminos y Puentes Federales de Ingresos dejara de ser un organismo subsidiado como en 1982 cubriendo actualmente, con cargo a cuotas, sus gastos de operación, conservación y la inversión en modernización y expansión de su red; en Ferrocarriles Nacionales de México, el gobierno federal asumió 1 mil millones de dólares de sus pasivos sobre la base de compromisos de modernización productividad y resultados financieros, lo que permitirá que en 1988, el organismo cubra con recursos propios sus gastos de operación; en los sistemas portuario y aeroportuario se mantiene la autosuficiencia financiera mediante la actualización tarifaría y de los derechos por uso de infraestructura; en las líneas aéreas se eliminó el subsidio vía consumo de turbosina; en Teléfonos de México se ha mantenido un crecimiento del 6% anual, con una situación financiera sana; en los servicios postal y telegráfico, incluyendo télex, se han reducido los niveles de subsidio que eran del 80% de su costo y en 1988, estarán en posibilidad de tener una operación autosuficiente.

Transporte Ferroviario

La modernización ferroviaria constituye el eje de la estrategia en la renovación del sistema de transporte y el componente humano es el factor fundamental de cambio estructural en los ferrocarriles; al respecto, se ha logrado su reestructuración administrativa y la transformación de sus condiciones laborales mediante acuerdos que promueven la productividad y la capacitación para un mejor desarrollo de los trabajadores ferroviarios.

El servicio de pasajeros se ha modernizado y se seguirá concentrando en las rutas de mayor densidad de tráfico, bajo un nuevo concepto que mejora sustancialmente la calidad del servicio. En 1988, se adquirirán 80 coches nuevos y se renovarán 33 más para incorporar otros tres trenes de primera especial, que permitirán atender en ese año un total de 26.7 millones de pasajeros, lo que significa un crecimiento anual de 6%.

En el servicio de carga que representa el 95% del movimiento ferroviario, se moverán 59.7 millones de toneladas, con un crecimiento del 3.5%. la eficiencia y mejoramiento de la calidad de este servicio, exige acelerar la modernización de la operación mediante la instrumentación de los programas extraordinarios de rehabilitación de vías y de reparación de locomotoras. En este sentido, en 1988 se rehabilitarán 1 mil 9 kilómetros de vías y se iniciará la modernización de los principales patios y terminales de la red. Además, se reconstruirán 100 locomotoras y se otorgará especial atención al mejoramiento de los talleres y sistemas de mantenimiento preventivo.

Entre las grandes obras de infraestructura ferroviaria en marcha, destaca como proyecto principal, la construcción de la vía doble México - Querétaro, de la cual se pusieron en operación 214 kilómetros en 1986; y 15 kilómetros más en 1987, entre las terminales de Huehuetoca y Valle de México; su electrificación se continúa para aumentar la capacidad y eficiencia de esta línea que es la de mayor tráfico del sistema; esta obra representa un impulso al cambio estructural pues moderniza los sistemas de operación ferroviaria. Además, se terminarán tramos operativos en la vía doble México - Veracruz y en la vía corta Guadalajara - Monterrey, con lo cual se mejoran las comunicaciones transversales y se apoya el desarrollo regional de zonas prioritarias.

Transporte Carretero

En materia carretera, el principal compromiso ha sido conservar la extensa red con que cuenta el país: 47 mil kilómetros de carreteras federales, incluyendo la red de cuota; 55 mil 500 kilómetros de carreteras estatales y más de 127 mil 500 kilómetros de caminos rurales y brechas mejoradas. A este propósito se ha destinado en promedio 40% de la inversión y en 1988 se atenderá con mayor intensidad.

Cabe señalar que durante esta administración se han construido más de 15 mil kilómetros de carreteras y se han duplicado las autopistas de cuatro carriles.

Durante 1988 se concentrarán los recursos en la terminación del mayor número de proyectos en proceso, lo que permitirá poner en operación casi 1 mil kilómetros de autopistas, donde se concluyen la México - Toluca, Guadalajara - Manzanillo, Guaymas - Nogales, Querétaro - Celaya - Irapuato, Querétaro - San Luis Potosí y Puebla - Orizaba, así como diversos libramientos también de cuatro carriles. Se terminarán además, alrededor de 3 mil kilómetros de nuevas carreteras como la Chihuahua - Parral, Maravatío - Atlacomulco, San Nicolás - Yécora y la Dzibalchen - Xpujil, entre otras; se concluirán también los puentes de Tampico, Reynosa II y el de Ciudad Acuña.

En cuanto al proceso de descentralización se terminará de entregar a los 31 estados las juntas locales de caminos encargadas de la construcción y conservación de la red de carreteras estatales, y se les transferirá asimismo la conservación y reconstrucción de caminos rurales que recibirán un impulso especial.

En cuanto a metas operativas, el transporte carretero atenderá en 1988 una demanda estimada de 1 mil 760 millones de pasajeros y 300 millones de toneladas de carga, que representan alrededor del 96% y 80%, respectivamente, del movimiento total.

Transporte Marítimo

En materia de transporte marítimo resaltan los logros en el desarrollo de la Marina Mercante Nacional, que pasará de 2 millones de toneladas de peso muerto en 1982 a 3.5 millones en 1988. Por otro lado, se han consolidado las escuelas náuticas para capacitación de tripulación y se han afinado los instrumentos de fomento a partir de la necesidad de mantener una competitividad internacional.

En materia de infraestructura portuaria, entre 1983 - 1987 se ha incrementado la capacidad de los principales puertos de altura, destacando las obras realizadas en Mazatlán, Guaymas, Ensenada, Manzanillo y Tampico. En este período sobresale la puesta en operación, en 1986, del puerto industrial de Altamira.

En el sistema portuario, se ha avanzado significativamente en la modernización del funcionamiento de las empresas de servicios portuarios de participación estatal mayoritaria. Cabe destacar que en el caso de Veracruz se ha iniciado la instrumentación de compromisos para mejorar la productividad del puerto,  uno de los más importantes del país.

Se considera que para 1988, el sistema portuario nacional estará en capacidad de manejar 133 millones de toneladas de altura y 37 millones de toneladas de cabotaje.

El servicio de transbordadores se fortalecerá con la adquisición de dos nuevas embarcaciones destinadas al apoyo del transporte de vehículos de carga en la zona del Mar de Cortés.

En 1988 se terminará la construcción del nuevo Puerto de Altura de Progreso; además, se concluirá la ampliación del Puerto de Manzanillo a más del doble de su capacidad y se consolidarán las obras de los puertos industriales de Lázaro Cárdenas y Altamira.

La función de dragado en los puertos, que se desincorporó del sector central para organizarse en forma más moderna y eficiente a través del órgano desconcentrado Servicios de Dragado, continuará en 1988 con su programa de renovación de equipo, lo que le permitirá elevar su capacidad y eficiencia.

Transporte Aéreo

El transporte aéreo está apoyando en una red de 56 aeropuertos, de los cuales 12 se han incorporado en esta administración. Durante 1988 se terminará la modernización de los de Colima y León, y se pondrán en operación los nuevos aeropuertos de Tepic y Huatulco; asimismo, se dará atención especial al mantenimiento y ampliaciones de los más importantes, entre los que destaca el edificio terminal de Cancún.

El sistema aeroportuario a cargo del organismo Aeropuertos y Servicios Auxiliares, atenderá en 1988 alrededor de un millón de operaciones aeronáuticas y 30.1 millones de pasajeros y continuará operando sin subsidios.

Las líneas aéreas nacionales están en proceso de renovación para poder adaptarse a las nuevas condiciones del mercado y al incremento en los costos del combustible y otros insumos que exigen una mayor productividad y calidad del servicio. Se espera que ambas líneas movilicen, durante 1988, un tráfico previsto de 9.8 millones de pasajeros nacionales y 4.3 millones de pasajeros internacionales.

Durante 1988, Aeronaves de México continuará racionalizando su estructura de rutas e iniciará un programa de modernización de su flota, sustituyendo en primera instancia los aviones más antiguos por la renta de cuatro aviones usados de tecnología más reciente; además, reforzará su programa de mantenimiento mayor donde se incluye la terminación de su nueva base en la ciudad de México y la iniciación de la sub - base de Guadalajara.

Comunicaciones

El sistema de telecomunicaciones experimentó durante este sexenio un cambio estructural cualitativo al ponerse en operación el Sistema de Satélites Morelos; durante 1988 se consolidará la red de estaciones terrenas.

La red de microondas, que en su mayoría se instaló hace 20 años, se ha venido reemplazando y modernizando para ampliar la capacidad y calidad de la conducción de señales a larga distancia, en especial de telefonía. En 1988 este proceso continuará y se terminará, además, la red pública de transmisión de datos para atender 55 ciudades del país y se modernizará el control de frecuencias.

En el servicio telefónico, se reforzarán los programas para mejorar la calidad y se instrumentará un programa de expansión para aumentar el ritmo de crecimiento de conexiones del 6% a más del 9%; el próximo año se llegará a una capacidad instalada de 8.8 millones de teléfonos.

En los servicios postales y telegráficos se consolidará el proceso de modernización, mejorando el funcionamiento de los organismos descentralizados creados en 1986 para encargarse de esos servicios. En 1988 se pondrán en operación los nuevos centros mecanizados para el manejo de correspondencia y la moderna red automática de telegrafía.

Comercio y Abasto

En el marco de la estrategia de cambio estructural, se ha promovido una profunda reestructuración del sector comercio, fomento industrial y abasto.

En el ámbito del fomento industrial, la modernización de la industria privada y paraestatal, permitirá fortalecer su capacidad tecnológica, administrativa y financiera, a fin de que pueda atender la demanda del mercado interno e incorporarse a un contexto internacional de avanzada tecnológica, alta competitividad y prácticas proteccionistas.

En el abasto, se ha promovido el apoyo a la infraestructura productiva y distributiva de básicos y un cambio estructura para fortalecer la función reguladora del Estado, que permita atender con mayor eficacia las necesidades alimenticias de la población de menores ingresos de las zonas rurales y zonas marginadas.

Durante los últimos cinco años se concretaron avances importantes, entre los que destacan la racionalización de la protección comercial en el marco del Protocolo de Adhesión al Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT). Esto liberó el 95% de las fracciones de la tarifa general arancelaria, para mantener un nivel de protección adecuado a la industria.

Para apoyar el fomento industrial y el impulso a las exportaciones no petroleras, se introdujo la carta de crédito doméstica y se ampliaron y simplificaron los sistemas de importación temporales.

Se promovió el cambio estructural en Conasupo para fortalecer su papel regulador operativo sobre el de abastecedor masivo; al efecto, se constituyeron y consolidaron los sistemas mixtos de acopio - abasto participativo de maíz, trigo, granos forrajeros, frijol y productos oleaginosos, mediante los cuales la industria privada concurre directamente al mercado para sus materias primas.

Por otra parte, se corrigieron distorsiones y se racionalizó el otorgamiento de subsidios, al hacerlo selectivo y transparente. En 1985, se eliminaron los que se otorgaban al arroz y en 1986, los que se destinaban al sorgo, a las oleaginosas y a la industria molinera de trigo. Para proteger el consumo popular, en 1987 sólo se mantuvieron los correspondientes a la leche en polvo distribuida en zonas urbanas marginadas; en maíz se instrumentó el sistema de tortibonos, para transferir el subsidio de la materia prima al producto final y otorgarlo en la tortilla.

Para mantener niveles ascendentes en la producción industrial de básicos, modernizar la industria de maíz, transferir subsidios selectivos en leche y complementar la canasta básica en aceites, se apoyó la conclusión de proyectos en proceso, la rehabilitación de plantas, el incremento de la capacidad de secado en las líneas de lácteos y la reducción en el desequilibrio entre la capacidad de molienda y refinación de productos oleaginosos.

Se promovió el cambio estructural en la distribución regional al menudeo, a través de la coordinación de acciones con las entidades federativas, para que tengan una mayor intervención en la integración de un sistema de circuitos locales y regionales de producción - consumo.

De acuerdo a las políticas de desincorporación de empresas públicas, se liquidó el Instituto Mexicano de Comercio Exterior, cuyas funciones fueron absorbidas por la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial y el Banco Nacional de Comercio Exterior; se transfirió Tapetes Mexicanos, S.A. al gobierno del estado de México, y se liquidó la empresa Exmex, S.A. de C.V., que duplicaba funciones con Bancomext.

Dentro del proceso de cambio estructural, también se liquidaron Trigo Industrializado Conasupo y los Centros Conasupo de Capacitación, debido a que la participación del Estado en el mercado del pan no tenía un efecto regular significativo, y porque al liberarse el precio de este producto, esta función se ejerce a través de la dotación de la materia prima a los industriales. En el caso de Ceconca, duplicaba sus funciones de capacitación con otras dependencias y entidades públicas.

Para 1988, el sector continuará dando prioridad a las acciones que promueven el equilibrio y articulación entre los procesos y fases de la producción y el consumo, así como consolidar los avances logrados en materia de cambio estructural.

Se proseguirá con la consolidación de la infraestructura que asegure el abasto nacional de productos básicos, y con las acciones de un claro impacto económico - social; se fortalecerá la programación financiera para la atención de actividades industriales y comerciales prioritarias y la modernización de las estructuras de abasto popular; además, se orientará al consumidor para inducirlo a ejercer su gasto por encima de influencias distorsionadoras.

Se continuará con el apoyo técnico y financiero para promover la eficiencia y competitividad de la industria, y se impulsará la creación de cadenas productivas, vinculando su oferta con las necesidades del mercado interno y los requerimientos del exterior. Igualmente, se instrumentarán e impulsarán medidas que vigoricen al sector industrial productor de bienes y de capital, estimulando factores que incrementen producción y competitividad.

Respecto al comercio exterior, se llevarán a cabo acuerdos de comercialización internacional en apoyo al sector productivo, aprovechando el poder de negociación del Estado, así como las ventajas de acuerdos ampliados con países miembros del GATT.

Se continuará con la racionalización de las medidas de protección, mediante la sustitución del permiso previo por el arancel, adecuándolo a los factores prioritarios del comercio nacional respecto al internacional, y se cuidará el desarrollo de las franjas fronterizas y zonas libres.

En el ámbito de la inversión extranjera y de transferencia de tecnología, las acciones tenderán a incrementar la generación neta de divisas, la protección del empleo y la incorporación de innovaciones coherentes con las necesidades del país.

En la comercialización agropecuaria, sólo se continuará participando con los volúmenes necesarios para una eficaz función reguladora de la oferta y los precios, consolidando la operación de los Comités Mixtos Participativos de Comercialización, para incrementar la intervención de las ramas industriales y las filiales de Conasupo en las compras de las cosechas y en las importaciones complementarias del abasto nacional.

Asimismo, se propiciará un sistema de acopio y almacenamiento más moderno y equilibrado entre centros productores y consumidores, y se mejorará la coordinación entre almacenadoras oficiales y privadas.

En materia de transformación industrial, se ampliará la producción de básicos directamente y mediante fuentes alternativas de financiamiento. Las suscripción de convenios de coinversión con gobiernos estatales y los sectores social y privado, será prioritaria.

En el ámbito de la distribución al menudeo, se consolidará la descentralización de la red de tiendas y almacenes que apoyen a los circuitos locales y regionales de producción - distribución - consumo; asimismo, se continuará con la concertación de convenios con comunidades y grupos organizados de productores y consumidores, y se consolidará la atención a la población de menores recursos, reubicando la infraestructura de distribución hacia zonas prioritarias, con el apoyo de los gobiernos estatales.

La capacitación y difusión de información para orientar a comerciantes y consumidores será reforzada, así como la normalización, inspección y vigilancia sobre los procesos de producción y comercialización, a fin de evitar distorsiones en los precios, proteger el poder adquisitivo y garantizar un consumo de productos básicos que mejore el nivel nutricional de la población.

Durante 1988, Conasupo comprará 5.5 millones de toneladas de maíz, trigo, frijol, arroz, sorgo y oleaginosas en el mercado nacional y 2.8 millones de toneladas de importación de maíz, sorgo y leche en polvo, venderá 7.3 millones de toneladas de productos y supervisará la comercialización de 5.0 miles de toneladas de trigo.

Andsa y Boruconsa calculan almacenar y manejar, considerando la revolvencia, 55 millones de toneladas de productos básicos. Liconsa producirá 1,624 mil millones de litros de leche; Iconsa y Miconsa 1 millón 628 mil toneladas de harinas de maíz y trigo, aceites y mantecas, entre sus principales productos.

El sistema Diconsa distribuirá productos por un valor de 2 billones 622 mil millones de pesos, con especial atención a comunidades rurales y zonas marginadas; Impecsa consolidará la atención a 145 mil pequeños comerciantes, a los que venderá 886 mil millones de pesos. El FIA otorgará créditos a la pequeña y mediana industrias proveedoras del subsistema oficial de distribución al menudeo, por 90 mil millones de pesos.

Dentro de los proyectos prioritarios de inversión para la producción de básicos, destacan la instalación de la tercera línea de reconstitución de leche en polvo en Tláhuac, Distrito Federal; la conclusión del molino de oleaginosas en Matamoros, así como continuar la instalación de la planta harinizadora de maíz en Huamantla, Tlaxcala y otra en Guerrero, e instalar tiendas sindicales en diferentes estados, convenidas con el Congreso del Trabajo.

Las entidades de orientación y protección al consumidor, difundirán información sobre bienes y servicios de consumo generalizado, a través de 3.6 millones de periódicos y revistas y 70 mensajes por radio y televisión; capacitarán y asesorarán a 454 mil 526 grupos de consumidores organizados y atenderán 363 mil reclamaciones, 350 mil controversias y 175 mil arbitrajes.

Se propone un presupuesto para el sector de 4,646.6 mil millones de pesos, de los cuales 3,897.7 mil millones corresponden a Conasupo.

Industrial

Las líneas estratégicas de reordenación económica y cambio estructural han permitido hacer de la industria paraestatal un instrumento efectivo de garantía de la independencia nacional en lo estratégico y de impulso vigoroso al desarrollo en lo prioritario. se ha logrado reorientar la producción industrial hacia el exterior, aumentando su participación en mercados altamente competitivos. En lo interno, el sector industrial paraestatal ha contribuido a la producción de bienes necesarios; al fortalecimiento de las cadenas productivas existentes y la creación de otras nuevas; a la modernización del aparato industrial; y a la generación de empleo. Asimismo, se han diseñado y aplicado medidas ágiles para garantizar el logro de las metas propuestas y avanzar en el objetivo de alcanzar la integración y competitividad internacional.

En 1988, la actividad sectorial se orientará a las siguientes acciones principales:

- Continuar el proceso de desincorporación de entidades públicas no estratégicas ni prioritarias, concentrando la participación del Estado en 13 de las 28 ramas recibidas en 1982 y en sólo 141 entidades de las 412 que había.

- Avanzar en el proceso de saneamiento de las entidades.

- Promover el crecimiento de la oferta de bienes y servicios básicos.

- Avanzar en el cambio estructural del sector, con énfasis en los subsectores prioritarios, y fomentar nuevas cadenas de producción.

- Ampliar mercados y productos de exportación.

- Promover el uso de mayores proporciones de la capacidad instalada acorde con la evolución de la economía.

Para alcanzar los objetivos y directrices de acción señalados, se propone para el sector un presupuesto de 11,631.1 mil millones de pesos.

Minería

A partir de 1983, las políticas de gasto en el subsector minero se han orientado principalmente al fortalecimiento de su papel como proveedor de materias primas para la industria nacional y como contribuyente de magnitud importante en la generación de divisas. para este fin, se instrumentaron las acciones tendientes a abatir los costos de producción derivados de la obsolescencia de las instalaciones y el exceso de personal; las inversiones se dirigieron a reforzar las plantas industriales, a modificar los sistemas de explotación para un aprovechamiento más racional de los minerales y a reducir y simplificar las estructuras orgánicas de las entidades.

En este sentido, para 1988 se intensificarán las acciones que permitan alcanzar niveles de producción del orden de 1,375 mil toneladas de minerales preciosos, 1,073 toneladas de minerales no ferrosos, 19,821 mil toneladas de minerales siderúrgicos, 9,900 mil toneladas de minerales no metálicos y 4,205 mil toneladas de minerales combustible.

La producción minerometalúrgica se verá reflejada en la comercialización de 1,082 kilos de oro, 95,872 kilos de plata, 3,620 toneladas de cobre, 700 mil toneladas de concentrados de roca fosfórica, 2,300 mil toneladas de azufre, 5,000 mil toneladas de sal, 3,384 mil toneladas de carbón lavado, 4,000 mil toneladas de carbón térmico, 2,807 mil toneladas de concentrado de hierro y 2,775 mil toneladas de pelet de hierro, entre otras.

Entre los proyectos que se desarrollarán en el programa de inversiones del subsector, sobresalen: los de Micare (Minera Carbonífera Río Escondido, S.A.), en Carbón II, vinculado al abastecimiento de las carboeléctricas de Río Escondido; el de la modernización de la terminal de carga y descarga de azufre líquido en Coatzacoalcos, Veracruz; el Coremi, que intensificará las exploraciones en áreas potencialmente factibles y de instrumentación inmediata, e incrementará los inventarios de los minerales estratégicos.

Se continuará apoyando financiera y técnicamente a la pequeña y mediana minerías a través de la promoción de créditos fondeados por el Pecam (Programa Especial Complementario de Apoyo a la Pequeña y Mediana Minería). Asimismo, se proseguirá con las acciones encaminadas al cambio estructural del subsector; la culminación del proceso de descentralización del sector minerometalúrgico paraestatal a la ciudad de Pachuca, Hidalgo, y la elaboración de estudios encaminados a incrementar el valor agregado de los minerales para obtener una mejor comercialización.

Siderurgia

En respuesta a la crisis que afecta a la industria siderúrgica a nivel mundial y al deterioro productivo de la planta nacional, en 1986, el gobierno puso en ejecución un programa de modernización integral, congruente con el Plan Nacional de Desarrollo para redimensionar la industria, racionalizar su estructura de costos, dar autonomía de gestión a las empresas, introducir adecuaciones tecnológicas en las instalaciones, aumentar la eficiencia y productividad.

Se inició el saneamiento financiero mediante la asunción de pasivos por parte del gobierno federal de Ahmsa y Sicartsa, estableciéndose compromisos de eficiencia y productividad por parte del las plantas.

También se llevó a cabo el redimensionamiento de la industria paraestatal; además de cerrar Fumosa se desincorporaron entidades filiales que no se consideraban prioritarias ni estratégicas, lo que significó una reducción para el presente año del 61% en relación a las existencias en 1983.

Por otra parte, se instrumentaron medidas para optimizar los procesos productivos de Ahmsa, depurando sus costos y dando prioridad a la venta de aquellos productos con mayor contribución marginal.

En 1987 se dieron los primeros frutos al obtenerse resultados positivos en cuanto a producción y ventas, sobre todo en Ahmsa; asimismo, Sicartsa II logro preparar en este año, su arranque formal a partir del segundo semestre de 1988. Asimismo, empiezan a mejorar los índices de productividad tonelada - hombre; se generan 31 mil empleos directos, y se crea una demanda importante para los sectores de la construcción metalmecánica, bienes de capital, transporte y otros.

En materia de exportaciones, la industria nacional que hasta 1982 fue importadora neta, ha ido aumentando sus exportaciones y en 1986 se exportó cerca del 25% del volumen de ventas, a pesar de problemas de sobrecapacidad a nivel mundial, precios bajos y el proteccionismo en los países industrializados.

En 1988, la producción siderúrgica de Ahmsa y Sicartsa será del orden de 3 millones 584 mil toneladas de productos terminados, que representará un crecimiento de 15% respecto al presente ejercicio. Las metas de comercialización crecen 19% respecto a 1987.

Con base en el programa estratégico de inversión, se continuará la modernización de Ahmsa y se imprimirá un mayor ritmo en la etapa preoperativa de Sicartsa II a efecto de arrancar su operación a mediados de 1988, incrementando la capacidad instalada del subsector en 56%. Dicho proyecto fungirá como pivote del cambio tecnológico; mejorará radicalmente la rentabilidad del subsector en su conjunto y permitirá alcanzar elevados niveles de productividad y eficiencia.

Asimismo, se aumentará sustancialmente la inversión en conservación y mantenimiento de la capacidad instalada en todas las plantas, así como los recursos destinados a las nuevas líneas de producción de rieles, lo que permitirá abatir importaciones a partir de 1990.

En la investigación y desarrollo, destacan los proyectos de desarrollo de tecnología mexicana para el proyecto de soplo combinado en los convertidores al oxígeno y la construcción de equipos para el proceso de metalurgia de olla y de desgasificación al vació para la producción de grados de acero.

Por último, dentro del proceso de reestructuración del sector paraestatal, se continuará con la desincorporación de aquellas filiales del Grupo Sidermex que trascienden el objetivo básico de la industria siderúrgica.

Azúcar

La industria azucarera paraestatal participa de forma mayoritaria en la producción nacional de azúcar y realiza el acopio y comercialización total del dulce a fin de satisfacer oportuna y suficientemente la demanda nacional.

Durante el período 1983 - 1986, las acciones en esta rama industrial se han orientado a alcanzar la autosuficiencia productiva, el redimensionamiento de la participación estatal, la modernización de la planta productiva y su saneamiento financiero.

De acuerdo con los objetivos de la política económica nacional, la autosuficiencia productiva se alcanzó en 1985; en los años subsecuentes se ha contado incluso con volúmenes para su exportación y para la reserva estratégica. En el lapso 1985 - 1987, se logró colocar en el mercado internacional 869 mil toneladas de azúcar.

En relación a la capacidad productiva, se concluyó en 1984 la construcción del Ingenio Plan de San Luis con capacidad de producción de 90 mil toneladas de azúcar/zafra; en 1985 se amplió el Ingenio Atencingo en Puebla y El Modelo en Veracruz, con lo que se adicionaron a la capacidad de producción 180 mil toneladas de azúcar/zafra.

Paralelamente y de acuerdo al objetivo de redimensionamiento de la participación estatal en la producción, desde 1985 se suspendieron las operaciones de los ingenios Unidas y Libertad, en Veracruz, y Nueva Zelandia, en Tabasco, por su alta obsolescencia y falta de rentabilidad.

Para 1988, garantizado el abasto nacional de azúcar y con la posibilidad de exportar excedentes, se fortalecerá el cambio estructural en el subsector azucarero para el redimensionamiento de la participación estatal en las etapas de producción y comercialización de azúcar, a fin de conservar sólo el 50% de la producción azucarera en manos del Estado. Para ese fin se desincorporarán 19 ingenios más, de los cuales tres dejarán de operar y para los otros 16 restantes se iniciará su proceso de venta a los sectores social y privado, de acuerdo a los objetivos del cambio estructural.

Asimismo, se proseguirá con el programa de saneamiento económico iniciado en 1985, a fin de lograr el abatimiento de costos y la mejoría en los índices de productividad de la industria azucarera.

En el aspecto financiero se proseguirá con la revisión en los precios de venta, que permitan cerrar la brecha con los de liquidación de azúcar a los ingenios y de caña a los agricultores.

Dentro del programa de inversiones, se destinarán recursos principalmente a conservar y mantener la capacidad productiva de los 31 ingenios públicos que conserve el Estado y a continuar con la modernización de la planta productiva, de ahorro y uso eficiente de energía.

Fertilizantes

La industria paraestatal de fertilizantes coadyuva a la satisfacción oportuna y suficiente de los requerimientos de la agricultura nacional, así como a incrementar la productividad del agro y lograr la autosuficiencia alimentaria.

En el período 1983 - 1986, las acciones de esta industria se orientaron a su reordenación y saneamiento financiero a su modernización y a la protección de la planta productiva y el empleo. Con sujeción a los criterios establecidos en el Programa Inmediato de Reordenación Económica, el programa de expansión seleccionó proyectos prioritarios cuyo grado de avance y capacidad de producción ofrecía la posibilidad de incrementar la producción en el corto plazo. De esta manera fue posible concluir dos importantes plantas de productos intermedios para la fabricación de fertilizantes con una capacidad de 858 mil toneladas por año, una planta de urea de 495 mil toneladas por año, 22 bodegas con capacidad de 420 mil toneladas, así como la infraestructura para el manejo de materia prima y productos para el manejo de materia prima y productos terminados.

En materia de descentralización, se fortalecieron las gerencias regionales de venta y se consolidaron las superintendencias de zona. Asimismo, se simplificaron sistemas y procedimientos para agilizar operaciones y las relaciones con proveedores y prestadores de servicios y usuarios.

Para 1988 se continuará con la ampliación y modernización de la infraestructura de producción y distribución, mejorando los niveles de aprovechamiento de la capacidad instalada, con lo que se abatirán costos y se reducirá la importación de productos.

En el aspecto financiero, se proseguirá con la revisión de precios, en función del contenido de nutrientes de los productos, y se procurará dar congruencia a los precios de insumos agrícolas con los de garantía.

Con el inicio de operaciones del Complejo Industrial de Fertilizantes Lázaro Cárdenas en Michoacán, se incrementará la oferta de fertilizantes en 800 mil toneladas; consecuentemente, producirán y comercializarán 5.0 y 5.9 millones de toneladas de productos, respectivamente superiores en un 5% y 3.5% a las esperadas para 1987, a fin de fertilizar 14 millones 620 mil hectáreas.

Para apoyar la modernización industrial, se realizarán las siguientes acciones.:

- Terminar, en diferentes estados, el Plan Nacional de Bodegas en fase III, con lo que se incrementará la capacidad de almacenamiento en 600 mil toneladas. Se concluirán 12 terminales de amoniaco y siete terminales marítimas para la distribución de productos, a fin de reducir en el corto plazo los costos de transporte.

- Continuar con el desarrollo de proyectos que se encuentran en construcción, como son el Sistema de lavado de Gases en Pajaritos, Veracruz, en Complejo de Soluciones Nitrogenadas II en Coatzacoalcos, Veracruz, dos plantas de urea en Lázaro Cárdenas, Michoacán y Camargo, Chihuahua, con capacidad unitaria de 495 mil toneladas al año, que permitirán en el mediano plazo cubrir el crecimiento de la demanda de esto productos.

Bienes de Capital

El proyecto de infraestructura industrial NKS para la producción de bienes de capital, ubicado en Lázaro Cárdenas, Michoacán, fue concebido con la finalidad de alcanzar la producción nacional de insumos, parte y componentes, así como de equipos que integran plantas industriales indispensables en la articulación de cadenas productivas, cuya orientación contribuya a la autonomía nacional en materia tecnológica y sustituya importaciones.

La construcción de NKS se articula con el proyecto de la mexicanización de la producción de turbogeneradores para la CFE, mismo que contempla un mínimo de 40% de integración nacional. La vinculación de este proyecto hacia la integración nacional de turbogeneradores constituye el mercado natural de NKS. De acuerdo con el crecimiento proyectado de la CFE, la salida anual de divisas en este rubro es del orden de 50 a 100 millones de dólares para la nación, misma que deberá disminuir mediante el amarre de cadenas productivas internas.

El monto total de la inversión aplicada en el proyecto asciende a 350 millones de dólares al cierre de 1987, y se estima que rebase los 400 millones de dólares en los tres años subsecuentes.

En el ejercicio de 1988 se ha previsto que la entidad logre superar las dificultades de su curva de aprendizaje reflejada en el pasado ejercicio, permitiéndole alcanzar un aprovechamiento próximo al 40% de su capacidad instalada.

Por lo que respecta a Siderúrgica Nacional, S.A., para 1988 continuará participando en el desarrollo agrícola e industrial, a través de la fabricación de tractores y componentes y agrícolas, y mediante la producción de bienes siderúrgicos. Se programa producir 2 mil 215 tractores agrícolas de mediana y pequeña potencia; 1 mil 560 motores y componentes para el tractor Ford, y 750 motores turbocargados para el tractor Deere.

Se buscará la participación de Sidena en el mercado externo, mediante la comercialización de 800 toneladas de piezas de acero colado y aceros especiales.

Se instrumentarán medidas que tiendan a concretar el cambio estructural de la empresa a nivel operativo, administrativo y financiero, a través de su asociación tecnológica con Massey Ferguson en la línea de tractores.

Automotriz y Ferroviario

Las empresas paraestatales fabricantes de equipo automotriz y ferroviario atienden con sus productos los requerimientos nacionales del Sistema Integral de Transporte.

Durante el período 1983 - 1987, el subsector automotriz y ferroviario ha dotado al país de autosuficiencia para el transporte colectivo de bienes y personas, sentando las bases para dominar la tecnología externa. Para alcanzar estos logros en 1987, se concretaron diversas asociaciones orientadas a actualizar los productos y mejorar la comercialización.

En 1987 Diesel nacional inició el cambio estructural en la rama automotriz mediante la asociación tecnológica y comercial entre Dina Camiones, Navistar y Chrysler, a través de la cual esta última, en coordinación con Dina, distribuirá y comercializará los productos, tanto en el mercado nacional como en el exterior. General Motors Co. transfirió el 100% de las acciones del capital social de Moto Diesel Mexicana a Diesel Nacional y se concluyó la venta de Dina Cummins al socio y tecnologista Cummins Engine Company.

En autobuses foráneos, Dina ha desarrollado internamente su propia tecnología y en 1988 incorporará al mercado el nuevo modelo "Avante". En motores se continuará empleando, en mayor proporción, el "Perkins Fase IV" que evitará en gran medida la contaminación ambiental y permitirá ahorrar combustible.

Para 1988 las metas de producción y comercialización se estiman en 200 autobuses integrales, 1 mil 300 camiones ligeros, 1 mil 500 camiones medianos, 453 camiones semipesados, 500 tractocamiones, 1 mil 375 motores V6/V8 y 960 medios motores.

Por su parte, Constructora Nacional de Carros de Ferrocarril producirá el 85% del equipo ferroviario y el 100% de la línea Metro en el período 1983 - 1988.

Para 1988, Concarril atenderá las necesidades de los Ferrocarriles Nacionales, mediante la rehabilitación y modernización de equipo de carga, la fabricación de coches pasajero y la rehabilitación de locomotoras. Igualmente atenderá los nuevos requerimientos de unidades del metro ligero para el sistema de transporte colectivo de Guadalajara, Jalisco.

La entidad prevé para 1988 fabricar 250 unidades de carga y 124 coches pasajeros, acondicionar 500 carros campamento y rehabilitar 33 carros pasajero y 12 locomotoras; también fabricará 81 coches metro con ruedas neumáticas, 48 coches metro con ruedas de acero y 16 carros de metro ligero. Con este nivel de producción, se utilizará alrededor del 75% de la capacidad instalada.

Naval

La construcción naval mayor, iniciada a principios de la década, se ha consolidado en nuestros días como actividad prioritaria, demandante de insumos, partes, componentes y mano de obra directa e indirecta. Asimismo, ha coadyuvado a fortalecer las cadenas productivas del sector bienes de capital, como cliente de diversos productos y servicios.

En el período 1983 - 1987, el subsector naval paraestatal tuvo que enfrentar la ausencia de un esquema de financiamiento que resultase atractivo a los armadores, así como la falta de tecnología para la construcción de embarcaciones mayores. estas limitantes, se acentuaron debido a la existencia de un mercado internacional deprimido que ofertaba embarcaciones a precios de dumping. Sin embargo, mediante el apoyo de Pemex y Navimin fundamentalmente, el subsector ha ido superando el período de curva de aprendizaje, habiendo concluido durante 1986 y 1987 las primeras embarcaciones de gran calado: un granelero de 22 mil toneladas de peso muerto (TPM) y un buque tanque petrolero de 45 mil TPM.

Para 1988, el subsector enfocará sus acciones a incrementar su capacidad utilizada, mediante la promoción de atractivos paquetes de financiamiento que permitan a los astilleros paraestatales, negociar la utilización de tecnologías extranjeras para la construcción de embarcaciones. Con ello, se cimentarán las bases para su proceso de cambio estructural y se coadyuvará a cubrir la demanda de embarcaciones de la marina mercante nacional, con calidades y precios equivalentes a los que prevalecen en el mercado internacional.

En construcción naval, se prevé lograr la consolidación de las inversiones realizadas en los astilleros. Se entregará a Pemex el segundo buque tanque de 45 mil TPM, se dará continuidad en la construcción de dos unidades de las mismas características y la construcción de ocho remolcadores (cuatro para Pemex, dos Exportadora de Sal y dos Fidenap); cuatro buques tanque de 10 mil TPM para Navimin a fin de ampliar sus servicios de transportación y apoyar de esta manera a empresas públicas que actualmente contratan parte de este servicio en el extranjero; y se pondrá a punto de navegación un buque de 22 mil TPM para la naviera paraestatal.

Se estima, por otra parte, que se efectuarán 491 reparaciones, 456 nacionales y 35 extranjeras.

Energéticos

El sector energético representa un papel estratégico en el desarrollo económico nacional, fundamentalmente por su impacto en el PIB, la recaudación fiscal, la inversión pública, el empleo y el impulso a los sectores productivos.

En los primeros cinco años de la presente administración, se ha logrado avanzar en la productividad del sector, en una mejor utilización de sus recursos, en el saneamiento de la estructura financiera, en la diversificación de fuentes alternas de generación energética, en la racionalización de subsidios y en su vinculación al desarrollo de la planta industrial. Asimismo, el sector ha contribuido a la captación de divisas, a pesar de la drástica caída en el precio del crudo; ha sido factor fundamental en la aportación fiscal, y ha buscado mayor autodeterminación tecnológica y apoyo social y regional, así como el cambio estructural que lleve a una modernización de la industria nacional.

Para 1988, este subsector plantea proseguir en la instrumentación del Programa de Ahorro y Uso Eficiente de Energía, alentando la diversificación de fuentes alternas, compatible con la disponibilidad de recursos escasos y no renovables. Asimismo, en un panorama internacional de mayor competencia, se aplicaron estrategias comerciales para diversificar geográficamente las exportaciones y asegurar mercados en un horizonte de largo plazo.

Asimismo, se proseguirá con las acciones de saneamiento de las empresas del subsector, enfatizando la productividad y rehabilitación financiera, bajo esquemas de racionalización de subsidios, precios y tarifas. El programa de inversiones dará prioridad a la conservación y mantenimiento, así como al desarrollo de la capacidad productiva. Se continuará apoyando al desarrollo regional y social, mediante la incorporación del trabajo local, el aprovechamiento de la infraestructura productiva y de servicios existentes, y la protección de la ecología en las áreas productivas donde se encuentren asentadas las instalaciones del sector.

En electrificación del medio rural, las acciones continuarán incorporando progresivamente a nuevos núcleos de población a los beneficios que conlleva la disponibilidad de energía, de manera coordinada con los estados y municipios.

Para el logro de las acciones anteriores, se propone un presupuesto para el sector energético de 22,917.5 mil millones de pesos, lo que significa un incremento real de 6.0% en relación a 1987.

Petróleo

En el período 1983 - 1987. Petróleos Mexicanos mantuvo una posición fundamental en la economía: en el último quinquenio, la entidad generó en promedio el 4% del producto interno bruto, el 48% de los ingresos de divisas de la balanza comercial, el 51% de la recaudación tributaria del gobierno federal y determinó una significativa demanda directa e indirecta de mano de obra, aparte de contribuir con más del 90% de la oferta de energía del país.

Además de suministrar energía, Petróleos Mexicanos se constituye como pivote de la industrialización y del fomento de zonas rezagadas del país. Asimismo, apoya al aparato productivo nacional a través de su demanda de bienes y servicios.

En este período las finanzas del organismo fueron presionadas por el drástico desplome del precio del crudo. En respuesta, se tomaron medidas adicionales para aumentar la eficiencia y productividad, tales como el aprovechamiento de inventarios de materiales e innovaciones tecnológicas que le permitieron no sólo financiar con recursos propios sus inversiones, sino desendeudarse en más de 3 mil 500 millones de dólares.

En 1987, el mercado petrolero internacional inició una recuperación después del colapso sufrido en 1986. Esto permitió al subsector superar los ingresos presupuestados y alcanzar una exportación promedio de 1,336 MBD de crudo.

Para 1988, la estrategia se orienta a proseguir acciones encaminadas a sostener la autosuficiencia energéticas; apoyar los programas de protección a la planta productiva y el empleo; mejorar la balanza de pagos; mantener una estructura financiera sana; mejorar los indicadores de eficiencia, productividad y acentuar su cambio estructural. Asimismo, con el fin de mantener su participación en el mercado internacional, se reforzarán los mecanismos de coordinación con la Organización de Países Exportadores de Petróleo (OPEP), y con otros países productores y consumidores de petróleo para contribuir a la estabilización y recuperación del mercado.

Asimismo, en un panorama internacional de mayor competencia de las exportaciones de petróleo, se prevé la aplicación de una estrategia de coinversión que, en un esquema de diversificación geográfica, permita consolidar, a largo plazo, las relaciones comerciales con países que son o pueden ser nuestros clientes, sin afectar el suministro interno, la captación de divisas o los compromisos internacionales.

Esa estrategia, similar a la que están ejecutando las empresas estatales de los países productores para adquirir activos en las ramas de refinación y distribución, podrá apoyar la participación y estabilidad volumétrica de las ventas a España y el ingreso de México a los mercados de la Comunidad Económica Europea.

Para consolidar relaciones comerciales a largo plazo, se procurará ampliar inversiones en el exterior que garanticen ventas de crudos pesados, sin afectar el suministro interno, la captación de divisas, ni los compromisos internacionales.

Las metas operativas previstas para el ejercicio 1988 son: producir 2,564 MBD de petróleo crudo, que permitirá satisfacer los requerimientos nacionales y la colocación de 1,300 MBD de crudo en el exterior y exportar excedentes de petrolíferos; en gas natural, producir 3,554 MMPCD, destinándose en su totalidad a la demanda interna.

La comercialización en el mercado doméstico, alcanzará en petrolíferos un volumen de 1,213.3 MBD; en petroquímicos 6,111.1 MTA y en gas natural 1,201.0 MMPCD; se intensificarán acciones para reducir el sobreconsumo de algunos productos, combinando éstos con una política de precios que reduzca y mantenga diferencias mínimos entre los precios nacionales e internacionales.

En materia de inversiones, los programas de exploración se orientan a mantener los niveles actuales de producción y sostener las reservas, por lo que se canalizarán recursos a la perforación en el Mezozoico de Campeche y a los programas de recuperación secundaria en los campos de Abkatún, Cantarell y Reynosa; se continuará con la construcción de plataformas, tendido de ductos, sistemas de recolección, separación, compresión y almacenaje.

En el programa de transformación industrial, se continuará con las acciones para aumentar la eficiencia de plantas. En refinación, se consolidará el funcionamiento de las instalaciones existentes y se terminarán las necesarias para garantizar el abasto nacional, destacando entre otras, las segundas etapas de Salina Cruz y Tula con capacidad cada una de 150 MBD. Por otra parte, se orientarán recursos de inversión, para continuar trabajos intensivos de mantenimiento de las refinerías.

En petroquímica básica, los recursos se orientarán a consolidar la eficiencia de las instalaciones actuales, dando prioridad a los productos más rentables ligados a los programas de petroquímica secundaria, a fin de articular cadenas productivas. La estrategia tiene sus bases en las dos plantas de amoniaco en Lázaro Cárdenas y Camargo; en las plantas del Complejo Petroquímico y Morelos y el Complejo Petroquímico Independencia, principalmente.

En comercialización, se continuará con el reacondicionamiento de instalaciones, y se incrementará la capacidad de almacenamiento en las agencias y terminales de venta, sobre todo en Zamora, Michoacán, en Tula, Hidalgo Progreso, Yucatán y Pajaritos, Veracruz.

Se proseguirá el incremento de la red de ductos, para reforzar la distribución de productos y apoyar las exportaciones e importaciones de productos, destacando: poliducto Monterrey - Monclova - Sabinas; poliducto Guaymas - Ciudad Obregón; poliducto Aguascalientes - Zacatecas y poliducto Rosarito - Ensenada.

Por otra parte, se continuará con el Proyecto Petrolero del Pacífico para incrementar la capacidad de proceso, conducción, almacenamiento y distribución de crudo y derivados, así como disponer de la infraestructura necesaria para exportar petróleo crudo al Oriente.

Con base en estas acciones, el gasto programable para el subsector hidrocarburos asciende a 14,459.9 mil millones de pesos.

Electricidad

En el período 1983 - 1987, este subsector observó un crecimiento promedio de la demanda anual de 5.2% haciendo necesario incrementar la capacidad instalada en un promedio de 1 mil 002 MW, 4.9%, lo que ha permitido elevar la producción anual al 5.4% para conservar una reserva confiable.

Las acciones de saneamiento financiero se cristalizaron en 1986 con la asunción del 82% de la deuda del subsector, permitiendo una mejor estructura financiera. En paralelo se tomaron medidas de productividad y eficiencia en materia de disponibilidad de las centrales termoeléctricas, la eficiencia térmica en centrales de vapor y en índice de ventas por trabajador; asimismo, se llevaron a cabo acciones para reducir y racionalizar subsidios.

Para 1988 y dentro del marco del Programa Nacional de Energéticos 1984 - 1988, las orientaciones estratégicas se manifestarán en la productividad, ahorro de energía y diversificación de fuentes alternas, las que permitirán aumentar el margen de maniobra del sector, economizar recursos para orientarlas al cambio estructural, como en el caso de la construcción de centrales de mayor capacidad de potencia y del mantenimiento mayor capitalizable, a efecto de garantizar el suministro del fluido eléctrico requerido por el aparato productivo nacional.

En torno a este esquema, la industria eléctrica producirá 101 mil 607 GWH, superior en 6.8% a la de 1987, que provendrán en 64.4% de hidrocarburos, 23.0% de hidroelectricidad, 7.8% de carboelectricidad y 4.8% de geotermoelectricidad. Esta meta de generación se alcanzará con la incorporación de 1 mil 558 MW, para que al finalizar 1988 se cuente con una capacidad total de 24 mil 962 MW instalados; esto permitirá comercializar 83 mil 22 GWH, que representa un crecimiento en la demanda del 5.0% aproximadamente, incluyendo la exportación de energía.

Del mismo modo, se incrementará la capacidad de transformación en 4 mil 26 MW, el tendido de líneas de transmisión en 2 mil 521 kilómetros y las redes de distribución en 1 mil 17 kilómetros, reflejando el crecimiento de la capacidad productiva y la mayor flexibilidad en el sistema interconectado.

Se reforzarán las acciones para abatir las deficiencias de abasto en zonas marginadas y deprimidas e incrementar la electrificación del medio rural, así como elevar los índices de productividad y eficiencia del subsector eléctrico, de conformidad con lo establecido en los diferentes programas en esta materia.

El programa de inversiones, tiene como objetivo el concluir la construcción y puesta en operación comercial de los siguientes proyectos: los geotérmicos, Los Azufres, Michoacán, y los termoeléctricos Manzanillo II, Colima y Puerto Libertad, Sonora, y la primera unidad nucleoeléctrica de Laguna Verde, Veracruz; asimismo, se continuará con la ejecución de diversos proyectos en proceso, que incrementarán la reserva en el mediano plazo.

Para lograr los objetivos citados, el subsector eléctrico precisa en 1988 un presupuesto de gasto programable por 8,457.6 mil millones de pesos.

Turismo

El sector turismo, como fuente de divisas y generador de empleos, ha realizado importantes esfuerzos encaminados a consolidar su participación en el desarrollo nacional.

Durante los últimos cinco años, las acciones del sector se han orientado básicamente a promover el uso intensivo y eficiente de la capacidad instalada; implantar una política de precios competitiva en el mercado internacional, y que satisfaga las necesidades del turismo; abrir nuevas áreas de esparcimiento y desarrollar la infraestructura y servicios necesarios; promover posibilidades de recreación a la población de escasos recursos, y alentar el desarrollo regional.

Su evolución ha sido satisfactoria al lograr importantes avances, a pesar de la declinación del turismo externo, como consecuencia de las campañas de desprestigio difundidas en el extranjero y de la imprecisa información sobre los sismos de septiembre de 1985.

Para recuperar la afluencia de turismo extranjero, fue necesario intensificar las campañas de información y promoción, así como instrumentar en coordinación con el sector privado, el Programa de Acción Inmediata de Fomento al Turismo.

La estrategia de gasto para 1988, busca promover y desarrollar las alternativas de esparcimiento que ofrecen los centros turísticos y regionales del país, para ampliar los mercados internos y externos.

Para ello, se canalizarán recursos para consolidar los centros turísticos de Cancún e Ixtapa; acelerar el desarrollo de Loreto y los Cabos en Baja California Sur y proseguir las obras de infraestructura en Bahías de Huatulco, Oaxaca, entre las que destaca la conclusión del aeropuerto internacional y el equipamiento turístico, a fin de iniciar su operación en 1988.

Se apoyará la creación de instalaciones y servicios complementarios en centros turísticos seleccionados; se alentará y financiará la construcción de 5 mil cuartos nuevos y la remodelación de 5 mil en diferentes modalidades, promoviendo una mayor participación de la banca nacionalizada y de inversionistas nacionales o extranjeros en el financiamiento de la oferta turística.

Mediante el reforzamiento de campañas promocionales en el extranjero, se pretende incrementar el volumen de turismo receptivo a 6 millones de turistas, lo que permitirá generar ingresos por 3 mil millones de dólares y alcanzar un saldo positivo de la balanza turística por 2 mil millones.

Se buscará retener un mayor número de turistas nacionales que tradicionalmente viajan al exterior, mediante campañas intensivas de promoción, entre las que destacan: "México te da a Escoger" y "México una Aventura a tu Alcance", permitiendo que 32 millones de turistas viajen por el país, utilicen servicios de hospedaje comercial y los principales de transporte, en especial los carreteros por lo que se reforzará el auxilio vial en las carreteras.

También en materia de turismo interno, se fortalecerá la oferta de paquetes promocionales a bajo costo, propiciando el acceso al esparcimiento y recreación de la población de bajos ingresos.

El Fideicomiso para el Turismo Obrero, seguirá desempeñando amplios esfuerzos en relación directa con sindicatos, gremios, confederaciones, sociedades cooperativas e instituciones educativas y de servicios sociales.

Dentro de las acciones de redimensionamiento del sector público, se concluirá con el proceso de extinción de fideicomisos que hayan cumplido con su finalidad y/o carácter no prioritario, con el propósito de liberar estos recursos para su canalización hacia acciones sustantivas.

Para el cumplimiento de sus acciones durante 1988, el monto presupuestal del sector ascenderá a 155.8 mil millones de pesos.

Administración

En el marco de las estrategias globales del Plan Nacional de Desarrollo, las acciones del sector administración durante el período 1983 - 1987, han permitido avances sustanciales en los aspectos de modernización, simplificación, descentralización y desconcentración de la administración pública, cuyo efecto positivo se refleja en una mayor eficiencia y eficacia en la aplicación de los recursos.

Durante 1988, se mantendrán y consolidarán las políticas y medidas de racionalización de subsidios y transferencias, para reducir el tamaño del sector público a través de la desincorporación de entidades, la revisión de los esquemas normativos, la readecuación de las prioridades sectoriales y el estricto control y disciplina presupuestal.

Presidencia

Esta dependencia ejerce actividades en materia de asuntos jurídicos, comunicación social, coordinación de gabinetes, asesoría, atención de quejas, seguridad, organización y apoyo aéreo para las actividades del ciudadano Presidente de la República.

Para 1988, las acciones de esta dependencia se concentrarán en lo siguiente:

- Analizar y opinar sobre los proyectos de iniciativas presentadas por el Poder Legislativo, por las legislaturas de los estados y del Poder Ejecutivo Federal.

- Analizar y opinar sobre reglamentos, acuerdos y resoluciones presidenciales, así como proporcionar apoyo jurídico al ciudadano Presidente de la República.

- Informar oportunamente a la opinión pública, sobre las actividades realizadas por el ciudadano Presidente de la República, a través de los medios de comunicación.

- Coordinar los asuntos presidenciales y realizar el seguimiento de los acuerdos tomados en los gabinetes.

- Atender peticiones, quejas y sugerencias de la ciudadanía al ciudadano Presidente.

- Proporcionar transporte aéreo y apoyo logístico en los eventos en que participe el titular del Ejecutivo Federal.

Para el cumplimiento de sus acciones, esta dependencia ejercerá un presupuesto de 112.7 mil millones de pesos.

Gobernación

La política interior del Estado mexicano tiene como objetivos especiales, entre otros, preservar la democracia y el respeto recíproco entre los poderes, garantizar los derechos de los ciudadanos, partidos y asociaciones y fomentar la participación política a través de la consulta popular, para propiciar el desarrollo armónico del sistema político mexicano; asimismo, es responsable de asegurar el ejercicio de las libertades públicas de prensa, expresión, reunión y manifestación, la seguridad nacional y paz pública, así como el control y regulación de los flujos migratorios y la política de población.

Para 1988, el sector continuará apoyando las acciones que garanticen la paz y seguridad nacional y el régimen de libertades. Se dará la atención oportuna a las políticas de comunicación social y de servicios migratorios, y se celebrarán acuerdos de colaboración con las entidades federativas y del Departamento del Distrito Federal, para coordinar la política de población en las entidades y el desarrollo del Programa Nacional de Prevención del Delito. En materia de protección civil, se establecerá coordinación con los estados para apoyar a la población en casos de desastre.

Para fortalecer la participación política, la Comisión Federal Electoral intensificará sus campañas, para informar a la ciudadanía sobre las actividades del Registro Nacional de Electores.

1988 es un año de transición política para el país. Para apoyar la renovación de los poderes Ejecutivo y Legislativo, en un marco de respeto a las voluntades individuales y eficiente coordinación con los gobiernos estatales, el presupuesto asignado considera el financiamiento a los partidos políticos, de acuerdo con lo previsto en el Código Federal Electoral y los gastos de operación e inversión necesarios para el adecuado desarrollo de los procesos electorales. De esa manera, todas las necesidades de apoyo a los procesos electorales que considera el Código Federal Electoral, se atienden en forma transparente y ordenada para contribuir a garantizar la vigencia de nuestro régimen democrático.

En relación con las entidades coordinadas por la Secretaría de Gobernación, se continuará apoyando el fortalecimiento de la radio, televisión y cinematografía, para consolidar la presencia del Estado en las actividades.

Asimismo, se apoyarán a los subsectores prensa y noticias, para informar a la población de las actividades de interés nacional, y en materia de producción y comercialización de papel, se mejorarán los procesos para aumentar la calidad y abatir costos.

Para la ejecución de las acciones del sector gobernación se contará con un presupuesto de 294.7 mil millones de pesos.

Relaciones Exteriores

La política exterior del gobierno mexicano, tiene como propósito fundamental impulsar y defender los intereses y principios básicos nacionales, en un marco de soberanía e independencia.

Durante el período 1983 - 1987, se han reafirmado en diversos foros internacionales, los principios de no intervención y libre autodeterminación de los pueblos; se ha contribuido al desarrollo interno del país, fortaleciendo las acciones en el ámbito bilateral, multilateral y regional, mediante programas y convenios de cooperación económica, intercambio de tecnologías y comercio.

En cumplimiento de las medidas de racionalización previstas, se abatió el gasto de las representaciones en el exterior en más de un 10%, y se reestructuraron las oficinas externas de Petróleos Mexicanos, Ferrocarriles Nacionales, el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología y las secretarías de la Defensa Nacional, de Agricultura y Recursos Hidráulicos y de Pesca. En lo relativo a cuotas de organismos internacionales, previa evaluación de su costo - beneficio, se determinó la permanencia de nuestro país en 106 y se denunciaron 23 tratados.

Para 1988 la política exterior de México seguirá siendo un punto de confluencia y protección de intereses vitales del país. Se continuará apoyando la integración latinoamericana a través del Grupo Contadora, así como la búsqueda de una cabal y justa solución a la deuda latinoamericana, mediante la participación en el llamado Grupo de los Tres: Argentina, Brasil y México.

En el seno de los foros internacionales, se continuarán sosteniendo las tesis de libre autodeterminación de los pueblos, cooperación para el desarrollo, no intervención en asuntos internos, soluciones pacíficas a las controversias e igualdad jurídica de los estados.

Entre las acciones más importantes a desarrollarse en 1988, destaca la intensificación de las relaciones políticas, económicas, culturales y científico tecnológicas, así como el fortalecimiento de la presencia de nuestro país en los foros internacionales.

La Secretaría de Relaciones Exteriores atiende fundamentalmente las cuotas, conforme a tratados que garantizan nuestra participación en la promoción del desarme, la protección de los derechos humanos, la solución pacífica de las controversias y la cooperación internacional. Las dependencias se hacen cargo de las cuotas en organismos internacionales relacionados con su campo de acción, a fin de dar una mayor transparencia al gasto y promover un mayor esfuerzo de racionalización.

A fin de dar cumplimiento a lo anteriormente expuesto, el sector contará con un presupuesto de 282 mil millones de pesos.

Procuraduría General de la República

En el marco del Programa Nacional de Procuración e Impartición de Justicia 1983 - 1988 y con apego al régimen de derecho que nos rige, la Procuraduría General de la República ha realizado acciones tendientes a lograr la reforma jurídica integral que permita satisfacer las demandas de justicia de la sociedad mexicana.

Para ello, se han realizado modificaciones en materia penal y de amparo a nuestro máximo ordenamiento jurídico, simplificando diversos procedimientos penales y civiles, y fortaleciendo la seguridad pública y administración de justicia en las entidades federativas. Destacan las reformas legales incorporadas a la Ley de Amparo y a los códigos Civil, Penal, de Comercio y Federal de Procedimientos Penales.

Durante el período 1983 - 1987, se ha enfatizado la elevación de las remuneraciones y calidad profesional de quienes intervienen en la procuración de justicia, mediante adecuados sistemas de incorporación, capacitación y permanencia, con el apoyo de las tareas encomendadas al Instituto Nacional de Ciencias Penales y la simplificación de procedimientos administrativos.

Asimismo, en ese período se cumplieron convenios de colaboración recíproca con las entidades federativas, que permitieron duplicar el número de agencias del Ministerio Público Federal, para atender a todas las ciudades medias consideradas en el programa sectorial, y se crearon otros organismos de similar rango pero de carácter itinerante, así como 18 delegaciones de circuito para desconcentrar decisiones y procedimientos.

Destaca, entre las políticas y acciones del período, la contribución de la Procuraduría General de la República, a la prevención y combate de los problemas relacionados con el narcotráfico y la farmacodependencia, mediante la Campaña Permanente contra el Narcotráfico.

Para 1988, se continuará la modernización del sistema de procuración e impartición de justicia, al revisar exhaustivamente el orden jurídico y proponer las reformas pertinentes, además de ampliar la cobertura geográfica del servicio del Ministerio Público Federal, a través del Ministerio Público Itinerante, abarcando cerca de 200 poblaciones.

Entre las acciones más importantes a desarrollar en 1988, destaca el fortalecimiento de las acciones de la Campaña contra el Narcotráfico y la Farmacodependencia, en sus fases preventiva y correctiva y la intensificación de las orientadas al mejoramiento de los sistemas de formación, capacitación e investigación en el área de procuración de justicia.

Para el cumplimiento de sus acciones durante 1988, el monto presupuestal del sector ascenderá a 106.0 miles de millones de pesos.

Defensa Nacional

La Secretaría de la Defensa Nacional, realiza acciones dirigidas a proteger la integridad territorial, la independencia y la soberanía nacional y los recursos e instalaciones estratégicas del país.

Asimismo, en coordinación con las autoridades civiles, participa en tareas de alto contenido social, tales como la atención de la población en caso de desastre, apoyo a campañas de reforestación, fitosanitarias y de alfabetización; en este contexto, destaca su contribución en el combate al narcotráfico y a la producción de enervantes.

En el lapso 1983 - 1987, se realizaron acciones de modernización que incluyeron la adquisición de 67 aviones, 12 helicópteros, un simulador de vuelos y 120 vehículos blindados; también se instalaron 27 estaciones meteorológicas, se construyeron 12 cuarteles y una base de reparaciones mayores de aeronaves, y se adquirió la tecnología y la maquinaria para fabricar la pistola de nueve milímetros; asimismo, egresaron 9 mil 935 elementos de diversas escuelas y centros educativos militares.

Para 1988, continuará el apoyo a la elevación del nivel profesional de todos sus elementos, se promoverá la plena utilización de la capacidad de la industria militar, a fin de reducir la dependencia del exterior en ingenios militares, equipos y municiones, y se proseguirá la Campaña contra el Narcotráfico.

Su programa de inversiones está orientado principalmente a la modernización de su equipo, abasto militar e instalaciones, y a contar con los elementos que coadyuven al reforzamiento de la seguridad nacional. Destaca la remodelación de zonas militares, hospitales, instalaciones meteorológicas y escuelas de enseñanza militar superior, así como la adquisición de vehículos terrestres y aéreos para transporte militar y de refacciones mayores para el mantenimiento de la flota aérea militar.

Para el logro de las acciones anteriores, se propone un presupuesto para 1988 de 1,820.6 mil millones de pesos.

Marina

La Secretaría de Marina tiene como principal responsabilidad, garantizar la independencia y soberanía del país, mediante la vigilancia de las costas, mares e islas nacionales, así como la realización de acciones complementarias que coadyuven al desarrollo económico y social del país.

En el lapso 1983 - 1987, se impulsó la modernización del equipo naval, mediante la adquisición de 10 aviones Aviocar, seis helicópteros, así como la rehabilitación de 21 buques patrulla tipo "Azteca" y la construcción de cuatro guardacostas clase "Águila"; asimismo, se apoyó a la industria naval nacional a través de la construcción y reparación de unidades de superficie y aeronavales en astilleros y centros de reparación naval. Asimismo, egresaron 5 mil 610 elementos de las escuelas y centros educativos navales.

Para 1988, la Secretaría de Marina prevé la vigilancia de 220 mil millones de millas náuticas cuadradas en el mar territorial y zona económica exclusiva, y 14.1 millones de kilómetros cuadrados en la faja costera nacional, así como el desarrollo de la industria naval militar y la investigación oceanográfica.

Se desarrollarán acciones orientadas a la prevención y control de la contaminación marina, causada por derrames de hidrocarburos y otras sustancias.

El programa de inversiones para 1988, apoyará la terminación del edificio sede de la dependencia en el Distrito Federal, la construcción de instalaciones en la zona naval de San Blas, Nayarit, la continuación de la base naval de Manzanillo, Colima, la de Lázaro Cárdenas, Michoacán, el centro de capacitación de Antón Lizardo, Veracruz, y el desarrollo del Plan Logístico de Vivienda.

Asimismo, se construirán dos buques logísticos, se terminarán cuatro guardacostas clase "Águila" y se rehabilitarán 21 buques patrulla clase "Azteca".

El logro de las acciones anteriores, requiere de un presupuesto de 592.6 mil millones de pesos.

Hacienda y Crédito Público

El marco rector de las acciones de este sector, lo constituye la política de financiamiento del desarrollo consignada en el Plan Nacional de Desarrollo 1983 - 1988, y los programas financieros del sector público.

En este contexto, se ha apoyado y avanzado en el reordenamiento de la economía y el saneamiento de las finanzas públicas, consolidando el sistema financiero nacional, reorientando las relaciones con el exterior, perfeccionando los sistemas de fiscalización existentes, aplicando políticas de precios y tarifas realistas, y racionalizando los subsidios e incentivos.

La política de financiamiento del desarrollo para 1988, se orientará fundamentalmente a avanzar en el fortalecimiento del ahorro interno, el sistema financiero mexicano, así como las relaciones económicas con el exterior.

Se continuarán adecuando los sistemas de fiscalización, a fin de hacerlos más eficientes y equitativos; se ampliará la presencia fiscal del Estado; se profundizará la reestructuración y saneamiento financiero de las empresas del sector paraestatal, mediante las políticas de precios y tarifas y de productividad; se buscará modernizar los instrumentos de captación de mediano y largo plazo, y se establecerá una política de tasas de interés congruente y acorde a la realidad económica.

Se promoverán adecuaciones a los actuales esquemas de administración tributaria concertadas con estados y municipios, a fin de mejorar sustancialmente sus finanzas e impulsar más eficientemente el desarrollo regional, y se pondrá especial énfasis en la racionalización y descentralización del sistema bancario nacional.

A fin de cubrir los requerimientos de divisas de la economía, la política de crédito se orientará hacia la utilización eficiente y racional de financiamiento externo, lo que permitirá impulsar y mejorar la capacidad de desarrollo del país.

A través de la banca de fomento, se continuará canalizando recursos crediticios hacia los sectores privado y social, a nivel nacional y regional en forma racional y selectiva, para fortalecer el aparato productivo y distributivo en las ramas agropecuaria, pesquera, desarrollo urbano, obras públicas e industriales, principalmente.

Se dará prioridad al apoyo crediticio a ramas prioritarias y a la articulación de cadenas productivas; fomento de ramas modernas que asocien y promuevan la investigación tecnológica a las necesidades de modernización nacional, e impulsen la capacitación y productividad de los cuadros técnicos que requieren el proceso de cambio tecnológico.

A fin de apoyar y consolidar la política de reactivación económica y de cambio estructural, se fortalecerán los esquemas de estímulos fiscales.

Se perfeccionarán los mecanismos que alienten las exportaciones no petroleras mediante programas de apoyo financiero y fiscal, poniéndose especial atención en acciones e instrumentos que coadyuven a mejorar sustancialmente la competitividad de los productos y servicios en el exterior.

Se avanzará en la modernización de la administración aduanera, de tal forma que responda a las exigencias de un mercado externo dinámico y cambiante, en el contexto de la política de apertura comercial de nuestro país.

A fin de estar en condiciones de instrumentar esta estrategia, para 1988 se propone un presupuesto que asciende a $1,287.3 mil millones.

Contraloría General de la Federación

La Secretaría de la Contraloría General de la Federación, en apego a sus atribuciones, durante 1983 - 1987 ha dirigido sus acciones hacia la consolidación del Sistema Nacional de Control y Evaluación, vigilando el cumplimiento de los criterios de racionalidad, eficiencia y honestidad en el manejo de recursos y patrimonios de la nación por parte de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal.

En este sentido, en el período 1983 - 1987 ha logrado: la integración del Sistema de Control y Evaluación Gubernamental, que se orienta hacia la vigilancia de los recursos públicos; un avance importante en la información financiera de las auditorías; el fortalecimiento de la fiscalización del gasto público; una permanente vigilancia de la legalidad y transparencia de los concursos y contratos de obra pública y adquisiciones, para garantizar que en todo momento se obtengan las mejores condiciones para el Estado; importantes avances en materia de simplificación administrativa, que han permitido la eliminación de procedimientos y trámites innecesarios.

Para 1988, en este contexto y en apoyo al cumplimiento de los criterios de disciplina presupuestal y de elevación de la productividad, la Contraloría encaminará sus acciones hacia una mayor coordinación y eficiencia de los instrumentos de control y evaluación del quehacer gubernamental, relativos a la auditoria externa e interna y a la supervisión del ejercicio del gasto público.

Se incrementará la fiscalización de concursos y contratos de obra pública y del desarrollo físico - financiero de las obras federales, evitando desviaciones en cuanto a costo, tiempo y calidad. En el ámbito regional, se proseguirá manteniendo una estrecha coordinación con las entidades federativas para instrumentar las normas y procedimientos de vigilancia del ejercicio del gasto público federal, y asegurar su aplicación en programas prioritarios para el desarrollo regional y nacional.

Para el logro de estas acciones se propone para 1988 un presupuesto de 43.1 mil millones de pesos.

Programación y Presupuesto

En su carácter de dependencia normativa y de apoyo global, la Secretaría de Programación y Presupuesto orienta su actuación al fortalecimiento y coordinación de la planeación del desarrollo.

Durante el período 1983 - 1987, se obtuvieron importantes logros en la consolidación del Sistema Nacional de Planeación Democrática, a través de la formulación y actualización del Plan Nacional de Desarrollo y sus programas derivados. Se intensificó la instrumentación y ejecución de programas regionales CUD y programas de empleo; en materia de información estadística y geográfica, se avanzó en la cobertura nacional cartográfica y se editaron documentos referentes a las estadísticas económicas.

Asimismo, se ordenaron las prioridades sectoriales y regionales, se procedió a un cambio integral en el otorgamiento de transferencias y subsidios, se consolidó el saneamiento de las finanzas públicas, y se avanzó en la desincorporación ordenada de las entidades paraestatales.

La política de gasto para 1988 permitirá dar continuidad a la instrumentación de la política económica destacando el perfeccionamiento de los sistemas de programación, presupuestación, control y evaluación del gasto público federal. Se mantendrá una estricta disciplina y vigilancia presupuestal, a fin de lograr la orientación y racionalidad en el gasto público, sin detrimento de los proyectos prioritarios en ejecución. Se continuará con la reestructuración del sector paraestatal, a través de la desincorporación de organismos y empresas no prioritarias para el desarrollo nacional, y la elevación de la calidad y eficiencia productiva.

Se proseguirá con la descentralización de la vida nacional, con apego a los convenios únicos de desarrollo y de los programas regionales de empleos, como parte de un proceso más amplio, en el cual se incluya la educación superior, la actividad económica industrial y de servicios, el comercio y las finanzas.

Por otra parte, en las acciones de consolidación de la infraestructura de los servicios nacionales de información, estadística y geográfica, destacan las tareas relativas a la publicación del XI Censo General de Población y Vivienda y del VII Censo Agrícola, Ganadero y Ejidal.

Se mantendrá el apoyo al desarrollo tecnológico y científico del país, a través del fortalecimiento del Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología (SINCYT) y la promoción de proyectos de investigación y desarrollo tecnológico, que apoyen esfuerzos en líneas de investigación prioritarias.

Se continuarán otorgando becas para estudios de postgrado nacionales, con el objeto de incrementar el número y la calidad de científicos y tecnólogos, y sólo se darán becas para estudiar en el extranjero cuando los postgrados no se ofrezcan en el país.

Para el cumplimiento de sus atribuciones y actividades institucionales, para 1988 se propone un presupuesto de 319.2 mil millones de pesos.

ESTRATEGIAS ESPECÍFICAS

Inversión Pública

La escasez de recursos, la reordenación económica y el cambio estructural en el sector público, han exigido romper inercias y concentrar los recursos en áreas estratégicas y prioritarias, lo que ha traído como consecuencia que sea la inversión pública, por su naturaleza, el renglón de mayor impacto en el ajuste al gasto.

Entre 1983 y 1986, la inversión física presupuestal ha caído en términos reales como proporción del producto interno bruto, esta caída ha significado pasar de 7.7% en 1982 a 9.3% en 1986, y se estima cerrará en 4.5% en 1987.

En 1987 y de acuerdo a las líneas generales del Programa de Aliento y Crecimiento 1987 - 1988, se estableció como objetivo el crecimiento moderado de la economía. Por ello se planteó por primera vez en el sexenio, que la inversión pública creciera en términos reales, aprovechando la entrada de recursos del exterior.

Para 1988, de acuerdo a las disposiciones financieras, el Ejecutivo Federal ha determinado concentrar los esfuerzos para concluir las tareas emprendidas en los últimos cinco años de esta administración. Consecuentemente, la inversión pública prevista en el presupuesto de 1988, está orientada fundamentalmente a la conservación y mantenimiento de la infraestructura básica y la planta productiva, así como a la terminación de los proyectos y obras prioritarios con un alto grado de avance, y que reporten los mayores beneficios económicos y sociales a la población.

En este sentido, se dará prioridad a la conclusión de proyectos y obras en proceso con un alto grado de avance físico; que incrementen la oferta de bienes y servicios básicos; que tengan un importante efecto multiplicador en los sectores social y privado; que hagan un uso intensivo de la mano de obra, y que contribuyan al esfuerzo de descentralización de la actividad económica e impulsen el desarrollo regional; así, el proyecto de la inversión pública presupuestal para 1988 asciende a 22,414.5 mil millones de pesos. Este monto equivale al 5.5% del PIB y supone un crecimiento del 13.0% en términos reales de la inversión pública presupuestal.

El ejercicio de la inversión en obra pública, se realizará con base en un programa de terminación de obras, el cual incluye un esquema de simplificación de trámites y facilidades a los ejecutores de las obras públicas, tanto en la autorización y adjudicación como en la ejecución y pago. También, se operará por las secretarías de la Contraloría General de la Federación y de Programación y Presupuesto un sistema de seguimiento, fiscalización y evaluación para verificar los avances, detectar oportunamente posibles desviaciones y evitar irregularidades.

En la distribución de la inversión pública a nivel sectorial, destaca la conclusión de las obras de desarrollo social que incrementan la infraestructura hospitalaria y los espacios educativos; las de desarrollo rural y comercio y abasto que incrementan el apoyo a la producción de alimentos y la oferta de productos básicos, así como las industriales y energéticos.

A continuación se presenta un resumen de los principales proyectos y obras prioritarias, a nivel de sector.

Desarrollo Regional y Urbano

Dentro de los programas de desarrollo regional, se continuarán impulsando los proyectos productivos y de infraestructura básica en regiones prioritarias. Se continuarán las obras de construcción de escuelas primarias y secundarias, clínicas, centros de abasto popular, caminos rurales, carreteras estatales, infraestructura hidráulica, así como obras urbanas y de preservación del medio ambiente.

En la zona metropolitana de la ciudad de México, se proseguirá con la ampliación de los sistemas de transporte, agua, drenaje profundo y con los programas de empleo. En particular, se construirá la obra civil del metro ligero de Zaragoza a Los Reyes, y se concluirán las líneas siete y nueve del Sistema Colectivo Metro, con lo que se espera alcanzar una movilización de 6.5 millones de personas diarias.

Dentro del programa de drenaje profundo y de tratamiento de aguas negras, se concluirá la construcción del colector semiprofundo Canal Nacional - Chalco. Se terminará también la segunda etapa de construcción del acueducto perimetral del tramo del Cerro del Judío.

En materia ecológica, se continuará con la instalación de sistemas de control de la contaminación del aire y del agua, y de tratamiento de desechos industriales y urbanos de las zonas más problemáticas.

Dentro de los programas de vivienda, se proseguirá con la ejecución del programa de reconstrucción del conjunto habitacional de Tlaltelolco y el programa emergente de vivienda fase II; asimismo, se continuará impulsando el programa de vivienda para reducir el déficit del país mediante el financiamiento otorgado a través del Fondo Nacional de Habitaciones Populares.

Desarrollo Social

En el subsector salud y seguridad social, la Secretaría de Salud dará prioridad a la terminación del nuevo Hospital Juárez en la ciudad de México, que beneficiará a 870 mil personas con la incorporación de 400 nuevas camas.

Se concluirán también 21 hospitales generales y 128 centros de salud en diversas ciudades de la República, entre los que destacan los hospitales generales de Cuernavaca, Morelos; Puebla, Puebla; Culiacán, Sinaloa; Jojutla, Morelos; Tapachula, Chiapas; Tehuacán, Puebla; Mazatlán, Sinaloa y Ensenada, Baja California, con los que se beneficiará a más de 5 millones de habitantes con la incorporación de cerca de 2 mil camas.

El IMSS terminará la construcción de los cuatro hospitales del Centro Médico Nacional Siglo XXI en la ciudad de México, con los cuales se beneficiará a una población de más de 3 millones de habitantes, al renovarse 716 camas y desconcentrarse los servicios por especialidades en zonas estratégicas de la ciudad. También se terminará la construcción de cinco centros médicos regionales, un hospital de tercer nivel y cinco hospitales generales de zona en el Distrito Federal y en el estado de México.

El ISSSTE terminará la construcción de cuatro unidades médicas de segundo nivel, con las cuales se beneficiarán 116 mil derechohabientes de los servicios médicos especializados. En materia de vivienda, el Fovissste terminará la construcción de 5 mil 148 viviendas en beneficio de 6 mil 520 familias, en 31 módulos sociales en diversas entidades federativas.

En el sector educación, se concluirán 8 mil 427 obras para la construcción y equipamiento de 26 mil 521 espacios educativos, de los cuales 12 mil 136 corresponden a educación preescolar, 7 mil 125 a educación secundaria, 3 mil 455 a educación media superior, universitaria, tecnológica y terminal, 1 mil 701 a educación superior universitaria y tecnológica, 631 a educación normal y 1 mil 403 a educación extraescolar, así como 70 obras especiales para los centros de investigación.

Asimismo, se continuarán los programas de mantenimiento preventivo y correctivo, con la realización de 1 mil 875 obras para reparación de escuelas, y 242 para el reforzamiento de 387 edificios escolares ubicados en zonas con alta sismicidad. Se instalarán 414 bibliotecas y se terminará entre otras obras, la Ciudad de la Investigación en Humanidades.

Desarrollo Rural

En el programa de desarrollo de áreas de temporal, se concluirá el proyecto de San Fernando, Tamaulipas, que incorporará al cultivo 400 mil hectáreas y beneficiará aproximadamente a 50 mil productores. Asimismo, se continuarán los proyectos Proderith, Plan Chiapas.

En el programa de desarrollo de áreas de riego, se terminará la construcción de diversas presas de almacenamiento, entre las que destacan: Trojes, Colima; Santiago Bayacora, Durango; Chilatán, Michoacán; Trigomil y La Pólvora, Jalisco; Ocoroni, Sinaloa; Peña Colorada, Puebla; Jesús María, Guanajuato; Los Carros y Cayehuacan, Morelos y las Agujas, Huiscolco y Mal Paso, Zacatecas. Se continuarán impulsando los proyectos de Elota - Piaxtla y de los ríos Sinaloa y San Lorenzo II en Sinaloa.

En el programa de protección de obras productivas y cauces federales, se concluirá la construcción de la presa Cerro de Oro en Oaxaca, la cual protegerá contra inundaciones a más de 200 mil hectáreas y a varias poblaciones de la cuenca baja del Río Papaloapan. También se terminará la construcción de la sobreelevación de la presa Adolfo Ruiz Cortines, para proteger contra inundaciones a 25 mil hectáreas aproximadamente en el valle de Río Mayo.

Comunicaciones y Transportes

Las actividades del sector se orientará principalmente a la conclusión de proyectos y obras en proceso, a fin de cumplir con los objetivos de modernización de la infraestructura de comunicaciones del país, a través de la construcción de carreteras, vías férreas, puertos y aeropistas.

En el subsector carretero, se dará prioridad a la terminación de los tramos Chihuahua - Hidalgo del Parral, Colima - Manzanillo, México - Toluca, Querétaro - Irapuato, Puebla - Esperanza, Guaymas - Nogales y el Puente de Tampico.

En lo referente al subsector ferroviario, se terminarán 14 kilómetros de obra civil del proyecto vía doble México - Querétaro, y 43 kilómetros de vía doble Los Reyes - Paso del Macho, pretendiendo con ello solucionar el problema de comunicación entre la costa del golfo y la ciudad de México; este avance representa un total de 138 kilómetros del proyecto México - Veracruz. Asimismo, se terminará el tramo correspondiente a Guadalajara - Monterrey.

En lo referente a los proyectos marítimos, se ampliará la capacidad del principal puerto comercial del Pacífico, al concluirse las obras de Manzanillo - Colima; reconstrucción y mecanización de obras para carga y descarga de granos para el abasto de la zona centro en Lázaro Cárdenas, Michoacán; reconstrucción y protección de obras de defensa de Puerto Madero en Chiapas.

En el subsector aéreo, destaca la conclusión de las obras en los aeropuertos de Huatulco, Oaxaca; Cancún, Quintana Roo; Colima, Colima; Tepic, Nayarit; León, Guanajuato; la construcción de talleres para la conservación de aeronaves en la ciudad de México, con lo cual se impulsará el desarrollo regional y turístico.

Industrial

En este sector se seguirán impulsando los programas de cambio estructural y los proyectos estratégicos en sus diferentes ramas.

En la rama siderúrgica, sobresale el impulso y mayor ritmo de Sicartsa II en su etapa preoperativa, a fin de arrancar su operación a mediados de 1988 y los programas de modernización y cambio tecnológico de AHMSA, así como la terminación de la planta NKS en Lázaro Cárdenas, Michoacán.

En fertilizantes, se proseguirá con la construcción de las plantas de urea en Ciudad Camargo, Chihuahua y Lázaro Cárdenas, Michoacán, el complejo de soluciones nitrogenadas en Coatzacoalcos, Veracruz y fertilizantes fosforados en Lázaro Cárdenas, Michoacán.

En el subsector azúcar, se concluirán los proyectos de rehabilitación y optimización de la planta productiva en los ingenios de El Potrero, El Higo, San Gabriel, S.A. y La Gloria en Veracruz; la Compañía de Azúcar de Los Mochis, Sinaloa; La Purísima en Jalisco; Lázaro Cárdenas y Pedernales en Michoacán y la Compañía Industrial Azucarera, S.A. Asimismo, se continuará la modernización de los sistemas de operación en los ingenios de Plan de Ayala, Plan de San Luis y Ponciano Arriaga en San Luis Potosí; Adolfo López Mateos en Oaxaca y Tala en Jalisco.

Energéticos

En el programa de producción petrolera, se concluirá la perforación de 116 pozos de desarrollo en diversas zonas, incorporándose 79 equipos de perforación a los ya existentes. Se seguirán impulsando los proyectos de la sonda de Campeche y el Mezozoico de Chiapas y Tabasco, y se continuará con la construcción de plataformas complementarias de Cantarell y de inyección de agua para la recuperación secundaria de Abkatun.

Dentro del programa de transformación industrial, se terminará la construcción de la segunda etapa de la refinería de Salina Cruz, Oaxaca, que forma parte del proyecto petrolero del Pacífico; la segunda etapa periférica de Tula; el complejo petroquímico Morelos; y las plantas de procesamiento de gas, entre otras obras.

En el programa de comercialización, se remodelarán y modernizarán las terminales de Salina Cruz, Pajaritos, Ciudad Madero, Mazatlán, Lázaro Cárdenas y Manzanillo, y se ampliarán las terminales de Culiacán, Navojoa, Ciudad Obregón, Villahermosa, Querétaro, San Luis Potosí y Mexicali. Asimismo, se concluirá la red nacional de ductos y se proseguirán las obras portuarias en Pajaritos, Salina Cruz, Manzanillo y Ciudad Madero, a fin de mantener en operación las instalaciones para el movimiento de productos por vía marítima.

En el subsector eléctrico, se concluirá la primera unidad del proyecto de Laguna Verde, y se continuarán las obras de la segunda unidad. Se terminará la construcción de la segunda unidad de la geotermoeléctrica Los Azufres en Michoacán, y de cuatro unidades de la geotermoeléctrica Los Humeros de Veracruz. Asimismo, se terminará la construcción de dos unidades de la termoeléctrica Manzanillo II en Colima, y las unidades tercera y cuarta de la termoeléctrica Puerto Libertad en Sonora.

Se incrementará la capacidad de transformación del sistema interconectado nacional y la red nacional del sistema de líneas de distribución, mediante la terminación de diversas obras.
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Adquisiciones

Como en los años anteriores, las adquisiciones de bienes muebles que realiza el sector público tienen especial relevancia en la reactivación económica del país, al dirigir su poder de compra hacia el logro de los objetivos establecidos en el Plan Nacional de Desarrollo, especialmente al apoyo que se brinda al Programa de la Defensa de la Planta Productiva y del Empleo, propiciando con ello la inversión en el desarrollo de nuestra industria y estimulando, por otro lado, la oferta de bienes y servicios socialmente necesarios.

Para asegurar el logro de estos propósitos, se continuarán aplicando disposiciones relativas a la adquisición de bienes, dando preferencia a los de procedencia nacional y regional; así como a aquéllos cuyos insumos, materiales, equipos, sistemas y servicios tengan incorporada tecnología nacional.

En este sentido, se han logrado importantes avances en materia de sustitución de importaciones, a través de las Comisiones Consultivas Mixtas de Abastecimiento, con la participación directa tanto del sector público, como de los sectores productivos del país; de tal forma que, mediante la oportuna planeación y programación de las adquisiciones, es factible que las dependencias y entidades determinen sus necesidades y que los proveedores definan los bienes o líneas de bienes susceptibles de sustituirse, garantizando en todos los casos la competitividad en precios, calidad y oportunidad.

Se destaca que la adopción y ejecución de los programas generados, no sólo ha favorecido la sustitución de importaciones, sino que dentro del área de exportaciones, ha habido una mejora sustancial al presentar productos con alta calidad de acuerdo a los estándares solicitados por los órganos gubernamentales.

Cabe señalar que uno de los principales elementos orientadores para los programas de producción de los proveedores, lo constituye el Programa Anual de Adquisiciones que elabora el gobierno federal, ya que les permite dirigir sus esfuerzos de manera racional y acorde a los programas prioritarios del gobierno, con base en la política de racionalización en el ejercicio del gasto. Asimismo, lo anterior se refleja en el abastecimiento oportuno de bienes y servicios y consecuentemente en el fortalecimiento de la infraestructura económica.

Asimismo, y derivado de la situación económica actual, es necesario que se continué con la política de sujetar las adquisiciones de bienes y servicios a criterios de racionalidad, austeridad y disciplina. Con el propósito de lograr las mejores condiciones para el Estado, en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes, las adquisiciones de todo tipo de bienes y servicios se realizarán a través de licitación pública, o en su caso, a través de los procedimientos que prevén los ordenamientos legales correspondientes.

Con lo anterior, se garantiza la libre concurrencia de quien así lo desee, incrementándose la cantidad de proveedores participantes, para que las dependencias y entidades cuenten con un mayor número de alternativas de selección en beneficio del Estado.

Por otra parte, mediante el poder de compra del sector público y dentro de las acciones que se han establecido en áreas prioritarias y de bienes cuya producción es deficitaria, o no existe fabricación en el país, se puede mencionar la implementación de adquisiciones consolidadas con cuyo mecanismo se han obtenido grandes resultados, ya que además de asegurar el abasto del sector público de bienes tradicionalmente desabastecidos, propicia la sustitución de importaciones, el ahorro de divisas y la reactivación de la planta productiva.

En materia de simplificación administrativa, se han logrado avances significativos con el propósito de reducir trámites e instancias innecesarias y agilizar el proceso de abastecimiento, para lo cual se han tomado diversas medidas tendientes a eliminar requisitos y autorizaciones previas en los procedimientos de adjudicación.

Asimismo, se sigue promoviendo la descentralización de las adquisiciones, a fin de que los trámites se ejecuten y resuelvan en los mismos lugares en que se originan. Asimismo, se están delegando facultades hacia los servidores públicos subalternos, para garantizar una mayor oportunidad y flexibilidad en la toma de decisiones.

Es importante destacar que se ha remitido a esa honorable Cámara, la iniciativa de reformas y adiciones a las leyes de Obras Públicas; Adquisiciones, Arrendamientos y Prestación de Servicios relacionados con bienes muebles; General de Bienes Nacionales y General de Deuda Pública para adecuar dichos ordenamientos, en función de las disposiciones establecidas en la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, conservando siempre el espíritu del artículo 134 constitucional. Cabe indicar que dentro de las adecuaciones se considera, acorde a la legislación aplicable a las entidades, el principio básico de autonomía de gestión, con lo que se verán reforzados sus órganos de gobierno y en consecuencia, se coadyuvará a la corresponsabilidad en el manejo del gasto.

Asimismo, se presentan en dicha iniciativa, otras modificaciones orientadas a reforzar el proceso de simplificación administrativa y a solucionar diversos aspectos de la aplicación diaria de las leyes que son objeto de reformas.

Transferencias

El Plan Nacional de Desarrollo estableció, dentro de las acciones para reorientar la política económica, una reevaluación de los criterios bajo los cuales se otorgarían subsidios a los distintos agentes económicos: para las empresas públicas, están sujetos a criterios de racionalidad y eficiencia; para otras actividades en beneficio de la comunidad, se replantearían bajo esquemas de selectividad, racionalidad y transparencia; para bienes y servicios comerciales, serían condicionados y explícitos. En general, se buscaba reestructurar el sistema de subsidios con un propósito claro de redistribución de ingresos, eliminando paulatinamente el alto costo del sistema de subsidios implícitos que predominaba en la economía nacional, ya que ello produce distorsiones económicas y sociales poco favorables.

Esta política está estrechamente vinculada con los programas de cambio estructural, en especial en lo referente al redimensionamiento del sector público, al saneamiento financiero y a la reestructuración de las empresas públicas y a la apertura de la economía mexicana al mercado internacional.

El esfuerzo que se ha realizado para elevar la productividad y eficiencia, tanto en el sector público como en el privado y social, ha resultado en una reducción del peso relativo de los subsidios y transferencias dentro de la economía. Así, las transferencias y subsidios en el presupuesto del gobierno federal absorben todavía una elevada proporción del gasto, aunque el esfuerzo realizado en estos cinco años ha permitido reducirlo de 8.3% del PIB en 1982 a 5.8% en 1987.

El mayor ajuste se ha realizado en las transferencias otorgadas a las entidades públicas en presupuesto, como resultado de la aplicación de una política de precios y tarifas más flexible y realista enmarcando en un programa integral de saneamiento financiero y de compromisos de productividad y eficiencia. También contribuyó de manera significativa el cambio estructural en Conasupo, al fortalecer su papel regulador en el abastecimiento de granos y productos básicos se deja que la industria concurra directamente al mercado para abastecerse de sus materias primas; y se concentran los subsidios directamente en los básicos de consumo generalizado. Por su parte, las transferencias a entidades fuera de presupuesto bajaron 1.5 puntos porcentuales del producto entre 1982 y 1987.

Para 1988 se plantea continuar con la política de disminución selectiva de las transferencias y subsidios, aplicando criterios de selectividad, temporalidad, transparencia y condicionando su otorgamiento a la promoción de las actividades estratégicas y prioritarias de acuerdo a los compromisos de cambio estructural.

El proyecto de presupuesto para transferencias asciende a 22,273.5 mil millones de pesos, que representa un incremento nominal de 111.1% respecto a la estimación de cierre de 1987 y que significa una disminución real de 1.3%. En términos del producto interno bruto, representa el 5.5%, o sea que baja en 0.3 puntos porcentuales respecto a 1987.

En la estructura de las transferencias destacan las destinadas a las entidades en presupuesto, que se incrementan en 118.6% respecto al cierre estimado de 1987, o sea que sube en términos reales 2.2%, debido a las mayores transferencias a las entidades con compromisos de cambio estructural. Por este motivo, se aumentan sustancialmente los apoyos a Fertimex y a las empresas siderúrgicas, para sufragar los montos de inversión y el costo de la curva de aprendizaje de las plantas que inician operaciones; a Ferronales para la rehabilitación de vías férreas comprometidas dentro de su programa de modernización, y a CFE para financiar el 10% de su programa de inversión, tal y como está estipulado en el convenio de rehabilitación financiera firmado en septiembre de 1986, entre otros. También destacan los apoyos para el gasto de pasivo e intereses, especialmente a Conasupo y a la CFE.

Las transferencias que se canalizarán a las entidades no controladas ascienden a 12,932.8 mil millones de pesos, que representa un crecimiento de 100.0% respecto al cierre estimado de 1987. Este crecimiento refleja una baja de 6.5% en términos reales. Esta reducción afecta principalmente a las entidades fuera de los sectores de educación y salud, los cuales registrarán incrementos en términos reales.

En la distribución por sectores económicos sobresale la proporción destinada al desarrollo social, que absorberá el 28.8% del total; al sector educativo 23.3% y el 5.5% restante a salud y laboral. En relación al cierre estimado para 1987, éstos representan un incremento de 6.2 puntos porcentuales, o sea un aumento de 169.4% nominal y de 25.9% en términos reales. Este importante avance se explica por el apoyo a las entidades del modelo de educación superior para su gasto en sueldos y salarios y para la operación de los hospitales y centros de salud.

El sector industrial incrementará su participación del 11.7% a 14.9%, debido principalmente a los apoyos a la modernización y cambio tecnológico en Fertimex y en las empresas siderúrgicas.

En contraste, disminuye la participación de los sectores comunicaciones y transportes, desarrollo rural, y regional y urbano, como resultado de un mayor fortalecimiento a la capacidad de generación de ingresos de las entidades de estos sectores, principalmente en los casos de servicios postal, telégrafos, ASA, Caminos y Puentes, DDF, Ruta - 100 y Metro, entre otros.
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Descentralización y reconstrucción

Para alcanzar los objetivos nacionales de redistribución del ingreso y del mejoramiento del bienestar de la población, desde su inicio, estableció como prioridad la descentralización de la vida nacional. Las acciones emprendidas para avanzar hacia ella adquirieron mayor urgencia después de los sismos de 1985, por lo que desde entonces se han identificado de manera especial los recursos y programas de descentralización y reconstrucción.

Descentralización administrativa

Dentro de las principales actividades realizadas durante el presente régimen, resaltan las dirigidas a convertir a los estados y municipios en los orientadores de su propio desarrollo; a reafirmar las bases para revertir la tendencia concentradora de la zona metropolitana de la ciudad de México; a ampliar el desarrollo cultural de las regiones, y a proseguir el reordenamiento de las funciones y atribuciones de la administración pública federal.

En este esquema, la descentralización administrativa está permitiendo obtener mayores resultados en un menor plazo, impulsando la transferencia de áreas operativas y de servicios a los gobiernos de los estados, reformando y ampliando facultades a las representaciones estatales y mediante la reubicación del personal y de entidades y unidades administrativas en el interior del país.

Así la Secretaría de Salud consolidó en 1987 la tranferencia de los servicios a población abierta en las 12 entidades federativas donde ese proceso se había iniciado a partir de 1985 y se firmó el acuerdo con otro estado más. Para 1988 el sector llevará a cabo la descentralización de los servicios de salud en dos entidades federativas adicionales.

La Secretaría de Educación Pública, por su parte, durante 1987 concluyó la descentralización de los servicios de educación básica normal en las 31 entidades y se instalaron los 31 Consejos Estatales de Educación Pública. Para 1988 el propósito de la secretaría será fortalecer el proceso de descentralización en coordinación con los gobiernos locales.

La Secretaría de Comunicaciones y Transportes ha descentralizado, hasta esta fecha, la Junta Local de Caminos a 14 estados, quedando bajo responsabilidad de los propios gobiernos. En 1988 se continuará trabajando para llevar a cabo esa acción en los 17 estados restantes.

Asimismo, para fortalecer el desarrollo de las economías regionales, hasta 1987 se han transferido 36 empresas paraestatales y fideicomisos a 23 gobiernos estatales; en 1988 se realizará la transferencia de tres paraestatales más: Impulsora Minera Industrial a Baja California; Minerales no Metálicos a Guerrero, y Productos Químicos Vegetales a Oaxaca.

Para fortalecer la toma de decisiones de las dependencias federales al interior de los estados, las secretarías de Agricultura y Recursos Hidráulicos, Reforma Agraria, Pesca, Energía, Minas e Industria Paraestatal, Comunicaciones y Transportes, Desarrollo Urbano y Ecología, Turismo, Gobernación, Relaciones Exteriores, Hacienda y Crédito Público, Programación y Presupuesto, Comercio y Fomento Industrial, así como la Procuraduría General de la República, han mantenido en forma permanente la revisión de las facultades y atribuciones de sus representaciones estatales, con el objeto de prestar con mayor eficiencia los servicios públicos que demandan la sociedad, mejorando de ese modo la calidad y oportunidades de respuesta de las instituciones.

De la misma manera, para complementar las funciones conferidas a los centros regionales de decisión creados en 1985 y 1986 en los estados de Jalisco y Nuevo León, las secretarías de Gobernación, Turismo, Comercio y Fomento Industrial y de Relaciones Exteriores establecieron coordinaciones con responsabilidades de carácter regional. Conforme a sus programas de descentralización, en 1988 continuarán revisándose las atribuciones a desconcentrar, con el propósito de seguir ampliando las funciones y facultades otorgadas a las delegaciones de los estados, así como de las de índole regional.

En el traslado y reubicación de empleados federales y de organismos públicos, la descentralización muestra importantes avances en los distintos sectores. La Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos ha concluido el traslado fuera de la zona metropolitana de la ciudad de México de las siguientes entidades paraestatales: la Comisión de Zonas Áridas, el Centro Nacional de Investigaciones Agrarias, la Forestal Vicente Guerrero, Nutrientes Mexicanos y el Fideicomiso para Obras de Infraestructura Rural. Para 1988 habrá que culminar el traslado de Alimentos Balanceados de México, del Fondo Ganadero, de la Productora Nacional de Semillas y de la Comisión Nacional de Fruticultura, cuyo proceso se encuentra adelantado; así como del Fideicomiso del Riesgo Compartido, del Fideicomiso de la Palma, el Instituto Nacional de Capacitación del Sector Agropecuario, Servicios Ejidales, S.A. y Tabacos Mexicanos, que en todos los casos está iniciándose su reubicación.

La Secretaría de Pesca concluirá en 1988 la desconcentración de sus direcciones generales de Acuacultura y de Infraestructura Pesquera, así como de la Contraloría Interna de los estados de Hidalgo, Baja California, Yucatán y Sinaloa. De igual modo, habrá de finalizar el cambio del Instituto Nacional de la Pesca a sus 13 centros regionales de investigación y terminar la construcción de los tres centros de coordinación de investigaciones pesqueras del litoral del Pacífico, del Golfo y del Caribe.

La Secretaría de Comunicaciones y Transportes consolidó la reubicación de Caminos y Puentes Federales de Ingresos en los estados de Morelos, Querétaro y Tlaxcala; la empresa de Turboreactores, así como el Centro de Adiestramiento de Aviación Civil, se trasladaron a los estados de Querétaro y México, respectivamente. Para 1988 se concluirá la desconcentración de Servicio de Dragado y de la Dirección de Proyectos de Carreteras.

La Secretaría de Marina, en 1988 continuará con su programa de reubicación de las áreas de Investigaciones Oceanográficas y de Contaminación Marina en Manzanillo; del área de Talleres Generales en Tampico; de Construcción Naval e Ingeniería de Planta en Salina Cruz y de las Jefaturas de Operaciones Navales en siete estados.

Por su parte, la Secretaría de Programación y Presupuesto tiene avances considerables en la desconcentración de Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI) en el estado de Aguascalientes y en sus 10 unidades regionales. Los proyectos de construcción de vivienda para sus trabajadores, así como de las instalaciones de INEGI, se concluirán en 1988, trasladándose un total de 3 mil trabajadores a esa entidad.

La Secretaría de Energía, Minas e Industria Paraestatal continúa con el establecimiento del Centro Minero Nacional en la ciudad de Pachuca; en 1988 habrá de concluir el traslado de la Comisión de Fomento Minero, del Fideicomiso de Minerales no Metálicos, del Consejo de Recursos Minerales y de la Dirección General de Minas. Asimismo, se concluirá la transferencia de las empresas Impulsora Minera Industrial, de Minerales no Metálicos y de Productos Químicos Vegetales a los gobiernos de los estados de Baja California, Guerrero y Oaxaca, respectivamente.

En cuanto al traslado de empleados hacia el interior de la República, se tiene un avance de más del 50%. La meta fijada es lograr la reubicación de 70 mil trabajadores al finalizar 1988, lo cual se obtendrá en forma paralela a la conclusión de los programas de transferencia de entidades federales a los estados.

De conformidad con las estrategias y compromisos señalados por el gobierno federal, durante 1988 se proseguirá con el proceso de descentralización de la vida nacional que es, como se ha expresado, necesidad política y necesidad económica y social.

El traslado de empresas paraestatales y fideicomisos estará orientado a fortalecer las estructuras sociales y productivas, propiciando con ello, un efecto positivo en las políticas de desarrollo de las entidades en donde sean asentadas, fundamentalmente hacia aquellas regiones que cuenten con programas y proyectos prioritarios, con objeto de sentar las bases de nuevos centros de desarrollo.

En el marco del programa de descentralización se incluirán acciones para consolidar los polos de desarrollo de Altamira, Salina Cruz - Istmo de Tehuantepec y de Sanfandila, Querétaro, para que cuenten con bases firmes que les permitan absorber, en el mediano plazo, flujos importantes de actividades industriales y de servicios.

Reconstrucción

El Programa de Reconstrucción instrumentado para reponer la infraestructura dañada por los sismos de septiembre de 1985, también ha planteado el reto de distribuir mejor los recursos entre las distintas regiones y abrir nuevas vías con el fin de reordenar los servicios.

En lo que se refiere al Fideicomiso Fondo Nacional de Reconstrucción, al término de 1987 ha sido dispuesta la totalidad de sus recursos, asignados a rehabilitar y reordenar los servicios de atención a la educación y a la salud, así como la reconstrucción de viviendas.

Por otro lado, el Ramo XXXI "Reconstrucción" del Presupuesto de Egresos de la Federación, destinó 102 mil millones de pesos al mismo fin.

En servicios educativos entre 1985 y 1987, el Departamento del Distrito Federal reconstruyó y rehabilitó 1 mil 650 escuelas, y el CAPFCE rehabilitó, construyó y reforzó 423 planteles. Asimismo, los inmuebles dañados del Instituto Politécnico Nacional se rehabilitaron totalmente.

Es importante señalar que dentro del presupuesto del sector educativo, para 1988 se canalizan recursos para terminar el reforzamiento de las estructuras de diversos planteles.

En el sector salud, la reconstrucción  ha pretendido no sólo recuperar lo perdido sino, además, reordenar los servicios e incrementar su capacidad, a fin de disminuir rezagos, acercar los servicios a los usuarios y racionalizar los sistemas para mejorar la atención a un importante grupo de población.

La Secretaría de Salud entre 1985 y 1987, rehabilitó las unidades dañadas y construyó seis nuevos hospitales de 144 camas cada uno. En el Hospital Juárez se continuarán en 1988 las obras de reposición, con recursos aportados por la Lotería Nacional. Por su parte. el IMSS proseguirá con los trabajos para la reconstrucción del Centro México "Siglo XXI", que finalizará en 1988.

Por su parte, el ISSSTE finalizó en 1987 la reconstrucción y reforzamiento de las estructuras de las clínicas - hospital dañadas, sobresaliendo los hospitales generales Gonzalo Castañeda y 1o. de Octubre. En 1988 terminará la construcción e iniciará la operación de un nuevo hospital de 144 camas en el oriente de la ciudad de México. Por su parte, el Departamento del Distrito Federal realiza obras de ampliación, remodelación y equipamiento de ocho hospitales que se construyen en 1987. En vivienda, se terminó la construcción de 48 mil 800 viviendas en 1987 por parte de la entidad Renovación Habitacional Popular, que finalizó sus funciones. Para 1988 el programa denominado Fase II (predios no expropiados), atenderá 7 mil 636 acciones de vivienda para beneficiar a igual número de familias, y el Programa de Reconstrucción Nonoalco Tlatelolco, concluirá la reparación de los 32 edificios, con 4 mil 488 departamentos.

Servicio civil

La administración del personal al servicio del Estado se ha enfocado a elevar el nivel de bienestar socio - económico, especialmente de los trabajadores con menores ingresos, y al desarrollo profesional de los servidores públicos, induciendo de esta manera el incremento en la eficiencia y productividad en las actividades propias del gobierno federal.

De esta forma, política salarial del gobierno federal que ha sido concentrada con la Federación de Sindicatos de Trabajadores al Servicio del Estado por conducto de la Comisión Intersecretarial del Servicio Civil, ha tenido como propósito fundamental la protección del salario de los trabajadores y el mejoramiento de las presentaciones económicas y de seguridad social, de acuerdo a la capacidad económica del gobierno federal.

Las acciones más relevantes de la política salarial de 1987 se enfocaron a los siguientes aspectos:

- Incrementar las remuneraciones del personal federal en los meses de enero, abril, julio y octubre, en forma porcentual decreciente conforme al nivel de percepciones y responsabilidades de cada puesto; con esto se logró abatir parcialmente el rezago salarial del tabulador general del gobierno federal.

En todos los casos se tomó como base el porcentaje de aumentos otorgados en cada período al salario mínimo general, beneficiando con ello fundamentalmente al personal con menores ingresos.

- Rezonificar diversos municipios ubicados en zonas turísticas, petroleras, fronterizas e industriales.

- Incrementar los haberes del personal de las Fuerzas Armadas, haciendo más compatible el nivel de los sueldos con las funciones y responsabilidades.

- Mantener la homologación funcional y salarial de las ramas médica, paramédica y afines del sector salud, habiéndose profundizado en las acciones de capacitación, a fin de incrementar los niveles de productividad y eficiencia en los servicios que se presentan a la población.

- Avanzar en la retabulación de los puestos del personal docente y del sector salud, a fin de contar con una estructura salarial congruente con las características específicas del sector, así como el mejoramiento del esquema de prestaciones.

- Instrumentar la primera fase del esquema de educación básica para el personal docente de educación preescolar, primaria, secundaria y grupos afines, con lo cual se establecen las bases para la profesionalización y superación académica de los maestros y se apoya el mejoramiento del nivel de preparación escolar del alumno.

- Incrementar en 100% la prima quinquenal y en 300% la despensa.

- Actualizar las sumas aseguradas de los seguros colectivos de vida y de retiro en 213%.

Por otra parte, se han promovido, auspiciado y fomentado las acciones de capacitación del personal en los diferentes niveles educativos, así como las becas para especialización y postgrado, en el marco del Programa Nacional de Capacitación y Productividad, con el propósito de posibilitar el desarrollo profesional y laboral de los trabajadores y, consecuentemente, elevar la calidad de los servicios e incrementar la productividad.

Adicionalmente a lo anterior, como parte de las medidas de austeridad y racionalización del gasto público, se ha continuado el proceso de optimizar la utilización de plazas a fin de absorber las nuevas necesidades de los sectores prioritarios de salud, educación, procuración e impartición de justicia y seguridad nacional.

Para el ejercicio fiscal de 1988, al igual que en años anteriores, el Ejecutivo Federal, conjuntamente con la representación de los Trabajadores al Servicio del Estado y la Comisión Intersecretarial del Servicio Civil, definirá un paquete salarial que permita conservar el poder adquisitivo de los trabajadores y avanzar en la conformación de una estructura salarial congruente, justa y equitativa. Asimismo, es propósito fundamental la instrumentación de medidas que permitan continuar fortaleciendo el esquema de prestaciones económicas y de seguridad social.

En materia de sueldos de los servidores públicos superiores y de mandos medios, se seguirá la política instrumentada en 1987 de otorgar aumentos en porcentajes similares y al mismo tiempo en que se modifique el salario mínimo burocrático, a efecto de mantener una política salarial equitativa.

Por último, con el propósito de mejorar la calidad  y productividad a cargo del gobierno federal y de coadyuvar a la superación integral de los trabajadores, se continuarán promoviendo y fomentando las acciones de capacitación y desarrollo de personal.
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Reestructuración de la administración pública federal

Las acciones en materia de reestructuración administrativa del sector público, emprendidas por el Ejecutivo Federal desde el inicio del régimen, han tenido por objeto impulsar la modernización a nivel global, sectorial e institucional, a fin de que la infraestructura administrativa apoye la consecución de los objetivos, estrategias y políticas del Plan Nacional de Desarrollo, dentro de un marco de racionalidad, simplificación, productividad y disciplina financiera.

En estricto apego a estos propósitos se han realizado esfuerzos para redimensionar el tamaño de la administración pública en sus ámbitos central y paraestatal, con el doble propósito de: reforzar las áreas prioritarias y estratégicas y reestructurar las áreas administrativas mediante la realización de acciones que permitan hacerlas más eficientes y productivas. Todo ello en el marco de la política del cambio estructural.

En este contexto, la tarea de compactación de las estructuras orgánicas básicas de la administración pública central ha permitido en 1987, mantener el esfuerzo de racionalización llevado a cabo desde 1983, el cual se ha traducido en una reducción de 153 unidades organizacionales a nivel de Subsecretaría, Oficialía Mayor, Coordinación General y Dirección General con relación a las existentes en 1982, lo que presenta un 23% de decremento.

Cabe puntualizar que el proceso de redimensionamiento de la administración pública central tiende a que las estructuras organizacionales sean congruentes con los aspectos operativos y funcionales, posibilitando de esta forma la transparencia administrativa y el fortalecimiento de las acciones gubernamentales.

Dentro de las acciones de reestructuración administrativa del gobierno federal, cabe destacar el proceso de desincorporación de entidades paraestatales no estratégicas ni prioritarias, de conformidad con la Constitución Política y los lineamientos del Plan Nacional de Desarrollo.

Este proceso tiene como objetivo fundamental fortalecer el carácter rector del Estado en el desarrollo nacional, en el marco de nuestra ley fundamental.

Asimismo, cabe señalar que se inscribe en el marco de la política de cambio estructural, la cual está orientada a incrementar la productividad, eficiencia y competitividad del aparato productivo estatal.

En este contexto, se han realizado acciones encaminadas a: liquidar o extinguir entidades que ya cumplieron con sus objetivos o que carecen de viabilidad económica; vender empresas no estratégicas ni prioritarias cuya operación puede efectuarse en los sectores social o privado; fusionar aquéllas en las que se puede mejorar el uso de los recursos mediante la integración de los procesos productivos, comerciales y administrativos; y, por último, transferir a gobiernos estatales, empresas públicas que inciden en el desarrollo regional.

Con base en estos criterios, el gobierno de la República inició desde diciembre de 1982, acciones de redimensionamiento del sector paraestatal, el cual contaba a esa fecha con 1 mil 155 entidades. Desde entonces 716 entidades fueron objeto de desincorporación: 163 fueron vendidas, 344 liquidadas o suprimidas, 93 fusionadas y 46 transferidas a los gobiernos estatales. Adicionalmente, de acuerdo a la Ley  Federal de Entidades Paraestatales promulgada en mayo de 1986, se excluyeron 35 empresas minoritarias y 35 fideicomisos de mandato, los cuales dejaron de considerarse como entidades paraestatales. Cabe señalar que a lo largo del sexenio, únicamente se han creado 63 entidades de servicios; es así que a la conclusión de los procesos antes mencionados, se contará con 502 entidades paraestatales.

Es necesario precisar que el proceso de desincorporación de entidades es gradual y dinámico, por lo que durante 1988 se seguirán revisando las entidades vigentes, bajo los criterios antes apuntados. Sin embargo, es conveniente reiterar que el Estado no se desprenderá de las empresas estratégicas que señala el artículo 28 constitucional, ni de aquéllas que tengan fines de servicio público social, cuya creación y funcionamiento derivan de ley o decreto del Congreso de la Unión o del  Ejecutivo Federal. Asimismo, se continuará fortaleciendo la presencia estatal en aquellas entidades consideradas como prioritarias.

PROYECTO DE PRESUPUESTO DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA

Poderes

El fortalecimiento de la autonomía y el respeto mutuo entre los Poderes de la Unión, son elementos de un equilibrio indispensable en un régimen democrático para garantizar el legítimo ejercicio de las facultades que la Constitución y las leyes les confieren. Ello coadyuva al logro de los objetivos que la propia Constitución le fija y a la consolidación del gobierno de la República.

Las acciones llevadas a cabo por la honorable Cámara de Diputados y por el Senador de la República, se ha orientado al perfeccionamiento del marco jurídico y político, que fortalece al estado de derecho y mantiene vigente la libertad individual y colectiva, en condiciones de igualdad y justicia.

Para mantener la continuidad de sus actividades, el Poder Legislativo, en ejercicio de su autonomía, envió para su incorporación al Presupuesto de Egresos de la Federación, un presupuesto que asciende a 106.5 miles de millones de pesos y que, comparado con el del ejercicio anterior, significa un crecimiento de 137.2%.

El Poder Judicial, frente a una sociedad en permanente transformación tiene como función sustancial preservar la libertad y la paz social, mediante la aplicación del orden jurídico emanado de la Constitución.

Las reformas y adecuaciones al texto de la Constitución y a otros ordenamientos legales, durante el período 1985 - 1987, constituyen un avance sustancial en la revisión, actualización y perfeccionamiento de los mecanismos y sistemas de administración de justicia para reafirmar el orden constitucional que da vigencia y salvaguarda las garantías individuales y sociales.

Con el propósito de continuar en las tareas de modernización de la administración de justicia, el presupuesto enviado por el Poder Judicial, en ejercicio de su autonomía, asciende a 192.8 mil millones de pesos; comparado con el cierre del año anterior se incrementa en 125.5%.
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Sector central

Para 1988 el proyecto de presupuesto de la administración pública central asciende a 45, 474.2 mil millones de pesos, con un crecimiento nominal de 116.0%. De este monto el 51.0% corresponde al gasto directo y el 49.0% a las transferencias a entidades públicas.

Este gasto permitirá llevar a cabo las acciones para apoyar el mantenimiento y mejoramiento de los servicios básicos en materia de educación, salud y seguridad social y vivienda. Especial énfasis se continuará otorgando a la descentralización de la vida nacional mediante el fomento de obras de infraestructura urbana, vivienda y servicios básicos en ciudades medias.

Se restringirán las erogaciones por concepto de materiales, suministros y servicios generales y se evitarán nuevas contrataciones salvo en los sectores de educación, salud y seguridad nacional. De esta forma se pretende liberar recursos para apoyar el programa de inversión pública, que se orientará al mantenimiento y conservación de la infraestructura básica y social, así como a la conclusión de los proyectos prioritarios que inciden en la generación de empleos y aumentan la infraestructura económica y social.

En cuanto a su estructura económica, el gasto corriente de las dependencias y poderes, excluyendo transferencias, crecerá en 115.9% debido fundamentalmente al aumento en el renglón de servicios personales, en especial para el magisterio nacional; en contraste, los renglones de servicios generales, materiales y suministros y erogaciones extraordinarias crecen en sólo 44.4%.

La inversión física directa crece 141.1% en términos nominales, o sea 12.7% en términos reales. La mayor parte será canalizada al mantenimiento y terminación de obras en proceso de los sectores de comunicaciones y transportes, agricultura y recursos hidráulicos y desarrollo regional.

Las transferencias totales al sector público paraestatal crecerá en 111.1%, lo que significa una reducción de 1.3% en términos reales.
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Sector paraestatal

El sector paraestatal contribuye  de manera fundamental al logro de los objetivos económicos y sociales y al ejercicio de la rectoría de Estado dentro del marco constitucional de la economía mixta.

Con objeto de fortalecer este papel, la actual administración puso en marcha un programa de cambio estructural y modernización que, aunque sea un proceso gradual, empezó a dar resultados en estos últimos años del régimen.

A las empresas en presupuesto, se les exigió compromisos de productividad y racionalización de recursos y se les apoyó en sus programas de cambio estructural y renovación tecnológica, eliminando líneas de producción obsoletas, no rentables o no estratégicas o prioritarias.

Como efecto de esta política, se redimensionó el sector en presupuesto: se eliminó una entidad al consolidar sus actividades en otra empresa; se cerró otra por obsoleta, y se fusionaron cuatro para racionalizar operaciones.

Con ello, se ha reducido el peso relativo del subsidio a la operación de estas empresas, a la vez que se hizo transparente y condicionado a metas de productividad y de operación.

Por el lado de la producción, se han reordenado los procesos de fabricación, incorporando tecnologías modernas, que han permitido a las empresas competir en el mercado internacional. En este sentido destaca el esfuerzo realizado en las empresas siderúrgicas, Dina, Sidena y Fertimex.

Para 1988, el sector paraestatal en presupuesto continuará avanzando en sus distintos programas de cambio estructural y saneamiento financiero. En especial, se consolidará el proceso en Dina y Fertimex, firmando convenios de rehabilitación y asunción de pasivos con el gobierno federal; así como en Azúcar, S.A., que continuará con las medidas de desincorporación y cambio estructural.

El proyecto de presupuesto de gasto programable para el sector paraestatal asciende a 54.1 billones de pesos, lo que significa un incremento en términos nominales de 127.9% y de 6.5% en términos reales. Por segundo año consecutivo, el mayor crecimiento se registrará en el renglón de inversión física, que en 1988 ascenderá a 14.1 billones de pesos, un aumento sobre el cierre estimado para 1987 de 22.8% en términos reales, por su parte, el gasto de operación también crecerá en términos reales 2.7% debido al incremento programado en los niveles de producción.

Las empresas de mayor crecimiento en términos de gasto son Sicartsa, Forestal Vicente Guerrero, ASA y la CFE.
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Resultado presupuestal

Para 1988 el sector público presupuestal plantea un superávit primario de 5.3% del PIB como resultado de mantener el gasto programable en 22.0% del PIB, y elevar los ingresos a 29.8%, así como las participaciones a los estados y municipios y las Adefas a 3.5% del PIB. Este esfuerzo de las finanzas públicas permitirá continuar apoyando la recuperación moderada de la economía con estabilidad financiera.

Para el gobierno federal significará un superávit primario de 13.7 billones de pesos, que representa un incremento de 100.8% respecto al de 1987 y aporta el 63.9% del superávit total del sector presupuestal. El superávit primario del gobierno federal es resultado de un crecimiento de 114.7% en los ingresos, de 116.1% en el gasto programable, de 133.0% en las participaciones y otros y de 145.4% en los pagos en trámite.

En el caso de los organismos y empresas del sector paraestatal en presupuesto, el superávit primario de operación será de 13.2 billones de pesos, que representa un aumento de 201.8% respecto al esperado de 1987. Este superávit permite financiar un programa de inversiones y otros gastos de capital que crecen en 156.1%, esto es, casi 20.0% en términos reales. Lo anterior significa que el ahorro generado por la operación de las entidades alcanza a financiar el 91.5% del gasto de capital para mantener e incrementar la capacidad productiva del sector paraestatal.
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PROYECTO DE PRESUPUESTO DE LA DEUDA PÚBLICA

En los cinco años de esta administración se ha realizado, como se ha afirmado en todo este documento, un esfuerzo extraordinario en materia de saneamiento de las finanzas públicas; se ha reducido el gasto como proporción del producto interno bruto y se han aumentado los ingresos, lo que se ha traducido en un superávit primario año con año, comparado con una situación deficitaria al principio del régimen. No obstante, el impacto de la inflación en los intereses ha hecho que la carga del servicio de la deuda repunte en los últimos dos años.

Así, el Proyecto de Presupuesto de la Deuda Pública para el año de 1988 asciende a un total de 133,815.7 millones de pesos. lo que significa un incremento en términos nominales de 129.9% sobre el cierre estimado para 1987. Del total presupuestado, el 63.8% corresponde al pago de intereses, el 35.0% a la amortización del capital y el 1.2% restante a los adeudos de ejercicios fiscales anteriores.

La deuda interna y externa del gobierno federal generará pagos por 117.043.3 mil millones de pesos, lo que representa un incremento de 134.2% sobre 1987. Los intereses ascenderán a 77,221.2 mil millones de pesos y las amortizaciones a 38,221.1 mil millones de pesos, con lo que los incrementos respecto a 1987 serán de 131.2 y 140.8% respectivamente. Por su parte, las Adefas alcanzarán un total de 1,600 mil millones de pesos, 125.5% más que este año.

El servicio de la deuda de los organismos y empresas en presupuesto sumará 16,772.4 mil millones de pesos, que comparado con 1987 significa un incremento del 104.0%. Los intereses a pagar ascenderán a 8.123.1 mil millones y el pago de capital a 8,649.3 mil millones, lo que arrojan tasas de incremento de 103.9 y 104.2% respectivamente. Cabe señalar que el menor ritmo de incremento del sector paraestatal en comparación con el gobierno federal refleja los esfuerzos de saneamiento financiero llevados a cabo por las empresas paraestatales, así como por la asunción de sus pasivos que ha efectuado el gobierno federal.
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En resumen el Proyecto de Presupuestos de Egresos de la Federación para el año de 1988 que someto a esta honorable Cámara de Diputados, confirma la política que mi gobierno ha mantenido durante cinco años para ir sentando las bases para un desarrollo sostenido y más justo.

En el año entrante se continuará con la estrategia de concentrar esfuerzos para que, con eficiencia y eficacia, la acción del sector público apoye la recuperación moderada de la economía nacional y eleve el nivel de bienestar de la población, como objetivo fundamental de este gobierno.

Reitero a ustedes la seguridad de mi consideración más distinguida.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Palacio Nacional, noviembre 13 de 1987.- El Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, Miguel de la Madrid Hurtado.>>

<<DECRETO APROBATORIO

INICIATIVA DE DECRETO DEL PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA 1988

CAPITULO I

Disposiciones Generales

Artículo 1o. El ejercicio y control del gasto público federal y de las erogaciones del Presupuesto de Egresos de la Federación para el año de 1988, se sujetarán a las disposiciones de este decreto y las aplicables a la materia.

Artículo 2o. las erogaciones previstas en el Presupuesto de Egresos para la Presidencia de la República, las dependencias del Ejecutivo Federal y los ramos de aportaciones a seguridad social, erogaciones no sectorizables y reconstrucción y descentralización para el año de 1988, importan la cantidad de $43.745,334.300,000.00 (cuarenta y tres billones setecientos cuarenta y cinco mil trescientos treinta y cuatro millones trescientos mil pesos, moneda nacional) y se distribuyen de la siguiente manera:
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Artículo 3o. Las erogaciones previstas en el Presupuesto de Egresos para Desarrollo Regional y Participaciones a estados y municipios para el año de 1988 importan la cantidad de $14.275,894.000,000.00 (catorce billones doscientos setenta y cinco mil ochocientos noventa y cuatro millones de pesos. moneda nacional) y se distribuyen de la siguiente manera:

00026 Desarrollo Regional 
$
  2.125,000.000,000.00

00028 Participaciones a estados y municipios. 
12.150,894.000,000.00

Artículo 4o. El presupuesto de Egresos  del Poder Legislativo para el año 1988 importan la cantidad de: $71.799,400,000.00 (setenta y un mil setecientos noventa y nueve millones cuatrocientos mil pesos, moneda nacional.)

Artículo 5o. El presupuesto de Egresos del Poder Judicial para el año de 2988 importa la cantidad de: $131.383,800,000.00 (ciento treinta y un mil trescientos ochenta y tres millones ochocientos mil pesos, moneda nacional).

Artículo 6o. Las erogaciones previstas para el año de 1988 correspondientes a las entidades paraestatales , cuyos programas están incluidos en este presupuesto, se distribuyen de la siguiente manera:
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Artículo 7o. El gasto asignado a la deuda pública del gobierno federal para el año de 1988 importa la cantidad de: $117.043,324.100,000.00 (ciento diecisiete billones cuarenta y tres mil trescientos veinticuatro millones cien mil pesos, moneda nacional) y se distribuyen de la siguiente manera:
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Artículo 8o. Las previsiones del ramo XXXI se orientarán a los programas y proyectos de reconstrucción y descentralización que llevarán a cabo las dependencias y entidades de la administración pública federal.

Para su autorización, los programas y proyectos de reconstrucción y descentralización deberán estar suficientemente evaluados, integrados y especificados.

Las erogaciones que se realicen con cargo a los recursos de este ramo se someterán a los controles presupuestales correspondientes. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Programación y Presupuesto, informará trimestralmente a la Cámara de Diputados del manejo que se haga de los mismos y al rendir la cuenta de la Hacienda Pública Federal correspondiente a 1988.

Artículo 9o. Los titulares de las dependencias así como los órganos de gobierno y los directores o sus equivalentes de las entidades de la administración pública federal, en el ejercicio de sus presupuestos aprobados, serán responsables de que se ejecuten con oportunidad y eficiencia las acciones previstas en sus respectivos programas, a fin de coadyuvar a la adecuada consecución de los objetivos y prioridades fijados en el Plan Nacional de Desarrollo, en los programas sectoriales de mediano plazo y demás programas formulados con base en la Ley de Planeación.

La Secretaría de Programación y Presupuesto verificará periódicamente los resultados de la ejecución de los programas y presupuestos de las dependencias y entidades, en relación con los objetivos y prioridades del plan, de los programas de desarrollo, del Programa de Aliento y Crecimiento y de los proyectos de cambio estructural a fin de que se adopten las medidas necesarias para corregir las desviaciones detectadas. Igual obligación y para los mismos fines, tendrán las dependencias de la administración pública federal, respecto de las entidades paraestatales agrupadas en el sector que coordinan.

Artículo 10. Se faculta al Ejecutivo Federal para que por conducto de la Secretaría de Programación y Presupuesto, se incluyan en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio de 1988, otras entidades paraestatales, además de las señaladas en el artículo 6o. de este decreto.

Artículo 11. En el ejercicio de sus presupuestos, las dependencias y entidades comprendidas en el presupuesto de Egresos de la Federación para 1988, se sujetarán estrictamente a los calendarios de gasto que les apruebe la Secretaría de Programación y Presupuesto y las demás entidades paraestatales se sujetarán a los que aprueben sus respectivos órganos de gobierno, con base en los lineamientos generales que emita la propia secretaría.

Las ministraciones de fondos a las dependencias serán autorizadas por la Secretaría de Programación y Presupuestos, de acuerdo con los programas aprobados en el Presupuesto de Egresos de la Federación.

Salvo lo previsto en los artículos 15 y 39, no se autorizarán adecuaciones a los calendarios de gasto que tengan por objeto anticipar la disponibilidad de recursos así como ampliaciones liquidas a los presupuestos; en consecuencia las dependencias y entidades deberán observar un cuidadoso registro y control de su ejercicio presupuestal, sujetándose a los compromisos reales de pago.

Artículo 12. Para que las dependencias y entidades puedan ejercer créditos externos destinados a financiar proyectos o programas específicos, será necesario que la totalidad de los recursos a ejercer, se encuentren incluidos en sus respectivos presupuestos autorizados y se cuente con la aprobación previa y expresa de la Secretaría de Programación y Presupuesto.

En los créditos externos que contraten las entidades paraestatales se deberá establecer la responsabilidad de éstas para que cubran el servicio de la deuda que los créditos generen.

Cuando la contratación de estos créditos, tratándose de fideicomisos públicos, pueda redundar en incrementos de los patrimonios fideicomitidos, se requerirá de la autorización previa de la Secretaría de Programación y Presupuesto.

Artículo 13. La Secretaría de Programación y Presupuesto podrá reservarse la autorización para ministrar fondos a las dependencias y en su caso solicitar a los coordinadores de sector la revocación de las autorizaciones que hayan otorgado a sus entidades coordinados, en los siguientes casos:

I. Cuando no envíen la información que les sea requerida en relación con el ejercicio de sus programas y presupuestos con base en lo dispuesto por el artículo 42 de este decreto;

II. Cuando el análisis del ejercicio de sus presupuestos resulte que no cumplen con las metas de los programas aprobados;

III. Cuando en el desarrollo de los programas se capten desviaciones que entorpezcan la ejecución de éstos y constituyan distracciones en los recursos asignados a los mismos;

IV. En el caso de subsidios, el incumplimiento de la cuenta comprobada motivará, en su caso, la inmediata suspensión de las subsecuentes ministraciones de fondos que por el mismo concepto se hubieren autorizado, así como el reintegro de los que se haya suministrado;

V. Cuando en el manejo de sus disponibilidades financieras no cumplan con los lineamientos que emitan las secretarías de Programación y Presupuestos y de Hacienda y Crédito Público;

VI. Cuando se hayan celebrado convenios de asunción de pasivos en los términos del artículo 32 del presente decreto y no se cumplan con las obligaciones pactadas o los compromisos establecidos en los programas de saneamiento financiero respectivos;

VII. Cuando no se cumplan los compromisos de déficit o superávit establecidos en los convenios que se hubieran celebrado en los términos del artículo 32 del presente decreto, y

VIII. En general, cuando no ejerzan sus presupuestos con base en las normas que al efecto se dicten.

Artículo 14. La Secretaría de Programación y Presupuesto en el ejercicio del presupuesto vigilará que no se adquieran compromisos que rebasen el monto del gasto que se haya autorizado y no reconocerá adeudos ni pagos por cantidades reclamadas o erogaciones efectuadas en contravención a los dispuesto en este artículo.

Será causa de responsabilidad de los titulares de las dependencias, así como de los órganos de gobierno y directores o sus equivalentes de las entidades de la administración pública federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, contraer compromisos fuera de las limitaciones de los presupuestos aprobados para las mismas; acordar erogaciones que no permitan la atención de los servicios públicos y el cumplimiento de sus metas durante el ejercicio presupuestal; así como del titular de la Secretaría de Programación y Presupuesto, autorizar dichos compromisos, salvo en lo previsto en el artículo siguiente.

Las partidas a que se refiere el párrafo tercero de la fracción IV del artículo 74 constitucional, sólo serán las comprometidas en el concepto 8100 del ramo XXIII del Presupuesto de Egresos de la Federación.

Artículo 15. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Programación y Presupuesto, autorizará erogaciones adicionales para aplicarlas a programas y proyectos prioritarios y estratégicos del gobierno federal, con cargo a:

I. Excedentes que resulten de los ingresos ordinarios a que se refiere el artículo 1o. de la Ley de Ingresos de la Federación, con excepción de los incisos uno, dos, tres y cuatro de su fracción II "aportaciones y abonos retenidos a los trabajadores por patrones para el Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores", "cuotas para el Seguro Social a cargo de patrones y trabajadores", "cuotas para el Instituto de Seguridad Social y Servicios Sociales de los trabajadores del Estado a cargo de los citados trabajadores" y "cuotas para el Instituto de Seguridad Social para las fuerzas armadas mexicanas a cargo de los militares".

De estos ingresos se asignarán igualmente los recursos necesarios para el sostenimiento del Instituto de Estudios Legislativos, en monto que no exceda del 5% del gasto corriente presupuestado para el Poder Legislativo, los que serán ejercidos por conducto de la Cámara de Diputados.

II. Excedentes relativos a ingresos ordinarios presupuestarios de las entidades paraestatales a que se refiere este decreto;

III. Remanentes que tengan las entidades paraestatales, entre sus ingresos y gastos netos, que se consignen como erogaciones recuperables dentro de sus presupuestos, y

IV. Ingresos que obtenga el gobierno federal como consecuencia de la liquidación o extinción de las entidades paraestatales que se determine o del retiro de la participación estatal en aquéllas que no sean estratégicas o prioritarias, o de la enajenación de otros bienes o inmuebles que no le sean útiles o no cumplan con los fines para los que fueron creados o adquiridos, así como de los provenientes de la recuperación de seguros.

Asimismo, se podrán autorizar erogaciones adicionales con cargo a los ingresos extraordinarios que obtenga el gobierno federal por concepto de empréstitos y financiamientos diversos, los que se destinarán a los programas y proyectos específicos para los que hubieren sido contratados.

El Ejecutivo Federal al presentar a la Cámara de Diputados la Cuenta de la Hacienda Pública Federal correspondiente a 1988, dará cuenta de las erogaciones que se efectúen con base en esta disposición y hará el análisis de su aplicación.

Artículo 16. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Programación y Presupuesto, efectuará las reducciones a los montos de los presupuestos aprobados a las dependencias y entidades, cuando se presenten contingencias que repercutan en una disminución de los ingresos presupuestados.

Para efectos del párrafo anterior, deberán tomarse en cuenta las circunstancias económicas y sociales que priven en el país, los alcances de los conceptos de gastos y, en su caso, la naturaleza y características particulares de operación de las entidades de que se trate, escuchando la opinión de los órganos de gobierno de las propias entidades.

Los ajustes y reducciones que efectúe el Ejecutivo Federal en observancia de lo anterior , deberán realizarse en forma selectiva, procurando que no se afecten programas estratégicos ni prioritarios, optando preferentemente, en los casos de programas de inversión. por aquellos de menor productividad e impacto social y económico.

Del ejercicio de esta facultad, el Ejecutivo Federal dará cuenta a la Cámara de Diputados al rendir los informes trimestrales a que se refiere el artículo 43 de este decreto y al prestar la Cuenta de la Hacienda Pública Federal.

Artículo 17. Todas las entidades que se recauden por cualesquiera de las dependencias federales, no podrán destinarse a fines específicos y deberán ser concentradas en la Tesorería de la Federación, salvo los casos que expresamente determinen las leyes y hasta por los montos que establezca la Secretaría de Programación y Presupuesto, en función de las necesidades de los servicios a los cuales estén destinados.

Artículo 18. Los importes no devengados en el pago de servicios personales, así como las diferencias en cambios, quedarán definitivamente como economías del Presupuesto y en ningún caso se podrá hacer uso de ellos.

Artículo 19. La administración, control y ejercicio de los ramos de erogaciones no sectorizables, aportaciones a seguridad social, desarrollo regional y reconstrucción y descentralización a que se refiere el presente decreto, se encomiendan a la Secretaría de Programación y Presupuesto.

La administración, control y ejercicio de los ramos de deuda pública, de participaciones a estados y municipios y de erogaciones para saneamiento financiero será responsabilidad de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

CAPITULO II

Disposiciones de racionalidad, austeridad y disciplina presupuestales

Artículo 20. Sin perjuicio de lo que establece el presente decreto y las demás disposiciones aplicables a la materia, los titulares de las dependencias, así como los órganos de gobierno y directores o sus equivalentes de las entidades de la administración pública federal serán responsables en los términos de este capítulo, de la estricta observancia de las siguientes normas de racionalidad, austeridad y disciplina presupuestales. Su inobservancia o incumplimiento motivará el fincamiento de las responsabilidades a que haya lugar conforme a la ley.

Artículo 21. Las dependencias y entidades llevarán a cabo sus respectivas acciones en materia de descentralización con base en los criterios siguientes

I. Procurar que los trámites se lleven a cabo y se resuelvan los asuntos en los mismos lugares en que se originen:

II. Promover la efectiva delegación de facultades en servidores públicos subalternos, empleando criterios de tasas porcentuales o cualesquiera otros que se adecúen a los topes o rangos que se establezcan en dicha delegación, a efecto de garantizar mayor oportunidad en la toma de decisiones y flexibilidad en la atención de los asuntos, considerando monto, complejidad, periodicidad y vinculación con las prioridades de los mismos;

III. Fortalecer la operación, estructura y niveles de decisión de sus órganos regionales;

IV. Racionalizar y simplificar las estructuras con que cuenten a efecto de utilizar los recursos estrictamente indispensables para llevar a cabo sus actividades, sin que ello implique creación de estructuras paralelas o de plazas adicionales respecto de las que tengan en las oficinas centrales, y

V. Determinar, oyendo a las representaciones sindicales respectivas, los términos y condiciones en que se realizará la reubicación geográfica de los servidores públicos que acepten ser incluidos en los programas de descentralización, otorgándoles las prestaciones que les correspondan conforme a la ley y respetando los derechos laborales adquiridos.

Artículo 22. Las dependencias y entidades de la administración pública federal no podrán crear nuevas plazas. La Secretaría de Programación y Presupuesto, a solicitud expresa del titular de la dependencia respectiva, podrá autorizar la creación de las que sean indispensables para los programas de educación, salud, procuración de justicia y seguridad nacional. Los órganos de gobierno de las entidades paraestatales podrán autorizar la creación de plazas cuando ello garantice el incremento de su productividad, se establezcan metas específicas a este respecto, cuenten con los recursos propios que se requieran y tales circunstancias hayan quedado previa y debidamente acreditadas para el propio órgano de gobierno.

A la designación o contratación de personal para ocupar las plazas a que se refiere el párrafo anterior, en ningún caso podrá dárseles efectos retroactivos a la fecha de la autorización correspondiente.

Las dependencias y entidades no podrán llevar a cabo conversiones de sus plazas autorizadas, salvo cuando se trate de casos debidamente justificados, para lo cual deberá recabarse la autorización previa de la Secretaría de Programación y Presupuesto, para el caso de las dependencias y del órgano de gobierno, tratándose de entidades paraestatales.

Las dependencias y entidades no podrán modificar su estructura orgánica básica y ocupacional aprobada en el ejercicio de 1987, debiendo ser éstas acordes con las normas emitidas a este respecto por la secretaría de Programación y Presupuesto, por lo que cualquier adecuación sólo podrán hacerla las dependencias, previa autorización de dicha secretaría y las entidades paraestatales por su órgano de gobierno, conforme a los lineamientos que se dicten para tal efecto, de acuerdo a la Ley Federal de las Entidades Paraestatales. Tales adecuaciones no podrán implicar traspaso o ampliación a las previsiones presupuestadas por las dependencias y entidades por concepto de servicios personales, ni incremento en el número de plazas.

Artículo 23. Las dependencias y entidades de la administración pública federal en el ejercicio de sus presupuestos por concepto de servicios personales deberán:

I. Dar prioridad a los traspasos de plazas y de recursos asignados a sus presupuestos, entre sus unidades responsables y programas, tratándose de acciones de descentralización de las mismas;

II. En las asignaciones de las remuneraciones a los trabajadores, apegarse estrictamente a los niveles establecidos en los tabuladores de sueldos, cuotas, tarifas y demás asignaciones autorizadas por la Secretaría de Programación y Presupuesto para las dependencias y en el caso de las entidades, por el órgano de gobierno respectivo, conforme a los lineamientos que se emitan de acuerdo a la Ley Federal de las Entidades Paraestatales.

Las remuneraciones adicionales por jornadas u horas extraordinarias, los estímulos por eficiencia en la actuación y otras prestaciones, se regularán por las disposiciones que establezcan la Secretaría de Programación y Presupuesto y el órgano de gobierno respectivo, con base en los lineamientos a que se refiere el párrafo anterior.

Tratándose de remuneraciones adicionales por jornadas y por horas extraordinarias y otras prestaciones del personal que labora en las entidades paraestatales, que se rijan por contratos colectivos de trabajo, los pagos se efectuarán de acuerdo con las estipulaciones contractuales respectivas;

III. Abstenerse de cubrir gastos por contratos de honorarios que en cualquier forma supongan el incremento, con respecto al ejercicio de 1987, del número de los contratos relativos o de los montos de las asignaciones respectivas.

Estos contratos sólo podrán celebrarse para la prestación de servicios profesionales, por lo que no podrá incorporarse por esta vía, personal para el desempeño de labores iguales o similares a las que realiza el personal que forma la planta de la dependencia o entidad de que se trate.

La celebración de contratos por honorarios sólo procederá en casos debidamente justificados y siempre que la dependencia o entidad no pueda satisfacer las necesidades de estos servicios con el personal y los recursos técnicos con que cuente. Invariablemente estos contratos deberán ser autorizados por el titular de la dependencia o por el órgano de gobierno de la entidad de que se trate;

IV. Eliminar compensaciones de cualquier naturaleza a título de representación en órganos de gobierno, juntas directivas, consejos, comités técnicos y otros;

V. Sujetarse a los lineamientos que se expidan para la autorización de los gastos de representación y de las erogaciones necesarias para el desempeño de comisiones oficiales, y

VI. Abstenerse de realizar cualquier transferencia de recursos de otros capítulos presupuestales al capítulo de servicios personales.

Artículo 24. Los titulares de las dependencias y los órganos de gobierno de las entidades, serán responsables de reducir selectivamente y eficientemente los gastos de administración, sin detrimento de la realización oportuna y eficiente de los programas a su cargo y la adecuada prestación de los bienes y servicios de su competencia, así como de cubrir con la debida oportunidad sus compromisos reales de pago, con estricto apego a las demás disposiciones de este decreto y las que resulten aplicables a la materia.

Artículo 25. Las dependencias y entidades de la administración pública federal en el ejercicio de sus presupuestos para el año de 1988, no podrán efectuar adquisiciones o nuevos arrendamientos de:

I. Bienes inmuebles para oficinas públicas y mobiliario, equipo y servicios destinados a programas administrativos, con excepción de las erogaciones estrictamente indispensables para la operación. En consecuencia se deberá optimizar la utilización de los espacios físicos disponibles y el aprovechamiento de los bienes y servicios de que dispongan;

II. Vehículos terrestres y marítimos con excepción de aquellos necesarios para salvaguardar la seguridad y soberanía nacional, así como para la para la procuración de justicia, los servicios de salud y del desarrollo de programas productivos prioritarios y de servicios básicos, y

III. Vehículos aéreos, con excepción de aquellos necesarios para salvaguardar la seguridad y la soberanía, así como la procuración de justicia.

Cualquier erogación que realicen por los conceptos previstos en las fracciones anteriores, las dependencias y aquellas entidades cuyos presupuestos se encuentren incluidos en el Presupuesto de Egresos de la Federación para 1988 o que reciban transferencias con cargo al mismo, requerirá de la autorización de la Secretaría de Programación y Presupuesto en forma específica y previa al ejercicio del gasto correspondiente.

Tratándose de las demás entidades paraestatales, se requerirá de la autorización de órgano de gobierno en los mismos términos del párrafo anterior.

Artículo 26. Las erogaciones por los conceptos que a continuación se indican deberán reducirse al mínimo indispensable, su uso se sujetará a los criterios de racionalidad y selectividad y se efectuarán siempre y cuando se cuente con la autorización expresa del titular de la dependencia o del órgano de gobierno de la entidad correspondiente:

I. Gastos menores, de ceremonial y de orden social;

II. Comisiones de personal al extranjero;

III. Contratación de asesorías, estudios e investigaciones;

IV. Publicidad, propaganda, publicaciones oficiales y, en general, los relacionados con actividades de comunicación. En éstos casos las dependencias y entidades deberán utilizar preferentemente los medios de difusión del sector público y el tiempo que por ley otorgan al gobierno federal las empresas de comunicación que operan mediante concesión federal.

Las erogaciones con cargo al Presupuesto de Egresos de la Federación para 1988 por estos conceptos deberán ser autorizadas previamente por las secretarías de Gobernación y de Programación y Presupuesto y las que efectúen las entidades, se autorizarán por el órgano de gobierno con base en los lineamientos que establezcan dichas secretarías;

V. Congresos, convenciones, ferias, festivales y exposiciones;

VI. Otorgamiento de becas distintas a las comprendidas en los programas regionales de empleo, a las autorizadas por las instituciones oficiales de carácter educativo y a las otorgadas por el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, y

VII. Donativos.

Asimismo, las dependencias y entidades serán responsables de que las erogaciones por concepto de correos, telégrafos, teléfonos, energía eléctrica y agua potable, obedezcan a una utilización racional de dichos servicios, directamente vinculados al desempeño de las actividades y funciones que tengan encomendadas.

Artículo 27. Las dependencias y entidades en el ejercicio de sus presupuestos sólo podrán efectuar erogaciones en el exterior, para las representaciones, delegaciones u oficinas autorizadas y aportar cuotas a organismos internacionales cuando dichas erogaciones se encuentren expresamente previstas en sus presupuestos autorizados.

Durante el ejercicio de 1988, el Ejecutivo Federal por conducto de la Secretaría de Programación y Presupuesto, oyendo la opinión de la Secretaría de Relaciones Exteriores y de la coordinadora de sector, en funciones de las disponibilidades de recursos, establecerá medidas de racionalización de los presupuestos, calendarios autorizados, utilización y tabuladores que tengan asignados las representaciones, delegaciones u oficinas de las dependencias y entidades en el exterior, así como para verificar que la administración de los recursos asignados y el ejercicio de los presupuestos y calendarios se realicen conforme a lo autorizado.

Las dependencias y entidades en coordinación con las secretarías de Relaciones Exteriores y de Programación y Presupuesto continuarán revisando las aportaciones que actualmente realizan a organismos internacionales con cuyos fines se relacionen sus respectivas atribuciones y funciones, a efecto de avanzar en la disminución o cancelación de aquéllas que, en el contexto actual de las prioridades nacionales, no se justifiquen.

Artículo 28. En el ejercicio del gasto de inversiones públicas para 1988:

I. Se otorgará prioridad a los proyectos y obras de conversación y mantenimiento de la infraestructura básica, así como a aquellos que, en función de las disponibilidades financieras del ejercicio y de acuerdo con los estudios técnicos correspondientes, puedan concluirse durante 1988, en especial a los que presenten un mayor avance relativo, estén orientados a incrementar la oferta de bienes y servicios socialmente necesarios y que reporten los mayores beneficios para la población;

II. Se deberá aprovechar la mano de obra e insumos locales y emplear al máximo la capacidad instalada productiva para abatir costos;

III. Se considerará preferente la adquisición de productos y la utilización de tecnologías nacionales, con uso intensivo de mano de obra;

IV. Se deberá estimular el proceso de cambio estructural, así como los proyectos de coinversión con los sectores social y privado y con los gobiernos locales.

Durante 1988 no se iniciarán nuevos proyectos, salvo los que se consideren estrictamente necesarios a juicio y previa autorización del Ejecutivo Federal;

V. Los proyectos de inversión financiados con créditos externos, deberán estar contemplados en los presupuestos de las dependencias y entidades y deberán sujetarse a los términos de las autorizaciones que otorguen las secretarías de Programación y Presupuesto y de Hacienda y Crédito Público, conforme a sus respectivas atribuciones;

VI. Las inversiones financieras con cargo al presupuesto de Egresos de la Federación para 1988, serán aquellas estrictamente necesarias y se realizarán previa autorización de la Secretaría de Programación y Presupuesto y se orientarán:

a) A fomentar y desarrollar selectivamente las actividades y ramas de producción consideradas como fundamentales para el desarrollo del país, y

b) Al financiamiento de empresas públicas que promuevan la producción y comercialización de productos básicos, así como de bienes de capital.

Las inversiones financieras deberán estar vinculadas a programas de saneamiento financiero, productividad y eficiencia y responder a las orientaciones de los programas sectoriales de mediano plazo. Tratándose de erogaciones para saneamiento financiero, deberán sujetarse además a lo que dispone el artículo 32 de este decreto, y

VII. Las entidades paraestatales deberán ajustar sus programas de expansión productiva a las acciones previstas en los programas de mediano plazo correspondientes.

Artículo 29. Las erogaciones por concepto de transferencias con cargo al Presupuesto de Egresos de la Federación se sujetarán a las prioridades del Plan Nacional de Desarrollo, de los programas de mediano plazo y de los demás programas formulados conforme a la ley de la materia y se apegarán a los siguientes criterios:

I. El otorgamiento se hará con base en criterios de selectividad, temporalidad y transparencia en su asignación considerando su contribución efectiva a la oferta de bienes, servicios e insumos estratégicos o prioritarios;

II. Los subsidios destinados a cubrir desequilibrios financieros en la operación se deberán ajustar en función de la política de precios y tarifas de los bienes y servicios públicos;

III. Los subsidios a los precios de los bienes se mantendrán en niveles que estimulen a los productores y que al mismo tiempo eviten el deterioro del poder adquisitivo de los consumidores;

IV. Los subsidios para las actividades productivas de los sectores privado y social estarán condicionados a procurar el mayor uso de la mano de obra, a incrementar el nivel de vida de la población de escasos recursos y a promover la capacidad de exportación y la generación de divisas;

V. Los subsidios a los bienes y servicios de consumo popular se circunscribirán a los productos agropecuarios ubicados dentro del régimen de precios de garantía y del paquete básico de consumo popular, regulándose conforme al comportamiento del mercado, las necesidades sociales y el nivel de ingresos de los productores;

VI. Las transferencias destinadas al apoyo de entidades paraestatales se deberán orientar selectivamente hacia actividades estratégicas y prioritarias así como a fortalecer el proceso de cambio estructural, a efecto de incrementar la oferta real de bienes y servicios, de insumos estratégicos para la producción y a generar empleo permanente y productivo;

VII. Se requerirá la autorización de la Secretaría de Programación y Presupuesto para otorgar transferencias que se pretendan destinar a inversiones financieras;

VIII. Se considerarán preferenciales las transferencias destinadas al desarrollo de la ciencia y la tecnología en aquellos sectores en proceso de cambio estructural, a la capitalización de las empresas públicas, a la formación de capital en ramas y sectores básicos de la economía y al financiamiento de actividades definidas como estratégicas, que en el mediano plazo propicien la generación de recursos propios;

IX. Los recursos asignados a los programas regionales de empleo deberán destinarse a la generación de puestos permanentes;

X. Las entidades paraestatales beneficiarias de transferencias deberán buscar fuentes alternativas de financiamiento a fin de lograr, en el mediano plazo, una mayor autosuficiencia y una disminución correlativa de los apoyos con cargo a recursos presupuestales, y

XI. No se deberán otorgar transferencias cuando no se hallen claramente especificados los objetivos, metas, beneficiarios, destino, temporalidad y condiciones de los mismos.

Artículo 30. La Secretaría de Programación y Presupuesto autorizará las transferencias con cargo al Presupuesto de Egresos a las dependencias coordinadoras de sector, quienes procederán a la asignación de los recursos a las entidades paraestatales bajo su coordinación, verificando previamente:

I. Que se justifique la necesidad de los recursos solicitados en función del estado de liquidez de la entidad beneficiaria, así como la aplicación de dichos recursos;

II. Que las entidades no cuenten con recursos ociosos o aplicados en operaciones que originen rendimientos en cualquier clase, y

III. El avance físico - financiero de sus programas y proyectos, con el propósito de regular el ritmo de la ejecución con base en lo programado.

Las dependencias coordinadoras de sector podrán suspender las ministraciones de fondos, cuando las entidades beneficiarias no remitan la información físico - financiera en los términos y plazos establecidos en las disposiciones aplicables, informando de inmediato a la Secretaría de Programación y Presupuesto.

Artículo 31. Cuando se deban diferir ministraciones de fondos, la Secretaría de Programación y Presupuesto conjuntamente con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, determinarán el orden a que se sujetará la ministración de transferencias autorizadas por las dependencias coordinadores de sector, a fin de asegurar la disposición oportuna de recursos para el desarrollo de los programas prioritarios.

Artículo 32. Las secretarías de Hacienda y Crédito Público, de Programación y Presupuesto y de la Contraloría General de la Federación, en el seno de la comisión intersecretarial gasto financiamiento, así como la respectiva dependencia coordinadora de sector, celebraran con las entidades paraestatales convenios para:

I. El establecimiento de metas de déficit o, en su caso, superávit financiero mensual y trimestral, a nivel devengado, y

II. El saneamiento financiero, mediante la asunción de pasivos de entidades paraestatales estratégicas o prioritarias, cuyas funciones estén asociadas a la prestación de servicios públicos o a la producción de bienes social, y nacionalmente necesarios, de acuerdo a los fines para los que fueron creadas y siempre que la entidad de que se trate cuente con un programa de cambio estructural que se presente a más tardar el 30 de junio de 1988 a la comisión intersecretarial gasto financiamiento y sea aprobado por ésta.

La comisión evaluará periódicamente el cumplimiento de los convenios, respecto de las metas establecidas en dichos instrumentos. Si de las evaluaciones mencionadase se observan hechos que contravengan las estipulaciones concertadas, las dependencias que integran la comisión, en los términos de las disposiciones legales aplicables, propondrán a la dependencia coordinadora de sector y a la entidad de que se trate, las medidas conducentes para corregir las desviaciones detectadas.

El Ejecutivo Federal por conducto de la Secretaría de Programación y Presupuesto, con base en las evaluaciones de la comisión intersecretarial gasto financiamiento, informará a la Cámara de Diputados sobre la ejecución de los mencionados convenios, así como de las medidas adoptadas para su debido cumplimiento.

Las dependencias que integran la comisión intersecretarial gasto financiamiento establecerán los lineamientos con base en los cuales se llevará a cabo la formulación de los convenios a que se refiere este artículo y harán la determinación de las entidades paraestatales con las que habrán de celebrarse los mismos. Los órganos de gobierno serán responsables de vigilar que se cumpla con las metas de déficit o superávit de las entidades con las que no se celebren los correspondientes convenios.

Artículo 33. La Secretaría de Programación y Presupuesto se abstendrá de autorizar subsidios y las dependencias y entidades, donativos y ayudas que no contribuyan a la consecución o que no se consideren de beneficios social, así como aquéllos a favor de beneficiarios que dependan económicamente del Presupuesto de Egresos de la Federación o cuyos principales ingresos provengan de éste.

Artículo 34. Las dependencias y entidades proporcionarán a la Secretaría de Programación y Presupuesto la información sobre transferencias que hubiesen otorgado durante el ejercicio presupuestal, a efecto de que dicha secretaría la analice e integre al registro único de transferencias.

Artículo 35. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Programación y Presupuesto podrá determinar reducciones, diferimentos o cancelaciones de programas y conceptos de gasto de las dependencias y entidades que no les resulten indispensables para su operación cuando ello represente la posibilidad de obtener ahorros, en función de la productividad y eficiencia de las propias dependencias y entidades.

El propio Ejecutivo, por conducto de la citada secretaría, resolverá sobre la aplicación de los remanentes que se generen con tal motivo o, en su caso, el que los mismos se reflejen como economías presupuestales.

Artículo 36. Las Secretarías de Programación y Presupuesto y de Hacienda y Crédito Público, determinarán conjuntamente los lineamientos a que deberán conjuntamente los lineamientos a que deberá sujetarse las dependencias y entidades respecto de las disponibilidades financieras con que cuenten durante el ejercicio presupuestal, las que no deberán invertirse a través de mecanismos bursátiles salvo en el caso de valores emitidos por el sector público. Para tal efecto, las dependencias y entidades proporcionarán la información financiera que requiera el sistema integral de información del sector público a que se refiere el artículo 42 de este decreto.

A fin de identificar los niveles de liquidez, así como para operar la compensación de créditos o adeudos, las dependencias y entidades de la administración pública federal informarán de sus depósitos en dinero o valores u otro tipo de operaciones financieras y bancarias en los términos que se establezcan con base en lo dispuesto por el artículo 42 del presente decreto.

Las dependencias y entidades, sin exceder sus presupuestos autorizados, responderán de las cargas financieras que causen por no cubrir oportunamente sus respectivos adeudos, las que se calcularán a la tasa equivalente al rendimiento promedio de las emisiones de los certificados de promedio de las emisiones de los certificados de la Tesorería de la Federación a 28 Días del mes inmediato anterior a la fecha del corte compensatorio. La aplicación de esta tasa se efectuará sobre los adeudos reportados por el sistema de compensación de adeudos del sector público, desde la fecha en que debieron liquidarse tales adeudos.

Artículo 37. El Ejecutivo Federal podrá abstenerse de ministrar subsidios y de concertar programas de coordinación de servicios e inversiones con las entidades federativas que graven con impuestos locales los sueldos y salarios de los empleados de la Federación, de las entidades paraestatales y de las que operen mediante concesión federal.

Artículo 38. El Banco de México en función del monto de divisas requerido para el Presupuesto de Egresos de la Federación y de conformidad con las disposiciones aplicables, proporcionará, a petición de las dependencias y entidades, las divisas necesarias para el cumplimiento de sus compromisos en moneda extranjera, debiendo las mismas a informar a las secretarías de Programación y Presupuesto y de Hacienda y Crédito Público, en la forma y periodicidad que éstas determinen, los movimientos presupuestales que efectúen al respecto, de acuerdo con los flujos reales establecidos.

Artículo 39. La Secretaría de Programación y Presupuesto conjuntamente con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público tomando en cuenta los flujos reales de divisas y de moneda nacional, así como las variaciones que se produzcan por las diferencias en tipos de cambio en el financiamiento de los programas, efectuarán las adecuaciones necesarias a los calendarios de gasto en función de los requerimientos, las disponibilidades presupuestales y de las alternativas de financiamiento que se presenten.

Artículo 40. Para los efectos del artículo 57 de la Ley de Obras Públicas, los montos máximos de contratación directa y los de adjudicación mediante convocatoria a cuando menos tres personas, de las obras que podrán realizar las dependencias y entidades durante el año de 1988, serán los siguientes:
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Las dependencias y entidades se abstendrán de formalizar o modificar contratos de obras públicas y de servicios relacionados con ellos, cuando no hubiere saldo disponible en la correspondiente partida presupuestal.

Artículo 41. Para los efectos del artículo 39 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Prestación de Servicios Relacionados con Bienes Muebles, los montos máximos de adjudicación directa y los de adjudicación habiendo convocado, en su caso, por lo menos a tres u ocho proveedores, según el caso, de las adquisiciones, arrendamientos o servicios que podrán realizar las dependencias y entidades durante el año de 1988, serán los siguientes:
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Los montos establecidos deberán considerarse sin incluir el importe del impuesto al valor agregado.

Las dependencias y entidades se abstendrán de formalizar o modificar contratos y pedidos de adquisiciones, arrendamientos y prestación de servicios, cuando no hubiere saldo disponible en la correspondiente partida presupuestal.

Artículo 42. Las secretarías de Hacienda y Crédito Público, de Programación y Presupuesto, de la Contraloría General de la Federación y el Banco de México, operarán el sistema integral de información del sector público. Las propias dependencias establecerán las normas y lineamientos relativos a la organización, funcionamiento, requerimiento de dicho sistema.

Las dependencias y entidades deberán cumplir con los requerimientos de información que demande el sistema. Para tal efecto, las dependencias a que se refiere el párrafo anterior, conjuntamente con la coordinadora de sector, harán compatibles los requerimientos de información que demande el sistema racionalizando los flujos de información.

Artículo 43. La Secretaría de Programación y Presupuesto realizará periódicamente la evaluación del ejercicio del Presupuesto de Egresos de la Federación en función de los objetivos y metas de los programas aprobados.

El Ejecutivo Federal, a través de las secretarías de Programación y Presupuesto y de Hacienda y Crédito Público, informará trimestralmente a la Cámara de Diputados sobre la situación económica y las finanzas públicas del ejercicio y hará asimismo, las aclaraciones que ésta le solicite, a través de la Secretaría de la Contraloría General de la Federación, sobre la detección de irregularidades y el fincamiento de las responsabilidades correspondientes.

Los informes trimestrales deberán ser presentados a más tardar 45 días después de terminado el trimestre de que se trate.

Artículo 44. Las propuestas que en ejercicio de sus atribuciones legales formule la Secretaría de Programación y Presupuesto para disolver, liquidar, extinguir, transferir a los estados y municipios, enajenar la participación estatal y fusionar entidades paraestatales, se basarán en dictámenes que al efecto deberá emitir la comisión intersecretarial gasto financiamiento.

El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Programación y Presupuesto informará a la Cámara de Diputados de las razones y criterios específicos que fundamenten el ejercicio de estas atribuciones.

Artículo 45. La Secretaría de Programación y Presupuesto vigilará la exacta observancia de las normas contenidas en este decreto así como la estricta ejecución del Presupuesto de Egresos de la Federación. Para estos efectos, podrá requerir de las dependencias y entidades la información que resulte necesaria y comunicará a la Secretaría de la Contraloría General de la Federación las irregularidades y desviaciones de que tenga conocimiento con motivo del ejercicio de sus funciones.

Artículo 46. La Secretaría de la Contraloría General de la Federación y los órganos internos de control de las dependencias y entidades, en el ejercicio de las atribuciones que en materia de inspección, control y vigilancia les confiere la ley, comprobarán el cumplimiento, por parte de las propias dependencias y entidades de la administración pública federal, de las obligaciones derivadas de este decreto.

Con tal fin, dispondrán lo conducente para que lleven a cabo las inspecciones y auditorías que se requieran, así como para que se finquen responsabilidades y se apliquen las sanciones que procedan con motivo del incumplimiento de las mencionadas obligaciones. La Secretaría de la Contraloría General de la Federación, pondrá en conocimiento de tales hechos a la Contaduría Mayor de Hacienda de la Cámara de Diputados.

Artículo 47. La Secretaría de Programación y Presupuesto estará facultada para interpretar las disposiciones del presente decreto para efectos administrativos y establecer las medidas conducentes a su correcta aplicación.

TRANSITORIOS

Artículo único. El presente decreto entrará en vigor el día primero de enero de 1988.

Reitero a ustedes las seguridades de mi atenta y distinguida consideración. Sufragio Efectivo. No Reelección.

Ciudad de México, D.F., 13 de noviembre de 1987.- El Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, Miguel de la Madrid Hurtado.>>

Trámite: -Recibo, y túrnese a la Comisión de Programación, Presupuesto y Cuenta Pública.

